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Documentar las condiciones que 
enfrentan las mujeres periodis-

tas para hacer su trabajo, reconocer 
su situación de desigualdad es, sin 
duda, un paso para romper la impu-
nidad. Es romper el silencio y poner 
luz donde la oscuridad permea, esa 
aliada de los poderosos que buscan 
mantenernos en el anonimato.

Las periodistas somos la voz y los 
ojos de miles de personas que ven 
violentados sus derechos humanos, 
todos los días, en este país.

Personas que han hecho de las tra-
gedias personales acciones políticas 
en favor de otras y otros. Las periodis-
tas estamos contando la historia de 
un México violentado por la ambi-
ción del poder y el dinero.

Documentamos la violencia es-
tructural contra la población civil. 
Ahí están las reseñas, las crónicas y 
reportajes que acompañan y resca-
tan del olvido a las miles de mujeres 
que buscan de manera incansable 
a sus familiares pese al desinterés gu-
bernamental, mujeres que buscan a 
sus hijas secuestradas por la redes de 
trata y prostitución forzada, mujeres 
y hombres que intentan reconstruir 
sus casas y la vida misma después de 
inundaciones y sismos, donde las pro-
mesas gubernamentales no se con-
cretan, y las autoridades acaparan 
la ayuda en bodegas clandestinas.

Ahí estamos acompañando a las 
caravanas de madres en busca de 
sus familiares, atestiguamos la deve-
lación de la corrupción de los nego-
cios familiares y personales de po-
líticos, gobernantes y empresarios. 
Somos la voz que rompe el silencio 
de las complicidades.

Nuestra tarea de poner luz a la 
oscuridad donde los poderosos cre-
cen y se reproducen es motivo de 
la violencia que padecemos las pe-
riodistas. La luz pone nombre y ros-
tro al abuso del poder, fractura la 
impunidad cómplice del silencio y  
el ocultamiento.

Las periodistas somos conscientes 
de la labor que hacemos, y quere-

mos seguir haciéndola en condicio-
nes dignas y seguras.

Por ello es fundamental no permi-
tir que las sombras crezcan en torno 
a nosotras, poner luz en la violencia 
que se ejerce en contra nuestra es 
abrir el camino a la justicia, a la re-
paración del daño y a la posibilidad 
de la no repetición.

Desenterrar del olvido la genera-
lización y colocar en la claridad la 
especificidad de la violencia que 
pende sobre nosotras, implica hacer 
evidente la desigualdad y la discrimi-
nación que se viven en el gremio, la 
doble exigencia y la desvalorización 
del trabajo que realizamos.

Las periodistas merecemos condi-
ciones dignas y seguras para ejercer 
nuestra labor, y el Estado es respon-
sable de ello.

En 2012 presentamos el Primer Infor-
me Diagnóstico sobre Violencia contra 
Periodistas, en él mostramos la impor-
tancia de darles voz a las periodistas 
que han sido violentadas, mostramos 
la violencia sistemática y con ello, las 
periodistas también se convirtieron en 
noticia, en tema de reflexión y pre-
ocupación donde antes no estaban 
presentes. Podemos decir que hemos 
avanzado en este propósito, muestra 
fehaciente es el capítulo específico so-
bre las mujeres periodistas en el recien-
te informe de la Relatoría de Libertad 
de Expresión de la Organización de 
Estados Americanos, ahí donde nunca 
antes estuvimos.

¿Cómo seguir documentando 
la violencia sin que terminemos 
simplemente en cifras?, ¿cómo 
mostrar que la violencia no se ha ido, 
sino que se ha maquillado y tratado 
de ocultar, aunque su brutalidad nos 
salta al rostro cada día?

¿Cómo explicar que la violencia 
contra las periodistas continúa en 
crecimiento a pesar de las medidas 
que se han tomado? Ahí están las 
instancias oficiales  y los recursos, pero 
su creación no da como resultado 
inmediato la eliminación de la 
violencia, ni siquiera su  disminución.

Presentación 
Por Lucía Lagunes Huerta  

Coordinadora General
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Este Informe es una mues-
tra de que el Estado Mexicano 
aún está en deuda con la liber-
tad de expresión y las periodis-
tas. Por que una institución sin 
verdadera determinación para 
proteger a las víctimas, resarcir 
el daño y caminar en la justicia,  
no sirve.

Dedicado a mostrar y demos-
trar cómo la impunidad para las 
mujeres periodistas goza de bue-
na salud, cómo las autoridades se 
pierden en un mar de prejuicios 
sexistas y burocracias aberran-
tes que arrancan la paciencia 
de cualquiera y dejan a la vícti-
ma nuevamente en la indefen-
sión, es el objetivo prioritario de  
este Informe.

Estamos claras que este camino de 
justicia y cero impunidad debe estar 
acompañado de acciones efectivas 
para garantizar a todas las mujeres 
una vida libre de violencia.

Cuando en CIMAC iniciamos el re-
gistro y la documentación en 2002, 
sólo  existía el registro de dos casos 
de mujeres periodistas violentadas; 
hoy contamos 187 casos, 374 veces 
más que cuando empezamos. De 
ellos, todos están en la impunidad. 
Ninguno tiene una verdadera investi-
gación y un castigo a los culpables 
materiales e intelectuales que perpe-
traron el delito, como tampoco hay 
una reparación del daño.

En tanto el Estado siga incum-
pliendo, nosotras seguiremos do-
cumentando y denunciando la vio-
lación de nuestros derechos en un 
ejercicio pleno de nuestra libertad 
de expresión. Pues mientras el Es-
tado tolere la impunidad y niegue 
la justicia, nosotras continuaremos 
siendo la voz que rompa el silencio.

¿Impunidad o  
Responsabilidad?

Por Alda Facio1

1	  Jurista, especialista en Género y Derechos Humanos de las Mujeres. Experta del Gru-
po de Trabajo de la ONU sobre la discriminación contra la Mujer

01
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E l término impunidad viene del 
derecho penal, no del derecho 

de los Derechos Humanos (DH) y sig-
nifica “sin castigo”. No se refiere al 
derecho de las víctimas a recibir una 
reparación, sino a la falta de castigo 
para los perpetradores de delitos y 
por ende, está centrado en éstos y 
no en las víctimas. 

Es importante recordar que poner-
le fin a la impunidad, si eso fuera po-
sible, no garantiza que se erradicó la 
violencia contra las mujeres ni garan-
tiza la reparación a la víctima.  

Eliminar la impunidad significaría 
que no habría delito sin castigo, de 
manera que cuando las mujeres pe-
dimos el fin de la impunidad por la 
violencia de género, no estamos pi-
diendo que se acabe la violencia ni 
que se les haga justicia a las víctimas, 
sino que se castigue a los violentos 
con una sanción penal.

Quienes tienen otros intereses en 
mente han implementado una muy 
buena campaña para hacernos creer 
que esta situación es la causante de 
tanta violencia. Y les ha sido fácil ha-
cernos creer esto porque en nuestra 
región hay muchísima impunidad.  

Esta ausencia de castigo ha sido 
una constante en la historia de Cen-
troamérica y por ende, no creo que 
clamar prioritariamente por el fin de 
ella nos pueda ayudar a erradicar la 
violencia contra las mujeres. 

La impunidad tan generalizada en 
nuestra región no implica homoge-
neidad de las causas y explicaciones 
del fenómeno, ya que una cosa es la 
impunidad que resulta de la incapa-
cidad e ineficiencia de los aparatos 
de justicia propios del área, y otra 
entenderla como una estrategia es-
tatal con miras a la consolidación de 
prácticas político-militares-policiales 
para defender un sistema social y 
económico excluyente e injusto. 

En el primer caso, la impunidad 
se supera implementando procesos 
judiciales eficaces, incrementando 
el presupuesto y los recursos desti-
nados a jueces y fiscales, y capa-

citando adecuadamente a las y  
los funcionarios. 

En el segundo, la impunidad sólo se 
puede superar si se devela y difunde 
el papel estratégico que ha jugado el 
sistema judicial, penal, policial y otras 
prácticas estatales, respaldadas por 
la ley, en la discriminación y explota-
ción de las mujeres por móviles políti-
cos y/o económicos, constituyéndose 
en un elemento fundamental dentro 
de la compleja maquinaria represiva 
del Estado establecida para sostener 
un orden social y económico exclu-
yente, sexista y racista. 

La impunidad tiene sus matices. No 
es lo mismo decir que los feminici-
dios no se castigan por incompeten-
cia de las autoridades, que afirmar 
que existe una clara voluntad polí-
tica de proteger a quienes cometen  
dichos crímenes. 

En ambos casos estaríamos ha-
blando de falta de castigo, pero la 
estrategia o estrategias que adopte-
mos tendrían que ser diferentes si en-
tendemos la causa. 

Porque si el problema es de incapa-
cidad estatal, lo que hay que hacer es 
exigir que se reforme el aparato de jus-
ticia, se le den más recursos y se capa-
cite a las y los policías y jueces; pero si el 
problema es de prácticas político-mili-
tares-policiales para profundizar el po-
der de unos cuantos, la estrategia es 
más compleja y nos obliga a conocer 
y ponernos de acuerdo en por qué es-
tos crímenes no son castigados, antes 
de pedir el fin de la impunidad.  

Porque, para acabar con la impu-
nidad, se requeriría un aparato po-
lítico-militar-policial muy eficiente y 
con mucho más recursos humanos 
y financieros, y si ese aparato es el 
mismo que causa la violencia o la 
promueve, es ilógico y hasta peligro-
so exigir que se fortalezca y se haga 
más eficiente.  

Tampoco es lo mismo insistir elimi-
nar la impunidad por los feminicidios,  
que clamar por el fin de la impuni-
dad respecto a todas las formas de 
violencia contra las mujeres.  

Como bien la define la Convención 
de Belém do Pará, la violencia con-
tra las mujeres es cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que 
cause muerte, daño o sufrimiento fí-
sico, sexual o psicológico a la mujer, 
tanto en el ámbito público como en 
el privado.   

No discuto que hay que castigar 
penalmente a quienes cometen mu-
chas de las formas de violencia con-
tra las mujeres, pero no me parece 
adecuado, ni justo, ni lógico exigir 
que se penalicen todas las formas de 
violencia contra las mujeres porque, 
aunque todas causan daño, no to-
dos los daños que se causan pueden 
o deben ser castigados con cárcel u 
otras sanciones penales.

Las sociedades (en realidad los 
parlamentos), tipifican ciertas con-
ductas no deseables como delitos no 
para ponerles fin, sino para castigar 
a quienes las cometen o para contro-
lar a ciertos estratos de la población.

Para sentirnos más humanistas, nos 
decimos que el castigo es para refor-
mar a los delincuentes o para disuadir 
a otros de que cometan delitos. Pero, 
con sólo ver a la población privada 
de libertad en nuestra región, podre-
mos entender que nada más se cas-
tiga a las personas pertenecientes a 
las clases más pobres o marginadas.

Con sólo ver las cárceles tan lle-
nas, en países como Estados Unidos, 
podemos comprobar que la prisión 
ni reforma ni disuade ni previene. Al 
contrario, algunos estudios demues-
tran que entre más penales, más vio-
lenta, discriminatoria y excluyente se 
vuelve una sociedad. 

Por otro lado, es cierto que en paí-
ses como México se puede hablar de 
un clima de impunidad que tiene a 
la ciudadanía aterrorizada y que, res-
pecto a los feminicidios, esta impuni-
dad es probablemente más alta que 
para otros delitos. 

No se puede negar que la falta 
de castigo afecte negativamente a 
la población y que tanto las víctimas 
directas como las indirectas tengan 

derecho a que el Estado ponga fin 
a esa situación, especialmente en 
aquellos países que la viven, porque 
quienes comenten los delitos,  gene-
ralmente son gente muy poderosa 
dentro del Estado. 

Y es que éste es otro matiz de la 
impunidad, porque también es im-
portante recordar que muy distinta 
es la de un hombre que violó a una 
mujer, pero que no tiene ningún po-
der político, y otra muy diferente es 
la de un general que tiene un alto 
cargo político, militar o policial. Am-
bos han causado un enorme daño 
a sus víctimas, pero el segundo es  
más peligroso.  

Sin embargo, mi argumento aquí 
no es que la impunidad está bien o 
que no sea causante de muchas in-
justicias, sino que centrarse sólo en 
esta circunstancia no va a erradicar 
la violencia contra las mujeres.  

Las mujeres tenemos que 
exigir al Estado que cumpla 
con su obligación de erradicar, 
sancionar y prevenir la violen-
cia contra las mujeres. No de-
beríamos enfocarnos sólo en 
pedir la sanción o el castigo 
de los que cometen los actos 
violentos. Debemos tener clari-
dad que eso es lo que estamos 
haciendo cuando centramos 
nuestras demandas en el fin de 
la impunidad.

No estoy de acuerdo en que esta 
condición sea uno de los elementos 
clave que perpetúan la violencia 
y hasta la discriminación, porque 
cuando una sociedad la acepta y la 
tolera, también seguirá aceptando y 
tolerando los actos de violencia con-
tra nosotras.  

Todo lo contrario, es debido a que 
la sociedad civil acepta, tolera y en-
cuentra natural la violencia contra 
las mujeres que el aparato de justi-
cia, ya sea por incapacidad o con 
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alevosía, no investiga, ni sanciona, ni 
la previene.  

Es decir, mientras en el imaginario 
colectivo la violencia contra las mu-
jeres sea entendida como consubs-
tancial con el hecho de ser mujer, la 
impunidad de quienes la cometan 
será la regla.

Es cierto que para que exista una 
reconciliación justa y duradera hay 
necesidad de justicia, pero ésta no 
se reduce a castigar a los autores  
de delitos.  

El derecho penal es el único que 
puede acabar con la impunidad 
porque el derecho de los DH no tiene 
la capacidad de castigar penalmen-
te. El derecho de los DH se enfoca en 
guiar al Estado sobre cuál conducta 
debe tener, no a castigar a autores 
de violaciones humanitarias. 

El Estado sólo puede castigar pe-
nalmente a quien ha cometido un 

delito tipificado como tal en su Có-
digo Penal o en leyes penales, no 
puede castigar con penas a quienes 
cometen violaciones a DH que no 
estén tipificadas como delitos en su 
legislación nacional. 

Esto no quiere decir que el Estado 
no tenga obligaciones legales respec-
to a la prevención, sanción y erradica-
ción de la violencia de género.

El derecho de los DH puede san-
cionar, que no penalizar, a un Estado 
por no cumplir con su obligación de 
proteger a las personas contra vio-
laciones a sus DH con la debida di-
ligencia, y por eso es que, en vez de 
clamar por el fin de la impunidad, lo 
que tenemos que hacer es democra-
tizar a nuestros Estados para que res-
peten, protejan y garanticen todos 
los DH. 

II. El significado 
de accountabi-
lity o rendición 
de cuentas

Según el derecho de los DH, los Es-
tados son accountable por su imple-
mentación, así como por su violación 
ante sus ciudadanos y ante la comu-
nidad internacional.  

Como otros conceptos en inglés, 
este de accountability es un tér-
mino que no tiene un equivalente 
preciso en nuestro idioma. Algunas 
personas lo traducen como control 
ciudadano o de la sociedad civil, 
otras como fiscalización y unas más  
como responsabilidad.

Sin embargo, en el mundo de los 
DH la traducción que me parece más 
cercana, aunque no me termina de 
gustar, es la de “rendición de cuen-
tas”, que podríamos definir como la 
obligación de las y los funcionarios 
de los órganos administrativos y re-
presentativos del Estado de explicar 
periódicamente a las y los represen-
tados qué van a hacer, qué hacen 
y qué han hecho para implementar 
los compromisos adquiridos respecto 
a los DH, con cuántos recursos y de 
dónde provienen éstos. 

No se trata sólo de rendir cuentas 
de cuánto han gastado, sino de sa-
ber qué se logró, en qué se falló y 
cuánto costó todo. Adicionalmente, 
junto con la rendición de cuentas 
(por obligación), el concepto de ac-
countability también incluye la exi-

gencia de cuentas por parte de los 
derechohabientes, porque en la teo-
ría de los DH cada derecho genera 
obligaciones para el Estado. 

En la rendición de cuentas por 
parte de los Estados a la comunidad 
internacional, el objetivo no es bus-
car la culpabilidad o el castigo de  
los responsables. 

La rendición de cuentas es mejor 
entenderla como un proceso para 
determinar lo que funciona (y por 
lo tanto se puede repetir), y lo que 
no funciona (y por lo tanto se pue-
de corregir).  Claro que en el proce-
so se pueden develar actos ilícitos y 
por ende, se tendrá que sancionar a  
los culpables. 

El concepto de accountabi-
lity significa pues que el Estado 
está obligado a crear y man-
tener mecanismos accesibles, 
transparentes y efectivos de 
rendición de cuentas en rela-
ción con cada uno de los DH 
que conforman el derecho 
a una vida libre de violencia 
contra las mujeres.

Pero no sólo crearlos y mantenerlos, 
sino también enterar, difundir y educar 
a toda la población sobre cómo usarlos 
con eficiencia. Obviamente, los Estados 
son muy reacios a crear estos mecanis-
mos y cuando lo hacen, en general no 
son transparentes ni efectivos. De ahí la 
importancia del monitoreo de su funcio-
namiento por parte de la sociedad civil 
y la denuncia internacional cuando no 
funcionen o sean corruptos.

Para monitorear bien estos meca-
nismos de rendición de cuentas es im-
portante que las mujeres estemos en-
teradas de cuáles son las obligaciones 
legales estatales respecto a nuestro 
derecho a una vida libre de violencia 
de género. 

 III. La respon-
sabilidad u 
obligación del 
Estado frente al 
DH a una vida 
libre de violen-
cia 

Todos los Estados tienen tres ni-
veles de obligación frente a cada 
uno de los DH que conforman el 
Derecho Humano a una vida libre 
de violencia de género.   

En el primer nivel tienen que res-
petar el derecho; en el segundo, 
protegerlo y en el tercero, cumplir-
lo o garantizarlo. Como veremos 
más adelante, respetar un dere-
cho en general significa que el Es-
tado no debe violarlo directamen-
te y debe reconocerlo como DH en  
su legislación.

Proteger un derecho significa 
promulgar las leyes y crear los 
mecanismos para prevenir su vio-
lación y en caso de que sea vio-
lado: para investigar la violación, 
sancionar al violador, reparar el 
daño a la víctima y crear los me-
canismos para que esta conducta 
no se repita. 

Cumplir o garantizar un derecho 
signif ica adoptar las medidas ne-
cesarias, crear las instituciones y 
los procedimientos, así como dis-
tr ibuir recursos, para permiti r que 
las personas puedan gozar de  
ese derecho.

La vigilancia del cumplimiento de 
los DH se realiza, en primer lugar, a 
nivel nacional por parte de los mis-
mos Estados a través de sus institu-
ciones nacionales de DH, y por par-
te de la sociedad civil, a través de 

la impunidad se supera implementando procesos ju-
diciales eficaces, incrementando el presupuesto y los 
recursos destinados a jueces y fiscales, y capacitando 

adecuadamente a las y los funcionarios. 

II. El significado de  
accountability 
o rendición de 
cuentas

 III. La  
responsabilidad u 
obligación del  
Estado frente al DH 
a una vida libre de 
violencia 
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observatorios o de su participación 
activa en el monitoreo que hagan 
de las instituciones nacionales. 

Si los gobiernos fracasan o no tie-
nen voluntad para hacerlos cumplir, 
se puede utilizar el sistema interna-
cional de DH. En este punto es muy 
importante que se entienda que 
este sistema no está pensado para 
castigar a los Estados por su incum-
plimiento, sino para establecer es-
tándares de conducta que ayuden 
a los Estados en su obligación de 
respetar, proteger y cumplir los DH.

Si bien la responsabilidad prima-
ria corresponde siempre a los go-
biernos nacionales, todos los demás 
gobiernos tienen la responsabilidad 
de abstenerse de adoptar medidas 
que causen violaciones a los DH de 
las personas que habitan fuera de  
su jurisdicción. 

En el contexto de la globalización 
neoliberal, en la que los gobiernos 
nacionales ya no disfrutan de un 
monopolio completo del poder, 
también es fundamental ampliar 
las obligaciones en materia de DH 
a otros poderosos agentes como las 
organizaciones internacionales y las 
empresas trasnacionales privadas. 

Y, debido a que las jerarquías de 
las religiones dominantes del mun-
do han cumplido un papel muy im-
portante en el mantenimiento de 
una cultura que tolera y promueve 
muchas formas de violencia contra 
las mujeres, también es importante 
reflexionar sobre cómo poder res-
ponsabilizarlas por la violencia que 
es causada por esta cultura.

El compromiso de respetar, pro-
teger y garantizar los DH que con-
forman el derecho a una vida libre 
de violencia de género supone que 
los Estados deben asumir obligacio-
nes para garantizar, que en todo 
momento, todas las mujeres y niñas 
puedan disfrutarlos en la medida 
de lo posible para cada Estado. 

Al comprometerse con todos los 
DH que conforman el derecho a 
una vida libre de violencia median-

te la ratificación de la Convención 
de Belém do Pará y de otros con-
venios internacionales pertinentes, 
los gobiernos se obligan a respe-
tar, proteger y garantizar o cum-
plir estos derechos y eso significa 
que deben rendir cuentas ante sus 
poblaciones por la violación de  
esas obligaciones. 

1. Obligación 
de respetar

La obligación de respetar sig-
nifica que el Estado, primero que 
nada, debe reconocer en su legis-
lación el derecho de toda mujer a 
una vida libre de violencia y difun-
dir todas las leyes y acciones que 
contemplen este derecho en las 
lenguas o idiomas que se hablen en 
esa nación. 

También implica que no debe pri-
var arbitrariamente a ninguna mu-
jer de cualquiera de los derechos 
que lo conforman en razón de usos 
y costumbres, creencias religiosas o  
crisis económicas.  

Tampoco debe dificultar el acce-
so de las mujeres al disfrute de estos 
derechos. La obligación de respe-
tarlos en algunos casos, es una obli-
gación negativa, puesto que supo-
ne un límite del ejercicio del poder 
estatal, es decir, debe reconocer el 
derecho de todas las mujeres a la 
libertad de asociación para com-
batir la violencia y transformar la 
sociedad patriarcal.

Un Estado que dificulte la liber-
tad de asociación para transformar 
prácticas culturales que resultan en 
violencia contra las mujeres, está 
incumpliendo su deber legal de res-
petar el derecho a una vida libre de 
violencia, y podría ser sancionado 
internacionalmente por este hecho. 
El problema es que las mujeres no 
han llevado este tipo de casos a los  
foros internacionales.

El deber de respetar incluye, por 
ejemplo, en el caso del derecho a 
la integridad física, el deber de no 
denegar o limitar la igualdad de 
acceso a los servicios de salud cu-
rativa y paliativa a todas las vícti-
mas de violencia, incluidas las mu-
jeres presas, las mujeres de minorías 
o mayorías étnicas discriminadas, 
las mujeres con discapacidades, las 
pertenecientes a minorías sexuales, 
las solicitantes de asilo y las migran-
tes sin documentos de estancia le-
gal, entre otras.

2. Obligación 
de proteger

Además del deber de respetar los 
derechos consagrados en la Con-
vención de Belém do Pará y otros 
tratados internacionales, el Estado 
también tiene el deber de proteger  
tales derechos. 

La Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (Corte IDH) ha 
establecido que “una de las con-
diciones para garantizar efectiva-
mente los derechos a la vida, a la 
integridad y a la libertad persona-
les es el cumplimiento del deber 
de investigar las afectaciones a los 
mismos, que se deriva del artículo 
1.1 de la Convención en conjun-
to con el derecho sustantivo que 
debe ser amparado, protegido  
o garantizado”.

La obligación de proteger signi-
fica que el gobierno debe promul-
gar y aplicar leyes para que las 
mujeres puedan ejercer su dere-
cho a una vida libre de violencia, 
incluyendo leyes para evitar que 
personas u organizaciones pode-
rosas conculquen los derechos de 
las que son marginadas o están 
vulnerabilizadas por las jerarquías 
sociales como las y los indíge-
nas, las y los niños, las personas 
con discapacidades, las minorías  
sexuales, etcétera. 

Por supuesto, la obligación de 
proteger incluye también la capa-
citación y sensibilización de todas y 
todos los funcionarios del aparato 
de justicia para que puedan investi-
gar, sancionar, prevenir la repetición 
del acto y salvaguardar a la víctima  
de violencia.  

Incluye la creación de instituciones y 
mecanismos para la protección y de-
nuncia de actos de violencia y la crea-
ción de albergues u otros espacios se-
guros. También incluye la obligación 
de reparar el daño.

La obligación de proteger exige a los 
Estados que regulen a los agentes no 
estatales, especialmente las empresas 
o las personas que puedan amenazar 
el derecho de otras personas. 

3. Obligación 
de garantizar o 
cumplir

El deber de garantizar implica la 
obligación positiva del Estado de 
adoptar, implementar, monitorear 
y evaluar una serie de planes, pro-
gramas, acciones y conductas, de-
pendiendo del derecho sustantivo 
específico de que se trate. 

Pero, tal vez lo más importante de 
saber respecto a la obligación esta-
tal de garantizar una vida libre de 
violencia, es que esta obligación 
conlleva obviamente la obligación 
de erradicar la violencia contra las 
mujeres; en particular, la obligación 
de transformar las estructuras y los 
valores patriarcales que perpetúan 
y consolidan esta violencia sexista. 

Es más, los Estados tienen la obli-
gación de proceder con la debi-
da diligencia para lograr todas las 
transformaciones que se requieren 
a nivel individual y cultural con to-
dos los medios a su alcance.

Ya sabemos que, aunque el Esta-
do no haya sido el responsable di-
recto de la tortura y muerte de una 
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víctima de femicidio, por ejemplo, 
se considera que incumple su de-
ber de garantizar a los familiares de 
la víctima conocer la verdad de los 
hechos si no realiza una investiga-
ción con la debida diligencia.  

En otras palabras, el derecho a 
la vida que tenemos todos los seres 
humanos, obliga al Estado a investi-
gar las muertes violentas aunque no 
hayan sido cometidas por agentes 
del Estado; pero además, el Estado 
tiene la obligación de garantizar a 
las y los familiares de la víctima el  
esclarecimiento de los hechos.

La obligación de garantizar re-
quiere, en particular, que los Esta-
dos adopten medidas positivas que 
permitan y ayuden a las mujeres a 
empoderarse para defenderse de 
los múltiples actos de misoginia que 
enfrentan a cada momento. 

La obligación de garantizar el de-
recho a una vida libre de violencia 
requiere que los Estados empren-
dan actividades para promover, 
mantener y restablecer una cultura 
de igualdad de género. 

Además, al rendir cuentas, el 
Estado debe demostrar que hay 
progreso en la realización de estos 
derechos. Ello entraña también el 
“principio de no regresión”, que sig-
nifica que los gobiernos no deben 
adoptar políticas regresivas que 
conduzcan al empeoramiento del 
acceso al goce de los DH. 

Así pues, lo que deben hacer los 
gobiernos es adoptar un plan de 
acción con objetivos concretos y 
plazos establecidos, así como vigi-
lar los progresos conseguidos a lo 
largo del tiempo para evaluar la 
realización progresiva. 

Conclusión

El cumplimiento de las obliga-
ciones acarrea problemas simila-
res al de ponerle fin a la impuni-
dad, ya que ambas requieren de 
Estados de Derecho, democráti-
cos, transparentes y no corruptos, 
lo cual hace que ninguna de las 
dos estrategias sean muy posibles 
de alcanzar en un futuro cercano 
en nuestra región.

Sin embargo creo que exigir la 
rendición de cuentas, en vez de 
sólo fin de la impunidad, tiene la 
ventaja de que la primera es una 
estrategia mucho más amplia y 
permite mucho más involucra-
miento activo del movimiento de 
mujeres y feminista.  

Clamar por la impunidad nos 
pone en un plano pasivo, ya que 
sólo el Estado puede acabar con 
ella, mientras que la rendición de 

cuentas exige la participación ac-
tiva del movimiento social de mu-

jeres porque demanda un diálogo 
y reclama que la sociedad civil 
monitoree y evalúe las acciones 
del Estado.  

Además, las obligaciones estata-
les de las que debe dar cuenta el 
Estado incluyen la de acabar con 
la violencia que, al fin y al cabo, es 
lo que queremos todas las personas 
que de una y otra manera lucha-
mos por una vida libre de violencia 
contra las mujeres.

la impunidad se supera implementando procesos ju-
diciales eficaces, incrementando el presupuesto y los 
recursos destinados a jueces y fiscales, y capacitando 

adecuadamente a las y los funcionarios. 

“La justicia es un aspecto central de los esfuerzos destinados a ayudar a las 
mujeres a convertirse en socias igualitarias en la toma de decisiones y el desa-
rrollo. Sin justicia, las mujeres carecen de representación y poder, y no ocupan 
el lugar que les corresponde por derecho. Pero con un ordenamiento jurídico 
y sistemas judiciales adecuados, las mujeres pueden prosperar, contribuir al 
progreso de la sociedad en su conjunto” 

Verónica Michel Bachelet Jeria 

En busca de la justicia. ONU Mujeres 2011-2012

02
Marco normativo.  

Avances legislativos sin reflejo 
en el acceso a la  justicia de 

las periodistas 
Por Yunuhen Rangel Medina

 



Violencia contra mujeres periodistas en México18 Violencia contra mujeres periodistas en México 19

L a falta de una perspectiva de 
género en el proceso normati-

vo y la naturalización de la violencia 
contra las periodistas, sigue reflejado 
en el deficiente acceso a la justicia 
de este gremio, lo que genera con-
diciones de impunidad sistemática y 
la repetición de los actos de violen-
cia para inhibir o silenciar el ejercicio 
periodístico. Hoy se mantiene un con-
texto de permisibilidad tal, que agra-
va la desigualdad.  

Sumado a esto, una vez que se 
crea una instancia, mecanismo o 
ley, resulta imprescindible aplicar in-
dicadores para evaluar el impacto y 
eficacia del presupuesto asignado y 
ejercido, la facilidad de acceso a la 
justicia, a los procesos de evaluación 
de funcionamiento y resultados, a la 
transparencia y  la información, entre 
otros; por ello, la revisión de normas y 
procedimientos resulta tan sustantiva 
como la participación y percepción 
de las personas beneficiadas. Sin es-
tos instrumentos, una valoración, mo-
dificación y mejora de las condicio-
nes en que las periodistas ejercen su 
labor es inútil.

En los últimos dos años, en Méxi-
co se creó un marco normativo de 
protección a periodistas y personas 
defensoras de Derechos Humanos,  
como respuesta a la situación que 
enfrentan, sin duda fundamental en 
la construcción de un Estado de De-
recho; sin embargo, aún carece de 
una base de igualdad y del proce-
so de seguimiento adecuado que 
se reflejen en garantizar la libertad y 
seguridad cotidiana de quienes ejer-
cen el periodismo en México.

Hoy también se cuenta con reco-
mendaciones internacionales deriva-
das del trabajo de incidencia de mu-
jeres que históricamente han luchado 
por el reconocimiento y respeto de sus 
derechos humanos, que urgen al Esta-
do mexicano a que dé atención ade-
cuada a las necesidades derivadas 
de la construcción social del género 
que impacta en acceso a la justicia, la 
reparación del daño y la no repetición 
de la violencia para inhibir la labor pe-
riodística de las mujeres.

La falta de la aplicación de estas 
recomendaciones, ha generado un 
incremento alarmante en la violen-
cia contra mujeres periodistas e infor-
mación parcializada sobre las formas 
diferenciadas de agresión que se 
utilizan para amedrentar o detener 
definitivamente su labor, también im-
pide medir el impacto particular en 
el ámbito personal y profesional del 
ataque, limita el acceso a la justicia, 
y se invisiblizan los obstáculos espe-
cíficos derivados de las construccio-
nes de género que enfrentan, de la 
creación y aplicación de leyes para 
su protección y las vías para formular 
rutas que abonen a eliminar su exclu-
sión del acceso a la justicia.

Desde luego hay avances innega-
bles que abren puertas, dan opor-
tunidades y nos hacen visibles ante 
un mundo donde la violencia y la 
impunidad avanzan más rápido; sin 
embargo, la violencia y el acceso 
a la justicia no son asuntos resueltos 
para las mujeres en general ni para 
quienes se dedican a una de las la-
bores más peligrosas en nuestro país:  
el periodismo.

El marco legislativo 
nacional y las  
periodistas

De indudable importancia es la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia (LGAM-
VLV), vigente en México desde 2007, 
con base en la que CIMAC determi-
nó el soporte metodológico para sus-
tentar los tipos y modalidades de la 
violencia de género aplicada a las 
mujeres que inhiben o silencian su la-
bor periodística.

La LGAMVLV establece como ob-
jetivo en su Artículo 1, establecer la 
coordinación entre la Federación, 
las entidades federativas, el Distrito 
Federal y los municipios para preve-
nir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres, lo que conlleva 
transversalizar la perspectiva de gé-

nero y con ello reconocer esta vio-
lencia como un asunto estructural 
que impacta en todos los ámbitos, 
privados y públicos; no obstante, hoy 
las instancias creadas para prevenir, 
atender y erradicar la violencia con-
tra las mujeres han dejado del lado 
las implicaciones diferenciadas que 
derivan del quehacer periodístico 
que enfrentan las comunicadoras.  

Ejemplo de lo anterior es la Fiscalía 
Especial para los delitos de violencia 
contra las mujeres y trata de perso-
nas (Fevimtra), instancias que ni ha in-
tervenido ni aportado su experiencia 
y competencia en el tema en gene-
ral, ni en la atención de casos, o di-
seño de protocolos especializados a 
pesar de que establece en su Visión:

Ser una instancia modelo en el 
ámbito nacional por su aptitud 
para conducir una investigación 
ministerial de los delitos de violen-
cia contra las mujeres y trata de 
personas, centrada en la aten-
ción integral de las víctimas, que 
concluya en resoluciones sólida-
mente sustentadas; y por su inter-
locución con otras instituciones 
públicas y con la sociedad civil, 
para la construcción correspon-
sable de una cultura que pro-
picie el ejercicio igualitario del 
derecho a una vida libre de vio-
lencia y combata la impunidad.1 

De igual manera, el Programa In-
tegral para prevenir, atender, sancio-
nar y erradicar la violencia contra las 
mujeres 2014-20182  -mecanismo que 
debe dar cumplimiento a los precep-
tos que mandata la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos 
y las leyes que de ella emanan-, no 
contempla visibilizar la violencia di-
ferenciada que viven las periodistas, 
dando por hecho que al ser periodis-
tas dejan de ser mujeres y no enfren-
tan la violencia estructural de géne-

1	  Puede consultarse en: http://www.
pgr.gob.mx/Combate%20a%20la%20De-
lincuencia/Delitos%20Federales/fevimtra/
mision%20vision%20y%20valores%20de%20
fevimtra.asp
2	  Puede consultarse en: http://www.
dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5343064&fecha=30/04/2014

ro en el alarmante contexto que ha 
convertido a México en uno de los 
lugares más peligrosos para ejercer 
esta profesión.

A la par, se han creado instancias 
de atención al tema específico de 
las agresiones contra periodistas y 
personas defensoras de los Derechos 
Humanos, las que tampoco contem-
plan con claridad la perspectiva de 
género en la prevención, investiga-
ción, atención y erradicación de es-
tos ataques.

Uno de ellos es el Mecanismo de 
Protección de personas defensoras 
de derechos humanos y periodistas 
(Mecanismo) cuya conformación 
responde a la exigencia de organi-
zaciones de la sociedad civil mexi-
canas que defienden, promueven 
e impulsan los derechos humanos, 
entre los que destaca la libertad de 
expresión; así como de periodistas 
(Espacio OSC3) para la creación y 
decreto de la Ley para la Protección 
de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas (LPPDDHP) por 
la que se constituye el mecanismo 

3	  El Espacio de OSC surge en 2008 
por la necesidad de contar con un meca-
nismo de protección para personas
defensoras de derechos humanos y 
periodistas en México. Este espacio está 
acompañado por Amnistía Internacional 
(AI) y Brigadas Internacionales de Paz (PBI) 
e integrado por las siguientes organizacio-
nes: Acción Urgente para Defensores de 
los Derechos Humanos, AC (ACUDDEH); 
Asociación Mundial de Radios Comunita-
rias, México (AMARC, México); Casa de 
Derechos del Periodista, Casa del Migran-
te de Saltillo Centro Mexicano de Dere-
chos Ambiental(CEMDA), Centro Nacional 
de Comunicación Social (Cencos), Centro 
de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro 
Juárez (Prodh),  Comunicación e Informa-
ción de la Mujer, AC (CIMAC); Comisión 
Mexicana de Defensa y Promoción de De-
rechos Humanos (CMDPDH), Centro de De-
rechos Humanos  Fray Francisco de Vitoria, 
Fundación para la Justicia y el Estado de 
Derecho, Iniciativas para la identidad y 
la inclusión (INICIA), Instituto Mexicano de 
Derechos Humanos y Democracia (IMD-
HD), Propuesta Cívica, Servicios y Acceso-
rias para la Paz A.C.(Serapaz),Red Nacio-
nal de Organizamos Civiles de Derechos 
Humanos Todos los Derechos para todas 
y todos (RedTDT), Scalabrinianas: Misión 
para Migrantes y Refugiados (SMR); y Cen-
tro de Derechos Humanos de la Montaña 
Tlachinollan.
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para atender estas situaciones, des-
de el 30 de octubre de 2012.  

“Celebramos la promulga-
ción de la Ley, qué bueno que ya 
existe un mecanismo para pro-
tegernos, pero el parámetro de 
éxito será cuando se empiecen 
a salvar vidas sin que tengamos 
que renunciar a nuestros oficios 
y exiliarnos. Cuando regrese el 
respeto por nuestro compro-
miso con la defensa de los de-
rechos humanos y la libertad  
de expresión.”4

Jade Ramírez Cuevas,  
periodista.

Un año después del inicio de opera-
ciones del mecanismo, representan-
tes de la sociedad civil, integrantes 
de la Junta de Gobierno del Meca-
nismo5, informaron que la instancia 
había recibido 98 casos de los cuales 
seis eran mujeres periodistas. Se ad-
virtió acerca de los casos valorados 
como “urgentes” que involucraban 
a un hombre y una mujer, periodis-
tas ambos y amenazados de muerte. 
Bajo el análisis de riesgo comparado 
que se aplicó, quedó de manifiesto 
que la asignación de medidas de se-
guridad fueron más protectoras para 
el periodista que para ella, sin motivo 
aparente, ya que no hubo transpa-
rencia en el proceso de análisis de 
riesgo que permitiera identificar dis-
criminación y violencia de género, a 
pesar de que en el Artículo 28 de la 

4	  Jade Ramírez Cuevas. Fragmen-
to de su discurso en la instalación de la 
Junta de Gobierno del Mecanismo de 
Protección para personas defensoras de 
derechos humanos y periodistas. 12 de 
noviembre de 2012. México.
5	  La Junta de Gobierno es el máximo 
órgano del Mecanismo y  está conforma-
do por representantes de la Secretaría de 
Gobernación (Segob), Comisión Nacio-
nal de Seguridad (CNS), Secretaría de 
Relaciones Exteriores (SRE), Procuraduría 
General de la República (PGR), Comisión 
Nacional de Derechos Humanos (CNDH), y 
cuatro representantes de un Consejo Con-
sultivo integrado por personas defensoras, 
de derechos humanos, periodistas y aca-
démicas/os. La preside un representante 
de la Secretaría de Gobernación.

LPPDDHP se establece que “el Estudio 
de evaluación de Riesgo y el Estudio 
de evaluación de acción inmediata, 
se realizarán de conformidad con las 
mejores metodologías, estándares 
internacionales y buenas prácticas”, 
las cuales por supuesto consideran 
sólo en el análisis la situación de las 
mujeres y la necesidad de integrar la 
perspectiva de género.

“Decepcionante. No me ha servi-
do de mucho. Tengo escoltas esta-
tales por que el gobernador me los 
asignó, uno de ellos se volvió diabé-
tico. De las medidas de seguridad 
que me asignaron, sólo una de ellas 
se cumplió, algunos rondines. De mu-
cha corrupción es mi sensación”

Testimonio de 
periodista 
beneficiaria del 
Mecanismo.

En la reunión de trabajo del 24 de 
febrero de 2014 con integrantes del 
Consejo Consultivo,6 la Secretaría de 
Gobernación informó que el Meca-
nismo había recibido 152 solicitudes 
de protección, de las que 22 no fue-
ron aceptadas. Hasta esa fecha, 89 
casos, no desagregados por sexo, 
continuaban pendientes, es decir, las 
personas estaban en permanencia 
de riesgo. 

A través de un diagnóstico sobre la 
implementación del Mecanismo de 
Protección, elaborado por Espacio 
OSC, se identificaron puntos a corre-
gir y/o fortalecer que se señalaron e 
hicieron propuestas para la mejora 
del Mecanismo en materia de inge-
niería administrativa, perfiles de las 
y los encargados, transparencia y 
acceso a la información, y a la aten-

6	  Está integrado por nueve personas 
expertas que representan a la sociedad 
civil, a personas defensoras de derechos 
humanos y periodistas; fueron electas el 
19 de octubre 2012 para la interlocución, 
vigilancia y participación en la Junta de 
Gobierno.

ción; así como recomendaciones 
que hasta la fecha sólo se han cum-
plido de manera parcial. 

Este Mecanismo de Protección 
está respaldado por un fideicomiso 
de 127 millones 500 mil pesos, en el 
que se contempla una partida para 
desarrollar instrumentos que transver-
salicen el tema de género en planes, 
programas y acciones, los que no se 
han desarrollado hasta la fecha. Se-
gún información adquirida a través 
del Instituto Federal de Acceso a la 
Información y Protección de Datos 
(IFAI), bajo el folio 0000400197313, 
hasta agosto de 2013 el presupues-
to asignado no se había ejercido, a 
pesar de la demanda en favor de la 
seguridad de periodistas y personas 
defensoras de Derechos Humanos.

Mecanismos  
locales

La Ley para la Protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas (LPPDDHP), en 
el Capítulo IX mandata realizar con-
venios de cooperación con y entre 
entidades federativas7 para hacer 
efectivas las medidas previstas en 
el Mecanismo a fin de garantizar la 
vida, integridad, libertad y seguridad 
de las personas defensoras de dere-
chos humanos y periodistas. Estable-
ce también que los estados debe-
rán contemplar acciones conjuntas 
para facilitar la operación eficaz y 
eficiente del Mecanismo a través de 
enlaces, intercambio de información 
oportuna, intercambio de experien-
cias técnicas y seguimiento puntual 
de las medidas que prevé la Ley.

A pesar de esto, la Secretaría de 
Gobernación en su página8 de inter-
net informó que hasta marzo de 2014, 
Baja California, Baja California Sur, 

7	  Arts. 46 y 47 de la LPPDDHP
8	  Se puede consultar en: http://www.
derechoshumanos.gob.mx/es/Derechos_
Humanos/Convenios_de_cooperacion_
que_suscribieron_las_Entidades_Federati-
vas_con_el_mecanismo

Nuevo León, Quintana Roo, Sonora, 
Tlaxcala y el Distrito Federal no han fir-
mado este acuerdo de colaboración.                                                                                                                                    
             Singular situación vive el Distrito 
Federal (DF), toda vez que se ha con-
vertido en la ciudad de refugio para 
periodistas que han sufrido amena-
zas –directas o no-, en sus entidades 
de origen. Su desplazamiento a esta 
capital se ha debido a la necesidad 
de protegerse contra la violencia 
que pone en riesgo sus vidas para 
lo que han solicitado el cobijo del 
Mecanismo local (Mecanismo de 
Prevención y Protección a  Periodis-
tas, Colaboradores periodísticos, así 
como a Defensoras y Defensores  de 
Derechos Humanos en situación de 
riesgo con motivo del ejercicio de 
sus actividades) creado por conve-
nio de colaboración interinstitucional 
para su implementación.

En este acuerdo participan el Go-
bierno del Distrito Federal (GDF), la 
Secretaría de Gobierno del Distrito 
Federal (SG del GDF), la Secretaría de 
Seguridad Pública del Distrito Federal 
(SSPDF), la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal (PGJDF), 
el Tribunal Superior de Justicia del Dis-
trito Federal (TSJDF) y la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Fede-
ral (CDHDF), en un acto de “buena 
voluntad”, es decir, el convenio no es 
de carácter obligatorio, no está sus-
tentado en una ley marco ni cuenta 
con recursos económicos destinados 
específicamente para su operación, 
no hay evaluaciones periódicas ni 
transparencia a través de informes, ni 
plantea una clara voluntad política 
para fortalecerlo.

Aunado a lo anterior, la condición 
de refugio de la ciudad capital cam-
bió radicalmente al incrementarse 
de manera alarmante el número de 
ataques contra periodistas en 2013, 
convirtiéndola en la entidad con 
más número de casos de agresión. 
Debido a que la firma del convenio 
con el mecanismo federal no se ha 
realizado, las y los representantes de 
la sociedad civil que colaboraban 
de manera honoraria con su traba-
jo y experiencia, renunciaron a este 
espacio en abril de 2014. Las razones 

Testimonio de periodista  
beneficiaria del Mecanismo.



Violencia contra mujeres periodistas en México22 Violencia contra mujeres periodistas en México 23

se fundamentaron en la falta de vo-
luntad política que se tradujeron en 
hechos concretos de deslinde por 
parte de las autoridades para brin-
dar atención adecuada y mantener 
la seguridad de periodistas y perso-
nas defensoras de derechos huma-
nos que trabajan o transitan por esta 
ciudad antes segura.  

“Los policías dijeron: agárrenla, 
es anarquista. Yo grite: ¡Soy pren-
sa!, pero el policía me jalonea, 
me mete las manos en el panta-
lón (…), mi cámara cae del otro 
lado de las rejas. Desde que hice 
la demanda a la Fiscalía contra 
la Libertad de Expresión (sic), no 
ha procedido, y tampoco repa-
raron lo de mi cámara (…), fui a la 
Fiscalía con un abogado, fueron 
cinco horas terribles en las que 
me pedían un retrato hablado de 
mis agresores y yo no les vi la cara 
(…) La fiscal [hacía] hincapié [en] 
que cuando te detienen, te aga-
rran del cinturón y te suben, a lo 
mejor, como eres bajita, sentiste 
su mano (…) La fiscal escribía mal 
mi declaración, tenía que estar 
viendo que la escribiera bien, me 
decía que necesitaba los retratos 
hablados de personas que no vi.”

Testimonio de mujer periodista. 
 Distrito Federal

Fiscalía Especial para la Atención 
de Delitos cometidos contra la Liber-
tad de Expresión

“La Fiscalía Especial para la Aten-
ción de Delitos cometidos en contra 
de la Libertad de Expresión (FEADLE), 
es la autoridad encargada de dirigir, 
coordinar y supervisar las investiga-
ciones y, en su caso, perseguir los de-
litos cometidos en contra de quienes 
ejercen la actividad periodística o se 
cometan en razón del ejercicio del 
derecho a la información o de liber-
tad de prensa y expresión” 9

9	 Página oficial de la FEADLE http://
www.pgr.gob.mx/Combate%20a%20la%20
Delincuencia/Delitos%20Federales/FPerio-
distas/Quienes%20somos.asp 14 marzo de 
2014

Por ACUERDO A/031/06 del Procu-
rador General de la República, en 
2006 se creó la Fiscalía Especial para 
la Atención de los Delitos cometidos 
contra Periodistas (FEADP),  que fue 
reestructurada en julio de 2010 para 
convertirse en la Fiscalía Especial 
para la Atención de Delitos cometi-
dos contra la Libertad de Expresión 
(FEADLE). La historia ha demostrado 
su incapacidad para instrumentar 
alguna medida eficaz en relación 
con la violencia contra periodistas; 
menos aún ha sido capaz de incor-
porar la perspectiva de género en 
las investigaciones que emprende, 
los informes públicos sobre los resulta-
dos, ni las acciones para atender la 
violencia con esta visión.

Para ser una instancia que presu-
me de trabajar con eficiencia en 
garantizar la seguridad de las y los 
periodistas dando un seguimiento es-
pecializado a la investigación de los 
ataques tomando en cuenta el con-
texto actual de México, las particula-
ridades de las agresiones y el impac-
to social de éstos, acciones en las 
que se han documentado múltiples 
deficiencias, se conoce que existe 
una permanente discrecionalidad 
en su facultad para atraer los casos. 

El informe de actividades publica-
do en la página web de la FEADLE no 
contiene un sólo dato desagregado 
por sexo;10 no obstante de que inclu-
ye el registro de indagatorias vincu-
ladas con homicidios de periodistas, 
las mujeres son invisibles, lo que obs-
taculiza el reconocimiento y análisis 
de las particularidades que enfren-
tan y como se atienden.

Ante la falta de información públi-
ca, CIMAC recurrió al Instituto Fede-
ral de Acceso a la Información (IFAI), 
para solicitar información básica des-
agregada por sexo. En 2011, la FEAD-
LE declaró inexistente la información, 
y en 2014, se informó que en el perio-
do de julio de 2010 a agosto de 2013, 

10	  Se puede confirmar/ consultar en: 
http://www.pgr.gob.mx/Combate%20
a%20la%20Delincuencia/Documentos/De-
litos%20Federales/FPeriodistas/acuerdos/
ESTADISTICAS%20NACIONALES.pdf  10 abril 
2014

se registraron 495 casos de violencia 
contra periodistas, medios de comu-
nicación e instalaciones, 100 de los 
cuales fueron en contra de mujeres y 

395 contra hombres, así como un to-
tal de 15 asesinatos a hombres perio-
distas y un caso de feminicidio, en los 
últimos 18 meses.

Se trata de la única información 
desagregada por sexo. En las distin-
tas formas de ataques registrados en 
las entidades federativas con mayor 
número de casos, el tema que inves-
tigaban las y los periodistas violenta-
dos, corresponden en primer lugar 
a hechos como amenazas y abuso 
de autoridad, pero ni ese tema ni el 
estado que guardan las investigacio-
nes para que se acceda a la justicia 
contemplan las diferencias por gé-
nero para el análisis; es decir, aun a 
través del sistema, la información es 
absolutamente parcial.

Lo mismo sucede en materia de 
rendición de cuentas de los recursos 
etiquetados para la operación de la 
Fiscalía. A pesar de la demanda de 
atención, derivada de los múltiples 
ataques y la poca claridad en el infor-
me de resultados positivos, en 2012 se 
destinaron 3 millones de pesos y se utili-
zaron menos de la mitad: un millón 244 
mil 500 pesos. Para 2013, el presupues-
to fue de 14 millones 656 mil 800 pesos 
de los que, según la información obte-
nida, en el primer semestre sólo se utili-
zaron 788 mil 800 pesos; es decir, en el 
periodo de enero a julio, únicamente 
se ejerció 5 por ciento del presupuesto, 
sin claridad en los resultados.

La falta de transparencia y clari-
dad en la información alrededor del 
ejercicio de estos recursos, impide la 
rendición de cuentas y el control ciu-
dadano en aras de una asignación 

suficiente de presupuesto y su ejercicio 
eficiente y eficaz para hacer frente a 
las agresiones contra los periodistas 
que, como hemos dicho, se acentúan 

ante la desigualdad enfrentada por 
las mujeres que ejercen esta labor. Se 
trata, por ende, de recursos que pue-
den ser aplicados para mejorar la ca-
pacidad de respuesta adecuada a 
sus casos.

Comisión 
Nacional de 
Derechos 
Humanos

Creada por decreto presidencial 
en 1990 como un organismo descon-
centrado de la Secretaría de Gober-
nación11, la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (CNDH) se des-
centraliza y eleva a rango constitu-
cional en enero de 1992, por decreto 
que adicionó el apartado B al artícu-
lo 102 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el que 
determina establecer un organismo 
público del Estado mexicano con au-
tonomía de gestión y presupuestaria, 
personalidad jurídica y patrimonio 
propios, cuyo objeto esencial sea la 
protección, observancia, promoción, 
estudio y divulgación de los derechos 
humanos y sus garantías previstas en 
el orden jurídico mexicano.

La Ley bajo la cual rige su actuar, 
hace referencia a su responsabilidad 
de cumplir con el seguimiento, eva-
luación y monitoreo, en materia de 

11	  Ver: < http://www.cndh.org.mx/
Antecedentes>.

 El tema que investigaban las y los periodistas violen-
tados, corresponden en primer lugar a hechos como 

amenazas y abuso de autoridad
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igualdad entre mujeres y hombres. En 
2006, establece las funciones especí-
ficas de un área encargada de esta 
obligación a través de medidas ten-
dientes a capacitar y especializar a 
las y los servidores públicos, formular 
programas y proponer acciones en 
coordinación con las dependencias 
competentes que impulsen el cumpli-
miento de los tratados, convenciones 
y acuerdos internacionales signados 
y ratificados por México en materia 
de derechos humanos.

Este mandato no es visible en el 
registro, análisis, recomendaciones 
ni vínculos con otras instancias para 
atender los casos de las mujeres pe-
riodistas que enfrentan violencia en el 
ejercicio de su labor; tampoco en el 
monitoreo y solicitud de información 
que la CNDH hace a las dependencias 
gubernamentales sobre los programas 
y acciones en materia de igualdad, ni 
sobre la armonización de leyes relacio-
nadas con el acceso de las mujeres a 
una vida libre de violencia.

A pesar de que este programa 
identifica la desigualdad en la se-
guridad y la atención debiera ser 
especializada, esto no se aplica al 
momento de atender las quejas por 
presuntas violaciones al principio de 
igualdad ni se toma en cuenta el 
contexto particular de las periodis-
tas, toda vez que se trata de mujeres 
que, en razón de su labor, son ataca-
das de modo sistemático.

Ya en 1991 se había creado el 
Programa de Agravio a Periodistas 
y Defensores Civiles, que desde su 
nombre denota androcentrismo, in-
visibilizando a las mujeres que de-
fienden los derechos humanos en 
México y anulando la importancia 
de incluirlas, mencionarlas y darles 
presencia dentro de un cuerpo am-
plio que ya es considerado por esta 
Comisión como “grupo vulnerable”12.

12	  Información pública presentada en 
la página oficial de la CNDH: http://www.
cndh.org.mx/Programa_Agravio_Periodis-
tas_Defensores_Civiles

El programa que plantea como 
principal objetivo “atender las que-
jas por presuntas violaciones a dere-
chos humanos cometidas en contra 
de ambos grupos, procurando con 
ello que las autoridades se compro-
metan a respetar los derechos de és-
tos y adquirieran mayor sensibilidad 
ante las actividades realizadas por 
los periodistas y los defensores civi-
les”,13 de nuevo bajo un lenguaje que 
sólo contempla a los hombres que 
ejercen estas labores o bien, bajo el 
argumento de inclusión en lo andro-
céntrico que no abona a la visibiliza-
ción de las mujeres a pesar de que 
afirman que su interés está en refor-
zar las acciones a fin de responder 
adecuadamente a los retos actuales 
y alude a la importancia de impulsar 
el “pluralismo de la sociedad (…) so-
bre la base de igualdad”.14 

Bajo este objetivo, el 15 de agosto 
de 2013, en el Diario Oficial de la Fe-
deración se publicó la Recomenda-
ción general No. 20 sobre agravios a 
periodistas en México y la impunidad 
imperante15 de la CNDH, cuyo pro-
pósito es el de promover adecuacio-
nes a las disposiciones normativas y 
prácticas administrativas que cons-
tituyan o propicien violaciones a los 
derechos humanos, las que deben 
ser consideradas por las autoridades 
para no cometer violaciones a los 
derechos humanos. Por esta razón es 
primordial que las recomendaciones 
integren información desagregada 
por sexo, así como un análisis, bajo 
su especialidad, sobre los obstáculos 
que se enfrentan para la igualdad 
en la prevención, reconocimiento 
y atención de la situación que hoy 
enfrentan periodistas y personas de-
fensoras de derechos humanos en un 
entorno de impunidad.

En esta recomendación, se inclu-
yen datos esenciales para descri-
bir la impunidad imperante en el 

13	  Idem.
14	  Idem.
15	  Publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, puede consultarse en: 
http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5310858&fecha=19/08/2013

caso de periodistas sustentados en 
la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en 
los instrumentos internacionales y las 
recomendaciones en materia de 
derechos humanos y libertad de ex-
presión; sin embargo, no considera 
la importancia de utilizar un lenguaje 
incluyente, producir información des-
agregada por sexo ni un análisis de 
género que inste a las autoridades a 
ofrecer mecanismos de prevención y 
atención adecuados a las particula-
ridades que viven las periodistas, las 
que, como se ha insistido en el pre-
sente informe, al estar invisibilizadas, 
marginan a estas profesionales de te-
ner acceso pleno a la justicia.  

A través de la Recomendación 20, 
se insta al procurador General de la 
República y procuradores generales 
de Justicia de las entidades federa-
tivas a realizar todas las diligencias 
pertinentes para integrar una inda-
gatoria eficaz, que contenga, tome 
en cuenta y agote todas las líneas 
de investigación, incluyendo las re-
lacionadas con la labor periodística, 
siendo ésta la base de los ataques.

Sin embargo, en las investigaciones 
judiciales no se repara en vincular la 
condición social de las mujeres ni los 
retos de la igualdad o con los tipos de 
violencia que se ejercen en su contra, 
como tampoco en algunos criterios de 
aplicación de la ley, que como hemos 
explicado, puede hacerse basada en 
los estereotipos de género y con ello 
acentuar la desigualdad, obstaculizar 
aún más el acceso a la justicia y abo-
nar a la impunidad imperante.

 En el punto 144 de esta Recomen-
dación, se alude a la propensión que 
se tiene en las investigaciones a des-
cartar la labor periodística como el 
móvil de los actos de violencia; pero 
tampoco se toma en cuenta la condi-
ción de género ni las circunstancias de 
la vida personal de las periodistas, tra-
tamiento que merma su credibilidad y 
termina por deslegitimar los casos. 

Por lo que respecta a las observa-
ciones planteadas en la Recomenda-
ción 20, se hace referencia al concep-

to de riesgo real e inmediato cuando 
se citan las sentencias de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH), dictadas en 2009, entre las 
que destacan las correspondientes al 
Caso González y otras (Campo Algodone-
ro) vs. México, de noviembre del 2009; y 
donde expone principalmente los pá-
rrafos 281 a 283, en los que el tribunal 
internacional distingue dos momentos 
sobre la prevención: 1) cuando el con-
texto de vulnerabilidad de un grupo 
de víctimas indeterminado representa 
un riesgo acentuado que impone al 
Estado una responsabilidad reforzada 
de protegerlas, y 2) cuando el Estado 
tiene conocimiento del riesgo real e in-
minente al que las víctimas se encuen-
tran sometidas y, por tanto, éstas son 
determinadas o identificadas.

En este sentido, CIMAC ha 
aportado elementos contun-
dentes sobre esta situación des-
de su Primer Informe Diagnósti-
co de Violencia contra Mujeres 
Periodistas 2010-2011; de allí que 
se considera primordial que la 
CNDH realice un análisis sobre 
los elementos que acentúan la 
desigualdad de género que en-
frentan las mujeres al ejercer el 
periodismo en contextos como 
los actuales. 

En conclusión, a pesar de los 
avances normativos y del discurso 
oficial sobre el interés de atender 
y con ello frenar la violencia siste-
mática que se ejerce desde hace 
una década contra periodistas, la 
realidad que viven las periodistas 
que sufren agravios que llegan in-
cluso a poner en riesgo su vida es 
muy opuesta. Esta falta de resulta-
dos acentúan y recrudecen la des-
igualdad, y los obstáculos que van, 
desde omisiones en los marcos nor-
mativos, hasta la aplicación de me-
didas adecuadas, frenan o anulan 
su acceso a la justicia. 
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El marco 
internacional y 
las periodistas

En las últimas tres décadas ha ha-
bido un enorme desarrollo de los 
estándares y mecanismos interna-
cionales de derechos humanos en 
materia de violencia contra las muje-
res, avances logrados por la partici-
pación de las mujeres; sin embargo, 
aún existen retos, como el de ejercer 
estos derechos en lo cotidiano..

CEDAW

El 18 de diciembre de 1979, la Asam-
blea General de las Naciones Unidas 
adoptó la Convención sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (CEDAW, por sus siglas 
en inglés). Se le considera como la 
Carta internacional de los derechos 
humanos de las mujeres y consta de 
un preámbulo y 30 artículos. En ellos 
se define el concepto de  “discrimi-
nación contra la mujer” y establece 
una agenda para la acción nacional 
con el objetivo de poner fin a  
este ejercicio.

México ratificó la Convención el 23 
de marzo de 1981, y ese mismo año 
entró en vigor en nuestro país. En 
apego al Artículo 18 de la CEDAW, el 
Estado mexicano ha presentado seis 
informes periódicos al Comité de Ex-
pertas sobre su aplicación. 

Uno de los objetivos principales de 
la Convención es exigir a los Estados 
Miembros revisar sus legislaciones ac-
tuales y nuevas para evaluar el im-
pacto real sobre las mujeres e imple-
mentar leyes que generen resultados 
igualitarios, con base en las recomen-
daciones que dan los demás estados 
parte. Estas reformas jurídicas deben 
alcanzar los objetivos de eliminar la 
discriminación explícita contra las 
mujeres; ampliar la protección del Es-
tado de derecho a la esfera privada, 

y asumir la responsabilidad por los 
efectos de las leyes sobre las mujeres.

En 2012, durante el 52 periodo de 
sesiones de la Convención, México 
recibió recomendaciones específi-
cas para mujeres periodistas y defen-
soras de los derechos humanos que 
comprenden: garantizar la rápida 
aplicación de la Ley de protección 
y se asegure de que incluya un en-
foque de género; adoptar medidas 
concretas, adecuadas y efectivas 
para prevenir e investigar los ataques 
y otras formas de abuso perpetrados 
contra mujeres periodistas y defen-
soras de los derechos humanos para 
enjuiciar y castigar a sus autores, y 
adoptar medidas eficaces para lu-
char contra la impunidad. 

Belem do Pará

Uno de los instrumentos internacio-
nales básicos para la erradicación de 
la violencia contra las mujeres, tanto 
en el ámbito de lo público como en 
el de lo privado,  es la Convención de 
Belem do Pará, adoptada en Brasil el 
9 de junio de 1994, y ratificada por 
México el 19 de junio de 1998.

Para su implementación, con base 
en un Mecanismo Internacional de 
Seguimiento, plantea en su Artícu-
lo 4 que toda mujer tiene derecho 
al reconocimiento, goce, ejercicio y 
protección de sus derechos huma-
nos entre los que se encuentran: el 
respeto a su vida, a su integridad fí-
sica, psíquica y moral; a la libertad y 
seguridad personales; al derecho a 
la igualdad de protección ante la ley 
y de la ley; al derecho a un recurso 
sencillo y rápido ante los tribunales 
competentes y al derecho a tener 
igualdad de acceso a las funciones 
públicas de su país y a participar en 
los asuntos públicos, incluyendo la 
toma de decisiones, entre otros.

Es decir, por ninguna razón las pe-
riodistas deben estar excluidas del re-
conocimiento de estos derechos.

Examen 
Periódico 
Universal 

El Examen Periódico Universal 
(EPU), es un nuevo mecanismo del 
Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU (el Consejo) mediante el que se 
examina cada cuatro años la situa-
ción de los derechos humanos en los 
192 Estados Miembros de la ONU. El 
examen se aplica sin distinción a to-
dos los Estados, cubre la totalidad de 
los derechos humanos y es llevado a 
cabo por las naciones con el objetivo 
de mejorar la situación de los dere-
chos humanos en el país a examinar, 
el cumplimiento de las obligaciones 
y los compromisos del Estado, el for-
talecimiento de su capacidad para 
proteger los derechos humanos, así 
como el intercambio de las mejores 
prácticas y cooperación entre los 
Estados y con el Consejo, sus meca-
nismos y otros órganos de derechos 
humanos de las Naciones Unidas.

México ha sido evaluado dos ve-
ces. La primera, en 2009 y la segun-
da, en 2013. Los Estados Miembros y 
la ONU mostraron su preocupación 
por los derechos de las mujeres, tan-
to, que en el 2º periodo de sesiones, 
EPU incrementó las recomendacio-
nes al Estado mexicano en materia 
de los derechos de las mujeres, y por 
primera vez, emitió recomendacio-
nes específicas para mujeres perio-
distas y defensoras.

Recomendaciones

Recomendaciones 
generales 

Derechos de las mujeres

Libertad de expresión

Derechos de la mujer y liber-
tad de expresión en conjunto

2009

83

15

8

0

2013

176

29

20

3

Las recomendaciones del EPU en 
2013, relacionadas con los derechos 
de las mujeres periodistas y defen-
soras fueron: continuar la lucha con-
tra la impunidad, especialmente en 
relación con la violencia contra las 
mujeres, niñas y niños, personas de-
fensoras de derechos humanos y pe-
riodistas a través de la realización de 
investigaciones exhaustivas; integrar 
una perspectiva de género cuando 
se aborda la cuestión de la impuni-
dad y la falta de seguridad de perio-
distas y personas defensoras de dere-
chos humanos, así como desarrollar 
un protocolo de investigación con 
perspectiva de género y etnia.

Plan de Acción de 
las Naciones Unidas 
sobre la seguridad 
de los periodistas y la 
cuestión de la  
impunidad16

En 2011, la Organización de Na-
ciones Unidas (ONU), la Organiza-
ción de Naciones Unidas para la 
Educación la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO) y organizaciones inter-
nacionales defensoras de la liber-
tad de expresión y de prensa, ini-
ciaron pláticas para crear un Plan 
de Acción en el que participaran 

16	  Se puede consultar en: http://www.
unesco.org/new/fileadmin/MULTIMEDIA/
HQ/CI/CI/pdf/official_documents/UN_
Plan_on_Safety_Journalists_ES.pdf
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los organismos, fondos y progra-
mas de las Naciones Unidas para 
hacer frente a la violencia que 
vive el gremio periodístico y con 
ello proteger también el derecho 
de la ciudadanía a la información. 

El 12 de abril de 2012 el 
Plan de Acción fue aproba-
do. Cabe destacar que en el 
punto 1.17 se reconoce que 
las periodistas cada vez se 
enfrentan a más peligros, 
condiciones que plantean la 
necesidad de aplicar un en-
foque que tome en cuenta las 
disparidades entre hombres y 
mujeres, por ejemplo, el ries-
go de la agresión sexual y la 
violación sexual como repre-
salia de su trabajo.

Asimismo, pone énfasis en la in-
hibición de denuncia de este tipo 
de actos por parte de las periodis-
tas debido a los profundos estigmas 
profesionales y culturales asociados 
a ellos.

En el pr incipio 3.5, se subraya la 
necesidad de incluir un enfoque 
que considere las disparidades 
entre hombres y mujeres a f in de 
trabajar en el impulso del entor-
no l ibre y seguro para periodis-
tas y trabajadoras y trabajadores 
de los medios de comunicación 
que ejercen su labor en entornos 
de confl icto, así como en otras  
circunstancias.

Relatorías de 
 Libertad de Expre-
sión Organización 
de Estados America-
nos (OEA) y Organi-
zación de las Nacio-
nes Unidas (ONU)

En junio de 2012, el Relator Es-
pecial sobre la promoción y pro-
tección del derecho a la liber-
tad de opinión y expresión de la 
ONU, Frank La Rue, reconoció en 
su  Informe Especial17 los riesgos y 
formas de violencia diferenciada 
que enfrentan las periodistas en el 
ejercicio de su profesión, así como 
la necesidad de aplicar la pers-
pectiva de género en las medidas 
que se empleen para hacer frente 
a esta violencia.

Para abril de 2014, la Relatoría de 
Libertad de Expresión de la Organi-
zación de Estados Americanos que 
dirige la Doctora Catalina Botero 
Marino, publicó su Informe Anual 
201318 en el que incluyó, por primera 
vez, un capítulo concerniente a la 
violencia de género cometida con-
tra mujeres periodistas en el ejerci-
cio de su derecho a la libertad de 
expresión, y donde se reconocen 
las particularidades urgentes de 
atender en esta materia.

Entre éstas, se consideran el au-
mento de la violencia contra las pe-
riodistas, la relación estrecha entre 
la discriminación y la debida dili-
gencia, la falta de información y la 
necesidad de resultados por parte 
de los gobiernos, la demora de las 
autoridades en la adopción de me-
didas para garantizar los derechos 
humanos de las periodistas, el fuer-

17	  Puede consultarse en: http://ap.oh-
chr.org/documents/dpage_s.aspx?m=85
18	  Puede consultarse en: http://www.
oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.
asp?artID=943&lID=2

te índice de formas de violencia 
cometidas por agentes del Estado, 
y la falta de medidas para preve-
nir, investigar, acusar y enjuiciar a  
los culpables.

Al mismo tiempo, repara en los 
esfuerzos hechos por la sociedad 
civi l en México para documen-
tar, registrar y analizar los casos; 
y recomienda la adecuación de 
medidas de protección y análisis 
de r iesgo que tomen en cuenta el 
género para investigar, juzgar y 
sancionar de forma efectiva, así 
como, capacitar a funcionarios 
y hacer efectiva la reparación  
del daño.

En conclusión, las periodis-
tas debemos ser visibles, re-
conocidas y atendidas por la 
normatividad sobre la violen-
cia contra periodistas toman-
do en cuenta nuestra con-
dición social de género y el 
contexto en el que ejercemos 
esta labor. Contar con las he-
rramientas que nos permitan 
conocer, reconocer y ejer-
cer nuestros derechos para 
poder exigir que se nos res-
peten, para reivindicarnos y 
hacer cambios significativos 
que reflejen, en nuestra diná-
mica diaria, el respeto y liber-
tad plasmadas en los marcos 
normativos; pero también en 
las estructuras en las que pre-
valecen conductas misógi-
nas que legitiman la violencia 
contra las mujeres y la norma-
lizan, y obstaculizan el acce-
so a la justicia y nuestra par-
ticipación en espacios como 
los medios de comunicación 
con gran poder social.

Relatorías de 
Libertad de Expresión  
Organización de  
Estados Americanos 
(OEA) y Organización 
de las Naciones  
Unidas (ONU)
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Para analizar los cuatro casos 
que en este informe se presen-

tan, se utilizaron indicadores vincula-
dos a los estándares internacionales 
en materia de acceso a la justicia 
con perspectiva de género, con la 
finalidad de señalar los aspectos que 
impiden una protección integral a 
la libertad de expresión, al dejar de 
establecer mecanismos adecuados 
para proteger a las mujeres periodis-
tas que viven condiciones de discri-
minación estructural y que invisibiliza 
su labor como profesionales de la co-
municación y como defensoras de 
derechos humanos.

Los estudios se realizaron a par-
tir de una revisión documental, aun 
cuando no se tuvo acceso directo a 
los expedientes debido a las dificul-
tades  procedimentales que las víc-
timas enfrentaron para contar con 
copias de sus procesos; esta situa-
ción en sí misma, muestra ya un obs-
táculo para participar activamente 
en los mecanismos de procuración y 
administración de justicia. En el caso 
del robo y allanamiento de Comu-
nicación e Información de la Mujer, 
AC (CIMAC), se obtuvo una copia in-
completa del expediente. 

 Los puntos para el análisis del 
caso fueron: 

Resumen ejecutivo: Apartado 
que destaca la labor periodística 
desarrollada y los aspectos de vio-
lencia de género detectados en el 
hecho.

Análisis procesal: Se incluyó un 
recuento de las investigaciones mi-
nisteriales o procesales para aten-
der las violaciones a los derechos 
de las mujeres periodistas, donde 
se distinguen aquellas aspectos 
identificados como necesarios 
para garantizar el derecho la jus-
ticia.

Indicadores en materia de de-
bida diligencia o debido proceso 
con perspectiva de género: Las ac-
ciones de las instancias de procura-
ción o administración de justicia se 
analizaron a la luz de los estándares 
desarrollados por los organismos in-

ternacionales de protección a dere-
chos humanos con un enfoque de 
perspectiva de género.

Derechos de las mujeres vícti-
mas de violencia: Se incluyeron 
los aspectos vinculados al dere-
cho a una vida libre de violencia, 
reconocidos en la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAMVLV), que 
debieron ser protegidos por las 
instancias especializadas en aten-
ción a la violencia de género.

Conclusiones: Se establecie-
ron los elementos que se con-
sidera deben modificarse para 
garantizar el derecho de las 
mujeres periodistas a ejercer su 
profesión en ambientes libres de 
violencia.

Los aspectos que se analizaron en 
cada caso, respondieron a la natu-
raleza misma del suceso, pues cada 
uno de ellos representa las diversas 
problemáticas de riesgo que viven 
las mujeres periodistas en el ejercicio 
de su profesión. Se plantearon los si-
guientes casos:

A) CIMAC.- Robo y allanamien-
to a las oficinas de la Agencia de  
Noticias.

En este caso se visibilizaron las 
deficiencias de la investigación mi-
nisterial que se sustentó en el robo 
simple, y con ello invisibilizó el traba-
jo que desarrolla la organización, lo 
que propició una falta de protec-
ción adecuada para sus víctimas.

B) Ana Lilia Pérez Maldonado.- 
Proceso civil por daño moral en 
contra de la libertad de expresión. 
Se documentó el uso del aparato 
de justicia como parte de la corrup-
ción e impunidad que existen para 
limitar la libertad de expresión, así 
como el tratamiento diferenciado 
entre la y el periodistas involucrados, 
condición de desigualdad que ge-
neró efectos de mayor riesgo para 
la vida de la comunicadora, quien 
tuvo la necesidad de salir del país.

Metodología  
y análisis de casos  

emblemáticos 
Por Adriana Carmona López
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C) Regina Martínez Pérez.- Femi-
nicidio de una periodista en donde 
el proceso de investigación es una 
muestra clara de que la investiga-
ción procesal se enfocó en desa-
creditar  su labor periodística, con lo 
que se invisibilizó la violencia institu-
cional y la impunidad, y que derivó 
en el asesinato de comunicadora.

D) Lydia Cacho Ribeiro.- Defen-
sora de los derechos humanos y 
periodista que aún vive una doble 
discriminación debido a la acusa-
ción en su contra por el delito de di-
famación y que, como consecuen-
cia de su aprehensión, se convierte 
en víctima de delitos como tortura, 
amenazas y tentativa de violación, 
todo ello bajo un mismo sistema de 
justicia que opera en forma diferen-
ciada generando violencia institu-
cional y deniega la justicia.

1. Agravios a la  
labor periodística 
y de defensoras 
de derechos  
humanos de las 
mujeres

Lydia Cacho
 

Resumen ejecutivo

Lydia Cacho es periodista y defen-
sora de los derechos humanos. Su 
labor ha destacado por su compro-
miso en favor de las mujeres, niñas y 
niños que han sido víctimas de la vio-
lencia doméstica y sexual, así como 
de la trata de personas.

Como parte de su responsabilidad 
periodística, reveló la existencia de 
una red de pederastia y pornogra-
fía infantil con la publicación de su 
libro Los demonios del Edén, presentado 
en marzo de 2005. La investigación 

periodística causó gran impacto 
en la opinión pública mexicana, ya 
que hizo referencia a la participa-
ción de diversos personajes públicos 
de los ámbitos político y económico 
que participaban en esta red cri-
minal. Ello le valió sufrir desde ame-
nazas hasta secuestro y tortura. Sin 
arrendarse, tiempo después publicó 
Esclavas del poder, lo que le represen-
tó nuevos actos de intimidación y  
amedrentamiento.

Entre los personajes identificados 
como participantes de la red de vio-
lencia sexual contra infantes, se en-
contraba el empresario Kamel Nacif, 
quien en julio de 2005 interpuso una 
denuncia en contra de Cacho por 
los delitos de difamación y calumnia, 
y fue detenida en forma arbitraria el 
16 de diciembre de ese año. Tras su 
liberación, logró que las autoridades 
investigaran el caso. 

De 2005 a la fecha, Lydia Cacho 
Ribeiro, ha sido sujeta de múltiples 
agresiones, que van desde adver-
tencias contra su persona, hacia su 
familia, hasta amenazas de muerte, 
incluidas descalificaciones a su tra-
bajo o por la agresión sexual sufrida 
en el momento de su detención. De 
ello han dado cuenta los medios  
de comunicación.  

Las constantes agresiones contra 
la libertad de expresión en México 
han obligado a numerosos perio-
distas y medios de comunicación, 
como medida de seguridad, a re-
nunciar a la publicación de noticias 
acerca de actos de corrupción o 
sobre el crimen organizado, privan-
do así a la sociedad mexicana de  
información fundamental.

1. Antecedentes.

Kamel Nacif, empresario mencio-
nado en la obra de la periodista, in-
terpuso una denuncia penal por los 
delitos de difamación y calumnia en 
julio de 2005 bajo el argumento de 
que Los demonios de Edén le causaban 

daño (descrédito-deshonra), pues 
consideraba que las referencias exis-
tentes a su persona, eran imputacio-
nes falsas que lo exponían al repro-
che social. 

El ejercicio de la acción penal, en 
realidad tuvo como finalidad la apli-
cación de una sanción fáctica sobre 
Cacho y su labor periodística, ya que 
la integración de la averiguación 
previa presentó irregularidades que 
inicialmente dieron pie a su deten-
ción, tortura y sometimiento a tratos 
crueles, inhumanos y degradantes, 
los que se realizaron aprovechando 
su condición de mujer para lograr 
mayor impacto en la agresión. Estos 
hechos fueron planeados y ejecuta-
dos indebidamente entre el empre-
sario Nacif y el entonces gobernador 
del estado de Puebla, Mario Marín, al 
utilizar en su favor las instancias po-
blanas de procuración y administra-
ción de justicia.

La situación quedó en evidencia 
al hacerse públicas diversas comuni-
caciones telefónicas realizadas entre 
este empresario y el gobernador de 
Puebla, así como con otros persona-
jes más.

Desde que estas denuncias se di-
fundieron a nivel nacional e interna-
cional, Lydia Cacho ha sido víctima 
de amenazas y hostigamiento.

2. Análisis 
documental de 
juicios.

2.1  A.P. 135/2005/DMS/21/AM-
PDE. Denuncia penal presentada 
por Kamel Nacif en la Agencia de 
Delitos Electorales en contra de 
Lydia Cacho Ribeiro.

1) La agente del ministerio públi-
co determinó ejercer acción penal 

por considerar que lo publicado 
en el libro Los demonios del Edén cons-
tituía una comunicación pública 
en la que se imputan hechos falsos 
e ilícitos que causaban deshonra 
al denunciante.

2) La PGJ del estado no dio vis-
ta a la PGR, a pesar de que los 
hechos narrados en el libro cons-
tituían delitos de índole federal, 
cometidos principalmente en 
Quintana Roo; en tanto, la Fiscalía 
Especializada de la Procuraduría 
General de Justicia de ese estado 
tampoco solicitó información so-
bre los antecedentes penales del 
empresario, quien desde 2003 fue 
señalado, ante esa instancia local, 
como probable responsable de los 
delitos de corrupción de menores 
y pederastia, entre otros.

3) 15 de septiembre de 2005. La 
Juez Quinto de lo Penal del estado 
de Puebla, Lic. Rosa Celia Pérez 
González, se declaró incompe-
tente para conocer del caso, tras 
argumentar que las conductas re-
lativas a la difamación y la calum-
nia se cometen precisamente en el 
lugar en que la publicación se rea-
lizó, puesto que la publicidad es lo 
que le caracteriza a dichos delitos. 

4) 10 de octubre de 2005. 
Por segunda ocasión se con-
signó la averiguación previa 
sin haber practicado ninguna  
diligencia adicional.

2.2 Causa Penal 345/ 2005. 
Juez Quinto de lo Penal.

1) 12 de octubre de 2005. Se ad-
mitió a trámite el ejercicio de la ac-
ción penal, pero la juez le cambió 
el criterio sin una justificación, ar-
gumentó que era competente ya 
que se trataba del “lugar donde 
se produce la lesión a bien jurídico 
tutelado, aquel en que reside el 
agraviado pues en este sitio es en 
donde surge el menoscabo de su 
credibilidad como individuo...”, y 
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giró la orden de aprehensión solici-
tada por el ministerio público. 

“...Ios instrumentos probatorios 
hasta aquí analizados verifican 
que una persona con voluntad 
hizo (...) afirmaciones (...) con la fi-
nalidad de hacerla despreciable 
(al sujeto pasivo) ante sus semejan-
tes (...) al utilizar los medios de co-
municación para abarcar mayor 
número de la sociedad y enterarla 
de sus afirmaciones, que sin duda 
alguna repercuten en el honor (...) 
la adjudicación hacia José Kamel 
Nacif Borge respecto a su interven-
ción (...) en la pornografía infantil 
y delincuencia organizada, la (...) 
hizo extensiva en múltiples ocasio-
nes a través de libros, periódicos y 
entrevistas (...) a sabiendas de que 
esas afirmaciones estigmatizarían 
a su víctima (..). ha emprendido 
una campaña de desprestigio...”

2) 13 de diciembre de 2005. Se 
emitió el oficio de colaboración 
dirigido a la Procuraduría General 
de Justicia del estado de Quinta-
na Roo, con el fin de ejecutar la 
orden de aprehensión. En el docu-
mento se asentó la designación de 
dos agentes (del sexo masculino) 
de la policía judicial del estado  
de Puebla.

2.4 Detención.

1) 16 de diciembre del 2005. La 
periodista es detenida en la ciu-
dad de Cancún. Durante su tras-
lado fue víctima de malos tratos, 
violencia física, psicológica y se-
xual. Se le negó la documentación 
relativa a su orden de aprehen-
sión, así como ver a su abogada 
antes de ser trasladada al estado 
de Puebla; se le sometió a un via-
je de más de 20 horas vía terrestre 
pese a que estaba convaleciente 
de una bronquitis aguda y sin ac-
ceso a los medicamentos adecua-
dos. Durante el desplazamiento, 
sólo se le permitió ir al baño e inge-
rir alimentos en una sola ocasión. 

Fue incomunicada y sometida a 
actos tendientes a menoscabar 
su integridad psicológica, ya que 
en varias ocasiones los agentes 
aprehensores marcaron a diversos 
números telefónicos que ella les 
daba, pero nunca le permitieron  
la comunicación. 

2) La camioneta Liberty en la 
que se trasladaron los “informan-
tes” de la policía judicial, era pro-
piedad del señor Kamel Nacif. Así 
lo sostuvo el agente judicial de 
Quintana Roo, Miguel Mora Olve-
ra, que participó en la detención.

3) Durante el trayecto, Lydia Ca-
cho fue acosada sexualmente, 
pues los agentes judiciales comen-
taron entre si que, si quería comer 
tenía que hacerles caso, portarse 
bien y hacerles sexo oral. Los agen-
tes le hablaron amablemente, pero 
en ocasiones la insultaron y hasta 
le gritaron que ella “era su regalito” 
y que se “iban a divertir mucho”, 
haciendo alusión a su cuerpo. Los 
mecanismos de tortura psicológi-
ca y física, fueron utilizados como 
parte de una estrategia dirigida al 
sometimiento de la escritora, cau-
sando en ella temor y angustia. 
El comandante Montaño recibió 
llamadas de manera constante, y 
contestó en varias ocasiones a una 
persona a la que le decía “jefe”.

4) En la única ocasión que ba-
jaron a comer, Cacho sufrió de 
manoseos en el baño por parte de 
otras personas que también viaja-
ban en la camioneta; de regreso, 
al interior del vehículo fue atacada 
nuevamente, recibió hostigamien-
to sexual, fue amenazada con la 
pistola y le realizaron tocamientos 
en forma agresiva.

5) Antes de entrar a la ciudad 
de Puebla, los agentes judiciales se 
intercambiaron por mujeres, lo que 
pudo confirmarse posteriormente 
con base en diversos mecanismos 
probatorios entre los que destacan 
las declaraciones ministeriales ren-
didas por las dos agentes. Ambas 
aceptaron que la madrugada del 

17 de diciembre de 2005, recibie-
ron instrucciones del comandante 
para trasladarse a la caseta “La Es-
peranza” (ubicada en los linderos 
del estado de Puebla) y apoyar en 
el traslado hacia las instalaciones 
de la Procuraduría General de Jus-
ticia de Puebla.

6) Al ingresar a la periodista al 
penal, sufrió nuevamente actos 
de violencia física, psicológica y 
sexual por parte de personal del 
penal y de los mismos agentes po-
liciacos que realizaron el traslado.

2.5  Seguimiento procesal.

1) 17 de diciembre 2005. Al llegar 
a las instalaciones de la Procuradu-
ría estatal, Alicia Elena Pérez Duarte, 
Fiscal Especial para la Atención de 
Delitos relacionados con Actos de 
Violencia en contra de las Mujeres (Fe-
vim-PGR), ya estaba allí. Lydia Cacho 
fue presentada en el Juzgado, se le 
notificó respecto de la imputación; en 
forma arbitraria se le ordenó como 
fianza un monto excesivo con la fina-
lidad de obligarla a prolongar su es-
tancia en el Centro de Readaptación 
Social (Cereso).

2) 23 de diciembre 2005. Se le 
dictó auto de formal prisión por los 
delitos de difamación y calumnia 
en agravio de Kamel Nacif. Se pu-
blicaron declaraciones del ex go-
bernador de Puebla, Mario Marín, 
señalándola como delincuente.

3) 327 de diciembre de 2005. 
Toca Penal 11/2005. Se presentó re-
curso de apelación contra el auto 
de formal prisión que se resolvió el 13 
de enero de 2006 al absolverla del 
delito de calumnia y considerarla 
únicamente como responsable del 
delito de difamación.

4) 10 de enero de 2006. Se pre-
sentó el recurso de declaración de 
incompetencia por inhibitoria que 
fue resuelto el 19 de enero de ese 
año, con la orden de remitir los au-
tos del juicio a Quintana Roo.

2.6 Expediente 59/2006 del 
Juzgado Primero Penal de Can-
cún, Quintana Roo.

1) 26 de enero de 2006. Se des-
ahogaron todas las pruebas. Des-
tacaron las ampliaciones de decla-
ración tanto del señor Kamel Nacif 
como de la periodista, careos cele-
brados entre ellos y otras probanzas 
más consistentes en diferentes do-
cumentos; así como un peritaje del 
libro Los demonios del Edén.

2) 22 de diciembre de 2006. Se 
dicta la absoluta libertad por el 
delito de difamación. 

2.7 Violación a las medidas 
de protección.

1) Desde el 2 de marzo de 2005, 
la Fevimtra-PGR, a solicitud de la 
CNDH, otorgó medidas de protec-
ción por la amenazas que la pe-
riodista había sufrido y que ponían 
en riesgo permanente su vida. Por 
ello, al momento de su detención, 
contaba con una escolta de la en-
tonces Agencia Federal de Investi-
gaciones (AFI). 

2) Por las investigaciones hechas 
por la Fiscalía Especial para la Aten-
ción de Delitos Cometidos contra 
Periodistas y la Fiscalía Especializa-
da en delitos relacionados a la vio-
lencia contra las mujeres y la trata 
de personas, se iniciaron las de-
nuncias contra servidores públicos 
por los delitos de tortura, abuso de 
autoridad, tentativa de violación, 
tráfico de influencia, coalición de 
servidores públicos en contra de 
Mario Marín, gobernador del esta-
do de Puebla, agentes judiciales y 
el juez de primera instancia.

A)  A.P. 002/MPFEADP/2006. 14 de 
marzo de 2006 ante la Fiscalía Es-
pecial para la Atención de Delitos 
Cometidos a Periodistas.
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B) AP/FEVIM/02/03/2006. 20 de 
febrero del 2006, se realiza consul-
ta para determinar competencia 
donde se acuerda:

“la existencia de un posible con-
flicto de competencias para cono-
cer los hechos (...) Al momento de 
la acumulación, la indagatoria FE-
VIM/02/02/2006 constaba de cinco 
tomos y treinta y un anexo ordena-
dos en seis cajas (...) así como dos 
discos compactos (...) así como un 
proyecto de consignación, a fin de 
dar cumplimiento al acuerdo de 
acumulación ordenado... “.

En el acuerdo de recepción 
de documentos hecho por la 
FEADP, el 30 de noviembre de 
2007, respecto de la remisión del 
expediente elaborado por la 
Fevim, se precisó que se envió 
“un Proyecto de Consignación, 
mismo que fue turnado a la Sub-
procuraduría Jurídica y de Asun-
tos Internacionales de la PGR a 
mediados de mayo de 2007”.

A) Solicitud de dictamen peri-
cial en materia de audio y video, 
donde el primero corresponde a 
la conclusión de que, con base 
en los archivos de conversacio-
nes telefónicas entre las personas 
acusadas de planear la agresión 
con relación en la entrevista en-
tre Mario Marín y el conductor 
de Televisa, Carlos Loret de Mola, 
la voz del entonces gobernador 
de Puebla, Mario Marín, es coin-
cidente al tener características 
acústicas semejantes y por con-
secuencia, un “alto grado de pro-
babilidad (de que) se trata de la  
misma persona”.

B) Declaraciones de ex agentes 
de la policía judicial de Puebla, 
que señalaron haber recibido ins-
trucciones de la Procuradora de 

Justicia para que “se chingara” 
(sic) a la periodista.

C) Declaraciones de un agente 
de la agente judicial que partici-
pó en la detención al reconocer 
la presencia de personas infor-
mantes del empresario Kamel Na-
cif en la detención.

D) El dictamen sobre valuación 
psicológica relativo a la existen-
cia de estrés postraumático y, en 
su caso, su relación con una po-
sible tortura psicológica, incluida 
en la averiguación previa PGR/
FEVIM/02/03-2006 emitida el 29 
de junio de 2006, y remitida a la 
FEADP donde, si bien se concluye 
que la periodista no cubrió con 
“los criterios requeridos para diag-
nosticar un Trastorno por Estrés 
Postraumático”, en la página 50 
sí refiere que los hechos de tortu-
ra denunciados exacerbaron los 
síntomas “depresivos y de quejas 
psicosomáticas”. Con posteriori-
dad, la perito reconoció no haber 
utilizado el Protocolo de Estambul.

E) En el dictamen de valoración 
médico-psicológico-victimal del 
29 de septiembre de 2006, practi-
cado por peritos en victimología, 
medicina legal y forense y psico-
logía de la PGR, se concluye que 
la periodista fue objeto de tortura 
psicológica y malos tratos.

2.8   El 30 de enero de 2008, la 
Fiscalía Especial para la Atención 
de Delitos Cometidos a Periodistas 
(FEADP), determinó ante un Juz-
gado de Distrito, ejercitar acción 
penal única y exclusivamente en 
contra de los dos agentes judicia-
les del estado de Puebla, como 
probables responsables del delito 
de tortura.

1) Se ejerció acción penal ante 
el Juez Segundo de Distrito en el 
estado de Quintana Roo, instancia 

que declinó su competencia a fa-
vor del Juez Segundo Penal de Pri-
mera Instancia del distrito judicial 
de Cancún, Quintana Roo. Con la 
causa penal 40/2008, el 6 de mayo 
de 2008 se determinó negar la or-
den de aprehensión en contra de 
los agentes de Puebla, por lo que 
el ministerio público adscrito a di-
cho juzgado, interpuso un recurso 
de apelación.

2) El 8 de enero de 2009, la Sala 
Penal del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Quintana Roo confirmó la 
negativa de la orden de aprehen-
sión, por lo que dicha averigua-
ción se devolvió al ministerio pú-
blico para ser perfeccionada y, en 
su momento, intentar de nuevo el 
ejercicio de la acción penal.

3) El 16 de junio de 2008, la Fis-
calía Especial para la Atención 
de Delitos cometidos contra Pe-
riodistas determinó finalmente 
el no ejercicio de la acción pe-
nal por lo que hace a los demás  
probables responsables.

2.9  A.P.07/FEADO/2007. Se le-
vantó una denuncia en la Fisca-
lía Especial para la Atención de 
Delitos cometidos contra Perio-
distas por un atentado que sufrió 
la periodista Lydia Cacho cuan-
do circulaba en su camioneta el 
7 mayo de 2007. El 16 de junio de 
2008, nuevamente se decretó el 
no ejercicio de la acción penal.

 

3. Otras instancias.

Ante la presentación de las gra-
baciones entre el ex gobernador de 
Puebla y el empresario Kamel Nacif 
en los medios de comunicación, se 
presentó:

-Una averiguación previa ante la 
Fevimtra

-Una solicitud de investigación 
ante la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

3.1  Recomendación 16/2009 
de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos.

“(...) se acredita que las personas 
ajenas a la Procuraduría de Justicia 
del estado de Puebla (...) se traspor-
taban en una camioneta propiedad 
del denunciante (...) circunstancia 
que se corrobora con la documen-
tación que el 3 de junio de 2007, el 
agente del Ministerio Público de la 
Federación (...) agregó a la averigua-
ción previa 02/FEADP/06, de la que 
se advierte que el vehículo Chrysler 
Jeep 2005, color blanco (...) perte-
nece a una empresa de la cual es el 
administrador único, precisamente, 
el denunciante.

1) Se iniciaron procedimientos 
administrativos y penales para dar 
cumplimiento a la Recomenda-
ción, sin que tuvieran una resolu-
ción positiva.

 3.2   Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. Expediente 2/2006.

22 febrero de 2006. El senador vi-
cepresidente de la Mesa Directiva 
de la Cámara de Senadores y las di-
putadas presidenta y secretaria de 
la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados, solicitaron a la Suprema 
Corte que ejerciera su facultad de in-
vestigación prevista en el artículo 97 
párrafo segundo de la Constitución 
Mexicana para indagar sobre los he-
chos relacionados con la detención 
y procesamiento de la periodista en 
virtud de que éstos podían constituir 
graves violaciones a los derechos 
fundamentales.

A continuación destacan algunas de 
las probanzas y diligencias recabadas:
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1) 18 de abril de 2006. La Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que se indagaran los he-
chos mediante comisión investiga-
dora, con el objetivo de determinar 
si hubo o no un posible concierto 
de autoridades del estado.

2) En sesión del 25 de enero de 
2007 (publicada el 26 de marzo 
de 2007 en el Diario Oficial de la 
Federación), la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación resolvió que 
la investigación realizada era in-
suficiente para determinar la exis-
tencia de violaciones graves a las 
garantías individuales y que por 
tanto se debería continuar con la 
averiguación.

3) El 14 de junio de 2007, la referi-
da segunda comisión de investiga-
ción rindió su informe y concluyó 
que:

“Primera.- Sí existió concierto 
de autoridades de los Estados de 
Puebla y Quintana Roo para vio-
lar derechos fundamentales de la 
periodista, violando además los 
principios democráticos de fede-
ralismo y división de poderes, en 
especial el principio de indepen-
dencia judicial.

“Segunda.- Sí existe violación 
reiterada y sistemática de dere-
chos fundamentales en perjuicio 
de menores de edad.

“Tercera.- Corresponderá al 
Congreso de la Unión la decisión 
definitiva sobre la procedencia o 
no del juicio político que corres-
ponde instaurar a un alto funcio-
nario de la Federación, como lo 
es el gobernador Constitucional 
del Estado de Puebla, licenciado 
Mario Plutarco Marín Torres.

Cuarta.- Por lo que ve a la res-
ponsabilidad de las autoridades 
que participaron directa o indi-
rectamente en la componenda 
del gobernador con el empre-
sario al que auxilió, tocará a la 
Legislatura de cada entidad fe-
derativa iniciar el procedimiento 
que corresponda contra el ma-

gistrado presidente del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado 
de Puebla, Guillermo Pacheco 
Pulido, así como en contra de los 
procuradores generales de Justi-
cia de los estados de Puebla y de 
Quintana Roo.

Quinta.- Al pleno del Tr ibu-
nal Superior de Justicia del 
Estado de Puebla, sin la parti -
cipación de los involucrados, 
decidir sobre la conducta de  
funcionarios judiciales...”

En la sesión del 29 de noviembre 
de 2007, el pleno de la Suprema Cor-
te, por mayoría de votos, determinó 
la inexistencia de violaciones graves 
a los derechos fundamentales de la 
periodista. Al respecto, el mandato 
de la comisión investigadora fue sa-
ber si:

a. Existió un posible concierto de 
autoridades de los estados de Pue-
bla y Quintana Roo para violar los 
derechos fundamentales de Ca-
cho Ribeiro.

b. Con motivo de la investigación 
criminal contra la también escritora, 
determinar si existieron hechos o si-
tuaciones diversas, pero directamen-
te relacionadas con ella, que pudie-
ran constituir violaciones graves de  
garantías individuales.

En consecuencia, la Corte determi-
nó que la investigación no compren-
día la posible existencia de redes de 
pornografía infantil y pederastia.

4. Amenazas.  
Comisión  
Interamericana 
de Derechos  
Humanos, OEA

19 de junio de 2009. Los peticionarios 
solicitaron medidas de protección a la 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, para la periodista, sus fami-
liares y personal del Centro Integral de 
Atención a la Mujer, AC (CIAM).

4.1 Averiguaciones  
previas iniciadas.

1) 006/FEAOP/2009 y/o EXH/PGR/
QROO/CAN/107/2009 por ame-
nazas e intimidación, entre otras 
agravantes;

2) 2/FEAOP/2010 por amenazas;

3) AP/PGR/FEVIMTRA•C/035/2010 
por amenazas e intimidación.

Como consecuencia de haber in-
terpuesto estas denuncias, entre fe-
brero y mayo de 2009, las personas 
involucradas recibieron amenazas 
vía internet.

4.2  Tipos de amenazas. Con 
alto contenido sexista, de desca-
lificación a su trabajo periodístico 
y como defensora de derechos 
humanos. Desde su detención ar-
bitraria y tras la falta de acceso 
a la justicia, la periodista recibió 
amenazas e incluso ataques en 
las afueras del CIAM, lo que afec-
tó su trabajo de defensa de muje-
res víctimas de violencia.

4.3 Medidas de protección.

1) Se dotó e instaló  en las ofici-
nas el CIAM, un sistema de circuito 
cerrado previa exploración de las 
posibilidades de dar cumplimiento 
a la medida.

2) Se dotó e instaló en la camio-
neta de Lydia Cacho, un sistema 
de luces sensoriales, de alarma y 
de localización GPS.

3) Se dotó de seis aparatos de 
telefonía NEXTEL con servicio de 
radio, para todo el personal del 
CIAM, que permitiera una comuni-
cación segura.

5.  Análisis del caso 
conforme a los 
principios del  
debido proceso 
legal con perspec-
tiva de género.

Las violaciones a los derechos hu-
manos de la escritora Lydia Cacho 
Ribeiro han sido claramente docu-
mentados en diversas denuncias; sin 
embargo, para este análisis se con-
sideraron los derechos vinculados a 
la protección adecuada a su labor 
como periodista y defensora de de-
rechos humanos.  

Debido proceso penal.19

19	  Opinión consultiva de la Corte 
Interamericana OC-5/85. Los consul-
tores de seguridad de la periodista 
creen que el individuo que la ame-
nazó utlizó tecnología satélite para 
intervenir su radio, lo que para Carlos 
Lauria, coordinador del programa de 
las Américas del CPJ, resultó particu-
larmente alarmante. Párrafo 72.



Violencia contra mujeres periodistas en México40 Violencia contra mujeres periodistas en México 41

 1) Tribunales Independientes.

Según los estándares establecidos 
por la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (Corte IDH), señalan 
que la independencia debe ser jerár-
quica e institucional de tipo formal, 
debe contar con un  sistema efecti-
vo para recibir y tramitar denuncias 
vinculadas con investigaciones sobre 
delitos contra la libertad de expre-
sión que sean impulsadas por funcio-
narios competentes. 

Las investigaciones realizadas de-
bieron iniciarlas las áreas especia-
lizadas, recibir todas la pruebas vin-
culadas a los hechos y, tratándose 
de actos criminales que afectaron 
a niñas y niños, debió realizarse una 
investigación por oficio ante la con-
ducta de Kamel Nacif y de todas las 
personas señaladas en el libro, sus-
tentado todo ello en el principio fun-
damental de la protección a los de-
rechos  de la niñez.

La Corte IDH señaló que al tratar-
se de conductas relacionadas con la 
labor periodística y cuando la grave-
dad de la situación lo amerite, espe-
cialmente en casos de infracciones 
frecuentes y reiteradas contra la liber-
tad de expresión, se debe evaluar la 
posibilidad de establecer unidades 
de investigación específicas y espe-
cializadas –con recursos suficientes 
y la capacitación adecuada para 
actuar de manera eficiente y efecti-
va–, encargadas de investigar delitos 
contra la libertad de expresión.

En todas las instancias encargadas 
de la investigación de los hechos en 
contra de Lydia Cacho, como en las 
denuncias presentadas por su de-
tención arbitraria, la tortura y malos 
tratos, las instituciones de procura-
ción y administración de justicia no 
se condujeron con imparcialidad, 
por lo que dejaron de sancionar a los 
responsables de los crímenes de trata 
y prostitución, limitando y condenan-
do el ejercicio profesional.

2) Celeridad.

En este caso, el tiempo transcu-
rrido para sancionar las conductas 

que limitaron y condenaron el ejer-
cicio profesional de Lydia Cacho, 
no sólo afecto su acceso a la justi-
cia, sino que provocó una falta de 
protección adecuada a su integri-
dad y labor.

Según los estándares internacio-
nales, la celeridad supone que las 
autoridades debieron tomar todos 
los recaudos razonables para agilizar 
las investigaciones, como por ejem-
plo, intervenir tan pronto se interpuso 
una denuncia oficial o se presenta-
ron pruebas creíbles sobre un ataque 
contra la libertad de expresión.

3) Efectividad.

Las investigaciones hechas por la 
Fiscalía Especializada para la Aten-
ción de Delitos cometidos contra Pe-
riodistas, estaban obligadas a:

3.1 Contar con recursos y opor-
tunidades de capacitación su-
ficientes para asegurar que las 
investigaciones sobre delitos con-
tra la libertad de expresión sean 
exhaustivas, rigurosas y efectivas, 
y que todos los aspectos se exa-
minen minuciosamente.

3.2 Las investigaciones debie-
ron facilitar la identificación y el 
juzgamiento de los responsables 
de delitos contra la libertad de 
expresión, incluidos los autores di-
rectos e intelectuales, así como de 
quienes actuaron en connivencia 
en su carácter de autores, colabo-
radores, cómplices o encubridores 
de tales actos criminales.

3.3 Si existieron evidencias de 
que el delito consumado fue 
contra la libertad de expresión, 
debieron agotarse todas las vías 
de investigación relevantes vin-
culadas con los actos de expre-
sión de las víctimas.

4) Exhaustividad.

Los organismos encargados de la 
aplicación de la ley debieron adop-
tar todas las medidas necesarias 
para recabar las pruebas relevan-
tes, y todos los testigos debieron ser 
interrogados con el fin de estable-
cer la verdad.

Las investigaciones debieron pro-
ceder de manera transparente, siem-
pre y cuando esto no repercutiera 
negativamente en su avance.

Además de las investigaciones 
penales, se debieron poner en mar-
cha procedimientos disciplinarios 
cuando existieron pruebas de que 
funcionarios públicos incurrieron en 
violaciones contra la libertad de ex-
presión en el transcurso del desem-
peño profesional de la periodista.

5.2   Aspectos vinculados a la 
discriminación de género.

Las periodistas que viven violencia 
requieren que la autoridad reconoz-
ca el doble riesgo que conlleva ser 
mujer periodista y les garantice una 
protección integral a sus derechos 
humanos con perspectiva de géne-
ro. Para ello, se hace indispensable 
considerar los daños que se inflingen 
de manera diferenciada por su con-
dición de mujeres que se recrudecen 
por su desempeño en áreas de ries-
go, como lo es el periodismo. 

En el Informe de la Relatoría de Li-
bertad de Expresión se asienta que 
“esta violencia se manifiesta de distin-
tas formas, desde el asesinato, la vio-
lencia sexual, incluido el acoso sexual 
hasta la intimidación, abuso de poder 
y amenazas basadas en el género.  
De acuerdo con la información dispo-
nible, la violencia contra las mujeres 
es perpetrada por distintos actores, 
como funcionarios del Estado, fuentes 
de información o colegas y tiene lugar 
en diversos contextos y espacios, inclu-
yendo la calle, el lugar de trabajo y las 
oficinas o instituciones estatales”.20

20	  Informe de la Relatoría Especial de 

Incorporar la perspectiva de gé-
nero en los principios del debido pro-
ceso legal, así como una debida di-
ligencia, requiere de la intervención 
diferenciada específicamente en te-
mas como:

5.2.1 Medidas de protección.

Para proteger adecuadamente a 
las mujeres periodistas, se deben es-
tablecer los niveles de riesgos para 
resguardar su integridad y garantizar 
que continúen con el desarrollo de su 
labor periodística.

En ese sentido la Relatoría de Liber-
tad de Expresión determina que:

“En estas circunstancias, a juicio de 
la Comisión, el resultado de la eva-
luación de riesgo debe ser calificado 
como mayor. Esto tiene particular im-
portancia en el caso de las mujeres 
periodistas, quienes están expuestas, 
en principio, a un doble riesgo por 
ejercer el periodismo en situaciones 
de alta conflictividad o violencia y 
en contextos que refuerzan la subor-
dinación de género.”21

La propia Lydia Cacho señaló 
en una entrevista que:

“¿La periodista es más vulnera-
ble?

En ciertos aspectos, en cier-
tas tareas (…) Las mujeres sufri-
mos ciertas discriminaciones. Es-
tán patentes en las redacciones 
(…)”.22

5.2.2 Determinación de los he-
chos e interpretación de la prueba.

La Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en el Protocolo de Juzgar 

Libertad de Expresión, OEA, 2013. Párrafo 
251
21	  Opt. Cit. P. 263.
22	  Pikara, online Magazine, edición 
impresa. Año I. Entrevista a Lydia Cacho, 
de Lucía Martínez Odriozola. Pág. 46.
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con Perspectiva de Género, estable-
ció los aspectos que deben ser con-
siderados, que incluyó en su lista de 
verificación23 destacando:

1) Análisis del contexto del caso. 
Del análisis de los expedientes del 
caso, las averiguaciones realiza-
das en contra de Lydia Cacho, las 
pruebas fueron escasas, y sólo se 
contó con el dicho del denuncian-
te para proceder a la detención; y 
a pesar de ser cuestionado públi-
camente la parcialidad, tanto de 
la Procuraduría como de la Juez, 
sus conductas no fueron sancio-
nadas, por “no haber pruebas su-
ficientes”.

Existen pocos procesos documen-
tados que ejemplifiquen con clari-
dad, como éste, la impunidad frente 
a la violencia institucional, en la que 
además se ejercen todos los tipos de 
violencia de género. Es indudable 
que el trabajo de Lydia Cacho re-
presenta, desde esta óptica, un gran 
reto para un Estado democrático de 
Derecho, pues su labor como perio-
dista resulta un factor de riesgo por 
los temas que documentó en mate-
ria de violencia contra las mujeres.

En el caso de Cacho Ribeiro, que-
da de manifiesto que el Estado mexi-
cano no logró garantizar la mínima 
protección a sus derechos humanos, 
toda vez que fue la propia Suprema 
Corte de Justicia de la Nación la 
que negó el acceso a la justicia al 
no reconocer las graves violaciones 
en esta materia; resolución que sin 
duda, de acuerdo con el Protocolo 
recientemente publicado, no cum-
plen con los criterios de verificación 
allí señalados.

5.2.3 Derechos de las mujeres 
víctimas de violencia.

Según lo establecido en la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una 
Vida libre de Violencia (LGAMVLV), se 

23	  Cfr. Protocolo para Juzgar con pers-
pectiva de género.

entiende por violencia institucional:24

“Los actos u omisiones de las y los 
servidores públicos de cualquier orden 
de gobierno que discriminen o tengan 
como fin dilatar, obstaculizar o impe-
dir el goce y ejercicio de los derechos 
humanos de las mujeres así como su 
acceso al disfrute de políticas públicas 
destinadas a prevenir, atender, investi-
gar, sancionar y erradicar los diferen-
tes tipos de violencia.”

La violencia institucional se  
presentó en:

1) La instrumentación de las de-
nuncias penales en forma diferen-
ciada (valoración de pruebas, vio-
lación de la debida diligencia y del 
debido proceso).

2) La detención arbitraria. Las vio-
lencias de las que fue víctima Lydia 
Cacho estuvieron amparadas en 
la violencia institucional. Pese a los 
esfuerzos de algunas instituciones, 
como los de la entonces Fevim, los 
actos de tortura a los que se le so-
metió tanto en el traslado como en 
el centro de reclusión, contaron con 
la tolerancia de instancias como la 
Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos que no acompañó ni vigiló el 
viaje hacia Puebla, y de la Fevimtra, 
de los que también fue responsable 
por ausencia.

3) La falta de sanción a las viola-
ciones consumadas en la detención 
y los delitos cometidos contra la ad-
ministración de justicia.

4) La dilación para sancionar de-
litos perpetrados en agravio a las 
niñas.

5.2.4   La protección adecua-
da de los derechos de las vícti-
mas de violación.

Considerando que en la LGAM-
VLV se reconocen, entre otros de-

24	  Artículo 18 de Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida libre de 
Violencia.

rechos para las mujeres víctimas,  
las siguientes:

“II. Contar con protección inme-
diata y efectiva por parte de las 
autoridades;

V. Recibir información médica y 
psicológica;”25

Las medidas de protección otor-
gadas las proporcionaron instancias 
federales a solicitud de la Comisión 
Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH). Si bien recibió protección 
por parte de la entonces Fevim, tam-
bién es cierto que no resultaron efi-
caces, pues las investigaciones para 
sancionar los actos de amenazas y 
hostigamiento no fueron integrados 
debidamente.

Por primera vez en 2013, el Informe 
de la Relatora Especial para Libertad 
de Expresión dedica un apartado 
para visibilizar la situación especial 
por la que atraviesan las periodistas, 
y recomienda el involucramiento de 
instancias especializadas en materia 
de violencia de género y se creen 
protocolos específicos.

“En suma, la Relatoría mani-
fiesta su preocupación ante la 
situación de las mujeres perio-
distas y los riesgos diferenciados 
que enfrentan por el ejercicio de 
la profesión en las Américas. Pre-
ocupa de manera particular la 
poca atención dada hasta aho-
ra al fenómeno y los obstáculos 
evidenciados para su denuncia y 
comprensión. Por este motivo, rei-
tera a los Estados la necesidad de 
mejorar los mecanismos de pre-
vención, protección y respuesta 
judicial para cumplir plenamente 
con las obligaciones descritas en 
este informe y garantizar a las mu-
jeres el pleno ejercicio a la liber-
tad de expresión.”26

5.2.5  Vinculación con las ins-
tancias para la prevención, 
atención y sanción de la violen-
cia contra las mujeres.

25	  Cfr. Artículo 52 de LGAMVLV
26	  Opt. Cit. Párrafo 269

La participación de las entonces 
fiscalías especiales para la atención 
de delitos relacionados con actos de 
violencia contra las mujeres (Fevim) y 
para la atención de delitos cometi-
dos contra periodistas (FEADP), fue 
lamentable e ineficiente.

Al no contar con independencia, 
ninguna de las dos fiscalías especia-
les consignaron las averiguaciones 
instrumentadas, por lo que lejos de 
establecer una coordinación que 
permitiera documentar las pruebas 
idóneas, los actos de tortura, violen-
cia de género y delitos cometidos 
contra la administración de justicia, 
se sumaron a la lista de instituciones 
que toleraron la impunidad.

Sin embargo, recobrando las bue-
nas prácticas reconocidas en el In-
forme de la Relatoría Especial de 
Libertad de Expresión sobre el meca-
nismo de protección especializado 
para mujeres periodistas, destaca la 
recomendación de sumar líneas de 
investigación con perspectiva de 
género que permitirá la creación de 
medidas que valoren los riesgos en 
forma integral. Asimismo, dicho Infor-
me cita como una buena práctica la 
implementación del Protocolo espe-
cializado en la atención de casos de 
mujeres periodistas,27 elaborado por 
el gobierno de Colombia, en donde 
se crea un comité de personas en-
cargadas de las instancias de pro-
tección a los derechos de las mujeres 
y establece la obligación de trans-
versalizar el enfoque de derechos 
humanos de las mujeres. A diferencia 
del Protocolo para atención y pro-
tección de las mujeres periodistas, 
del Estado de Veracruz,28 que si bien 

27	   Protocolo con enfoque de Géne-
ro y derechos de las Mujeres, Resolución 
805 del 14 mayo 2012, de la Republica de 
Colombia. Relacionado con el Protoco-
lo para la aplicación del Pograma de 
prevención y protección de los derechos a 
la vida, libertad, integridad de las mujeres 
y de los grupos y comunidades. En el de-
creto 4912 del 2011. En donde integra en el 
comité de valoración a las instancias en-
cargadas de los derechos de las mujeres y 
con una transversalización del enfoque de 
derechos humanos de las mujeres.
28	   Murrieta, Arturto. Protocolo para 
la atención y protección de las Mujeres 
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establece criterios para detectar las 
diversas formas de violencia contra 
las mujeres no los vincula con su la-
bor peridística, sí trata de identificar 
a las personas agresoras como si se 
tratara de eventos personales y ac-
ciones de violencia institucional.

Conclusiones

Ante un análisis integral del caso, 
bajo una perspectiva de derechos 
humanos con enfoque de género, se 
presentan las siguientes conclusiones:

1) Promover en las instancias de 
procuración y de administración de 
justicia que las investigaciones de 
los delitos contra mujeres periodis-
tas cuenten con expertas y expertos 
para establecer líneas de investi-
gación que garanticen la incorpo-
ración de los principios del debido 
proceso y la perspectiva de género.

2) Se deben mejorar los meca-
nismos de protección a periodistas 
para diseñar un protocolo especia-
lizado en la atención de casos de 
mujeres periodistas.

Periodistas. México: Instituto Veracruzano 
de las Mujeres, 2014.

Allanamiento y 
robo a organiza-
ción civil perio-
dística feminista 
sin fines de lucro
Comunicación e Infor-
mación de la Mujer, AC

Resumen ejecutivo

Comunicación e Información de 
la Mujer, AC (CIMAC), fundada en 
1988 es una organización civil sin fi-
nes de lucro. Tiene la misión de ge-
nerar y publicar información noticio-
sa especializada con perspectiva de 
género y en los derechos humanos 
para hacer visible la condición social 
de las mujeres y las niñas. En alianza 
con periodistas, organizaciones ciu-
dadanas, actores políticos y la aca-
demia, contribuye a la construcción 
de un periodismo con visión de gé-
nero y una sociedad igualitaria, justa 
y democrática.

A través de la agencia noticiosa 
Cimacnoticias, ha impulsado el tra-
bajo periodístico de mujeres perio-
distas y organizaciones de mujeres 
en los estados y municipios que, sin 
este mecanismo de difusión, les ha-
bría sido más difícil publicar sus tra-
bajos. Entre los temas sustanciales a 
los que se avoca esta agencia están: 
migración, trata de personas, partici-
pación política de las mujeres y femi-
nicidio en Ciudad Juárez, entre otros 
de no menor relevancia. 

En 2008, las oficinas de CIMAC fue-
ron allanadas mientras orientaba su 
trabajo periodístico y de investiga-
ción en asuntos como: Los derechos 
humanos de las mujeres para evi-
denciar la desigualdad; el observa-
torio de medios y el tratamiento que 
éstos hicieron del caso de la perio-
dista Lydia Cacho Ribeiro; se publicó 
un diagnóstico sobre las condiciones 
laborales de periodistas, y se dio se-

guimiento a los ataques enfrentados 
por periodistas, entre ellos, el asesina-
to de las radialistas triquis Teresa Bau-
tista y Felícitas Martínez, en Oaxaca, 
México; así como a los casos de pe-
derastia cometidos por Marcial Ma-
ciel, fundador de la congregación 
Legión de Cristo, investigación que 
documentó también, cuando en una 
inédita decisión, la iglesia católica 
“invitó” al sacerdote a renunciar a un 
proceso canónico y a llevar una vida 
reservada de oración y penitencia, 
alejándolo de todo ministerio públi-
co. Sobre el caso del bar-discoteca 
News Divine, el trabajo se enfocó 
en la violencia sexual que se ejerció 
contra las jóvenes durante el operati-
vo. Respecto de los acontecimientos 
en Acteal, municipio de Chenalhó, 
Chiapas, la búsqueda periodística 
tuvo como objetivo dar voz a las víc-
timas y su exigencia de justicia.

Al no incluirse en la averiguación 
previa, como línea de investigación 
judicial, la trascendencia de la labor 
periodística que realiza CIMAC para 
dar voz a las víctimas desde una pers-
pectiva de derechos humanos de las 
mujeres y su compromiso de difundir 
la información que generan las aso-
ciaciones civiles sobre este tema, el 
caso se declaró cerrado bajo un en-
torno de impunidad, lo que dejó a la 
organización en condiciones de vul-
nerabilidad e indefensa ante un nue-
vo ataque. 

En 2011, mientras el cuerpo de perio-
distas de la agencia de noticias realiza-
ban las investigaciones sobre violencia 
contra mujeres periodistas en México –
informe publicado en 2012 que incluye 
cifras y testimonios de 2002 a 2011–, y el 
llamado urgente para tipificar y apro-
bar leyes contra el feminicidio, con én-
fasis en el Estado de México, entonces 
gobernado por Enrique Peña Nieto; y 
daban seguimiento a casos de viola-
ciones por militares, CIMAC fue nueva-
mente allanada. 

En esta ocasión las instalaciones 
fueron allanadas, en días no hábiles, 
siendo detenidos dos de los respon-
sables al ser descubierto en flagran-
cia con el reporte de los vecinos; sin 

embargo, al no existir denuncia por 
parte de las víctimas, quienes no 
fueron debidamente notificadas de 
esta detención; en un insólito caso,  
las personas detenidas son puestas 
en libertad. Al enterarse del allana-
miento, y presentarse ante las auto-
ridades para presentar su denuncia, 
les informan de la detención y les son 
devueltos los objetos “recuperados”, 
pero sin realizar investigación que lo-
grará detener a los responsables ni 
conocer el móvil del delito. 

Ante la mínima investigación judicial 
realizada, quedó claro que la activi-
dad profesional no es tema a tomar 
en cuenta para esclarecer el delito. 
En este caso, la violencia institucional 
ejercida contra el trabajo de mujeres 
periodistas, impulsoras de los derechos 
humanos de las mujeres, dejó despro-
tegida su labor, no tuvieron una pro-
tección especializada, se afectó la 
libertad de expresión, y dio como re-
sultado un hecho de impunidad.

Los actos de violencia contra 
las mujeres no se lograron acredi-
tar, a pesar de que el dictamen 
del perito en criminalística con-
cluyó, entre otros resultados, el 
modus operandi:

“Sexta. El hecho de que el ne-
gocio se encontrase vacío al mo-
mento de ocurrir el ilícito, permite 
establecer que el o los delincuen-
tes conocían la topografía del 
lugar y que también efectuaron 
maniobras de vigilancia para co-
nocer los horarios y los movimien-
tos de la empresa.29 

Séptima. La ausencia de frag-
mentos útiles en las zonas de 
mayor probabilidad para su im-
presión, así como el hallazgo de 
la caja de guantes de látex de 
la cocina reflejan un cierto gra-
do de conocimiento de técnicas 
tendientes a no plasmar dichos 
indicios mediante el empleo de 
guantes sobrepuestos en las ma-

29	  En el acta se hace referencia a CI-
MAC como un “negocio” o “empresa”, a 
pesar de que en la denuncia se especifica 
que se trata de una organización civil sin 
fines de lucro.

Allanamiento y robo 
a organización  
civil periodística  
feminista sin  
fines de lucro
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nos o bien mediante maniobras 
de limpieza efectuados sobre su-
perficies  previamente manipula-
das por delincuentes.” 

1. Análisis  
documental.

1.1  Averiguación previa FCH/
CUH.6/T2/1195/08-07. Iniciada 
por robo en casa   habitación. 
El 28 de julio de 2008,  las in-
tegrantes de la organización 
ingresaron a las oficinas don-
de descubrieron el robo de un 
equipo de cómputo e informa-
ción vinculada a la administra-
ción de la organización.

1) Después de la denuncia, la au-
toridad otorgó como medida de 
protección la aplicación de vigilan-
cia en las oficinas por parte de la Se-
cretaría de Seguridad Pública.

2) Se realizaron tres diligencias sus-
tanciales: a) dictamen de cerrajería, 
b) informe de la policía judicial, c) 
dictamen crimanlístico de campo, 
y c) Se rinde informe de la Secreta-
ría de Seguridad Pública sobre las  
imágenes de las cámaras instala-
das en las afueras de las instalacio-
nes de la oficina, donde solicitan al 
Agente del Ministerio Público, preci-
sen los datos para proporcionar las 
imágenes precisas; ante la falta de 
respuesta del Agente del Ministerio 
Público, no se realizan más diligen-
cias por lo que se determinó el no 
ejercicio de la acción penal.

1.2  Averiguación previa FCH/
CUH-2/T20948/11-05. Delito: Robo 
sin violencia a negocio, acumula-
da a FCH/CUH-2/T2/1724/11-05

1) Se realizaron dos diligencias 
sustanciales: a) informe de la policía 
de investigación, y b) dictamen de 
criminología de campo, en dicho 
dictamen que concluye entre otras 
cosas el modus opernadi, señalan-
do además  que existían elementos 
para presumir un cierto grado de 
conocimiento de técnicas tendien-
tes a no plasmar dichos indicios. 

2) Parte informativo de la policía 
de investigación de fecha 23 de 
mayo 2011 asentado en la A.P.FCH/
CUH-2/T2/1724/11-05. Se refiere a 
la declaración del policía auxiliar, 
quien señaló que el 20 de mayo se 
puso a disposición a dos presuntos 
responsables del delito de robo que 
respondían a los nombres de Jona-
than Viveros Pérez y Marco Antonio 
Rodríguez García; quienes fueron 
detenidos en las calles de Victoria y 
Ayuntamiento con dos maletas, una 
cámara de video, un monitor y una 
computadora laptop, entre otros 
objetos, en su poder. 

3) Agregan averiguación en la 
que constan:

a) La declaración del policía 
preventivo quien señaló que a las 
cuatro horas vio a los sujetos en 
la azotea, que los detuvo y que 
éstos afirmaron haber dejado las 
cosas en el portal de las oficinas 
de CIMAC, no obstante los puso a 
disposición junto con los objetos.

b) Certificados de estado de 
ebriedad.

c) Antecedentes penales de re-
incidencia por robo.

d) Peritaje sobre los bienes ro-
bados.

e) Puesta en libertad.

4) En esta indagatoria se señaló, 
por medio de la  declaración de los 
responsables, que estaban en esta-
do de ebriedad cuando cometieron 
el robo, sin dar mayor información.

5) Según el informe presentado 
por la Comisión de Derechos Hu-
manos del Distrito Federal (CDHDF), 

al que CIMAC tuvo acceso, se supo 
que:

a) Las averiguaciones fueron consig-
nadas el 5 Agosto de 2011ante el Juez  
Sexto Penal, quien negó la orden de 
aprehensión por considerar que no 
se realizaron todas las investigacio-
nes para acreditar el delito de robo, 
y estaba pendiente la declaración 
de testigos.

b) Posteriormente, el 17 abril de 2012, 
la Agencia Especializada para la aten-
ción a delitos cometidos en agravio de 
las y los periodistas en ejercicio de esta 
actividad, de la Fiscalìa Central de In-
vestigación para Asuntos Especiales 
y Electorales de la PGJDF, designada 
para la investigación y determinación, 
declinó su competencia por conside-
rar que “no existían elementos” para 
indagar el hecho como un móvil vin-
culado al trabajo periodístico realiza-
do por la agencia.

c) Oficio de la CDHDF a la PGJDF a 
través del que se solicitaron medidas 
cautelares en favor de Lucía Lagunes 
Huerta, los videos de vigilancia del sis-
tema de transporte colectivo, la pro-
tección del material recuperado y la 
debida devolución de los bienes; se 
propone también que las averiguacio-
nes previas se turnen a la Agencia Es-
pecializada para la atención de deli-
tos cometidos en agravio a periodistas 
en el ejercicio de esta actividad.

d) El 10 mayo de 2012 comunicación 
de conclusión de la CDHDF. EXP. CD-
HDF/IV/122/CUAUH/11/D3073. Acuerdo 
de conclusión.

2. Análisis del caso 
conforme a los 
principios de debi-
da diligencia con 
perspectiva de 
género.

2.1 La violencia contra las mu-
jeres periodistas y el acceso a  
la justicia.

Según lo señala la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia (LGAMVLV), existe 
violencia institucional cuando los ser-
vidores públicos de cualquier orden 
de gobierno discriminan o tienen 
como fin dilatar, obstaculizar o impe-
dir el goce y ejercicio de los derechos 
humanos de las mujeres así como su 
acceso al disfrute de políticas públi-
cas destinadas a prevenir, atender, 
investigar, sancionar y erradicar los 
diferentes tipos de violencia.30

Las acciones de dilación y falta de 
debida diligencia ejercidas por las 
autoridades responsables de investi-
gar y sancionar las conductas delic-
tivas, se consideran violencia institu-
cional en contra de las mujeres. De 
las analizadas, se detectó falta de 
debida diligencia en la instrumenta-
ción de líneas de investigación ten-
dientes a reconocer la importancia 
de labor periodística que realiza la 
agencia de noticias, así  como de la 
seguridad personal de cada una de 
las integrantes de la organización.

La violencia institucional es resul-
tado de la discriminación estructural 
en donde las instituciones del Esta-
do operan de manera diferenciada 
frente a grupos históricamente mar-

30	   Articulo 18 de la LGAMVLV.

2. Análisis del 
caso conforme a 
los principios de 
debida diligencia 
con perspectiva 
de género.
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ginados. Según lo  jurisprudencia 
comparada, las conductas de dis-
criminación tienen un enfoque in-
terseccional en un contexto social, 
económico y cultural, que obliga a 
considerar que las experiencias de 
victimización forman parte de una 
cadena de actos discriminatorios.31 

Por lo anterior, la falta de debi-
da diligencia en las investigaciones 
efectuadas por el agente del ministe-
rio público pueden entenderse como 
prácticas viciadas en la procuración 
de justicia; y quedó de manifiesto 
que ninguna línea se vinculó con el 
trabajo periodístico de la agencia, 
conducta fehaciente de la discrimi-
nación estructural en donde no se 
concede valor social al trabajo que 
realizan las periodistas.

Según la información recopilada 
por la Relatoría Especial en su Infor-
me de 2013, “la violencia contra las 
mujeres periodistas por el trabajo 
que realizan tiene particularidades, 
como resultado de construcciones 
sociales de género y la discrimina-
ción a la que tradicionalmente han 
estado sujetas.”32

Por ello, las violaciones a los dere-
chos humanos, en especial cuando 
se vinculan a la libertad de expre-
sión, deben apegarse a los principios 
de la debida diligencia. Según lo se-
ñala la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH), 
significa que la investigación de 
las violaciones, además de ser 
realizada en un tiempo razona-
ble por tribunales competentes, 
independientes e imparciales,33 

31	  Cfr. El principio de la igualdad de 
género en la jurisprudencia compara-
da. Womens y Programa de Equidad de 
Género, en el Protocolo para Juzgar con 
perspectiva de género, de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. Pág. 41
32	  Relatoría Especial para la Libertad 
de Expresión. Informe Anual de la Relato-
ría Especial para la Libertad de Expresión, 
2013. P. 251.
33	  Corte IDH, Caso de la “Panel Blan-
ca” (Paniagua Morales y otros), Fondo, 
sentencia del 8 de marzo de 1998, Serie C 
No. 37, párr. 155. CIDH, Informe Anual 2006, 
Informe No.2/06, Caso 12.130, Fondo, Mi-
guel Orlando Muñoz Guzmán, México, 28 

debe ser exhaustiva, seria y efec-
tiva, garantizando así que se esta-
blezca la verdad de lo sucedido; 
que se siga un proceso contra 
los responsables, que se les im-
pongan, cuando sea el caso, las 
sanciones pertinentes; que las pe-
nas se ejecuten y que se reparen 
adecuadamente los daños y per-
juicios sufridos por las víctimas y  
sus familiares.34

Las faltas de debida diligencia, se-
gún los estándares internacionales 
en materia de derechos humanos, 
implican  los siguientes aspectos:

1) Oficiosidad.35 En las diligen-
cias involucradas en una investi-
gación vinculada a la libertad de 
expresión y derechos humanos de 
las mujeres, se deben agotar todas 
las líneas de investigación. En ese 
sentido se observó:

a) Ausencia de peritajes respecto 
del estado de la información con-
tenida en los equipos de cómputo 
que fueron sustraídos.

b) No existió ninguna línea de 
investigación relacionada con la 
labor periodística que la organi-
zación cubría en ese momento, 
especialmente cuando el peritaje 
de criminalística estableció que se 
“efectuaron maniobras de vigilan-

de febrero de 2006, párr. 81. CIDH, Informe 
Anual 2004, Informe No.40/04, Caso 12.053, 
Fondo, Comunidades Indígenas Mayas del 
Distrito de Toledo, Belice, 12 de octubre de 
2004, párr. 174 a 176.
34	  Corte IDH, Caso del Penal Miguel 
Castro Castro, sentencia del 25 de noviem-
bre de 2006, Serie C No. 160, párr. 382
35	  La investigación debe ser realizada 
por todos los medios legales disponibles 
y orientada a la determinación de la 
verdad y a la persecución, captura, enjui-
ciamiento y eventual castigo de todos los 
responsables intelectuales y materiales de 
los hechos, especialmente cuando están 
o puedan estar involucrados agentes es-
tatales. Corte IDH. Caso de la Masacre de 
Pueblo Bello Vs. Colombia, supra nota 22, 
párr. 143; Caso de la Masacre de Mapiri-
pán Vs. Colombia, supra nota 25, párr. 219 
y 223; Caso de la Comunidad Moiwana Vs. 
Suriname, supra nota 1, párr. 145 y Caso 
Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras, 
supra nota 1, párr. 132.

cia para conocer los horarios y los 
movimientos de la empresa”.

Cabe destacar que debió iniciarse 
una investigación criminológica que 
permitiera conocer si esta situación 
se había presentado en otros medios 
de comunicación vinculados con los 
temas atendidos.

c) Ante la intervención de la Co-
misión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal (CDHDF) quedó de-
mostrado que la Procuraduría Ge-
neral de Justicia (PGJDF) en esta 
ciudad, no respetó el principio de 
oficiosidad, pues sólo se realizaron 
las investigaciones solicitadas por 
dicha Comisión.

d) Al no constar en el expe-
diente ninguna diligencia en la 
que se hiciera del conocimiento 
de las víctimas los avances de la 
investigación, se denegara la so-
licitud de información que permi-
tiera agotar otras líneas de investi-
gación, ni se otorgaron facilidades 
para recibir copias del proceso, 
quedó de manifiesto que la par-
ticipación de las demandantes  
fue obstaculizada.

2) Criterio de oportunidad: Este 
principio implica la obligación te-
ner una investigación que garanti-
ce el resguardo adecuado de las 
evidencias, preservación y reco-
lección de la prueba o la identifi-
cación de testigos.36

Tal como se observa en las diligen-
cias realizadas de la segunda averi-
guación iniciada por el robo, como 
primera investigación se realizó la 
inspección ocular y los elementos de 
Seguridad Pública encargados de la 
zona recopilaron la información; sin 
embargo, al no recabar los testimo-
nios de los vecinos en forma oportu-
na, lo que impidió la reaprehensión 

36	  Deben iniciarse de manera inme-
diata para impedir la pérdida de pruebas 
que pueden resultar  fundamentales para 
la determinación de responsabilidades, 
deben realizarse en un plazo razonable 
y deben ser propositivas. Cfr. Corte IDH. 
Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra nota 
22, párr. 189.

de los sujetos detenidos, ni identificar 
la existencia de cámaras de vigilan-
cia, e impedir la revisión de los equi-
pos de computo, la investigación no 
pudo concluirse con éxito.

3) Principio de competencia: 
Determina que la investigación 
deben realizarla profesionales 
competentes empleando los pro-
cedimientos apropiados a la espe-
cificidad del caso.

En ese sentido, en el asunto que se 
presenta,  la Agencia Especializada 
de delitos contra periodistas debió in-
volucrarse y realizar las investigacio-
nes necesarias con base en su pro-
tocolo especializado, lo que habría 
dado la oportunidad de conocer los 
móviles del delito y así ubicar a los 
presuntos responsables materiales  
e intelectuales.

Se estima que, entre otras conside-
raciones, se debieron analizar los te-
mas que ocupaban el quehacer pe-
riodístico en momentos previos al robo 
para definir su vinculación con otras 
acciones de intimidación que pade-
cieron o padecen otras periodistas y 
defensoras de derechos humanos.

4) Principio de exhaustividad: 
Implica que la investigación debe 
agotar todos los medios para escla-
recer la verdad de los hechos y pro-
veer castigo a los responsables.

Este principio determina que las 
investigaciones deben vincularse en 
forma congruente, que todos los ele-
mentos se integren con oportunidad 
para conformar la verdad histórica, y 
las líneas de investigación se cierren 
en forma lógica y adecuada.

La Relatoría de Libertad de Expre-
sión de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH), en su 
Informe anual 2013 señaló que:

La obligación de conducir la in-
vestigación con debida diligencia 
y agotar todas las líneas lógicas 
de indagación, reviste especial 
relevancia en casos de violencia 
contra periodistas dado que una 
investigación que no pondere as-
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pectos vinculados con el contex-
to, como la actividad profesional 
del periodista, tendrá menos po-
sibilidades de conseguir resulta-
dos y probablemente despertará 
cuestionamientos sobre la volun-
tad de las autoridades de resolver 
el crimen.37

2.2. Aspectos asociados a la 
discriminación de género.

Las periodistas que viven violencia 
requieren que la autoridad reconozca 
el doble riesgo que conlleva ser mujer 
periodista, y les garantice una protec-
ción integral a sus derechos humanos 
con perspectiva de género. 

El Relator Especial para la Libertad 
de Expresión expresó, en su Informe 
sobre la protección de los periodistas 
y la libertad de los medios de prensa, 
que:

Las mujeres periodistas corren 
peligros adicionales como la 
agresión sexual, la violencia se-
xual de la turba contra periodis-
tas que cubren acontecimientos 
públicos, o el abuso sexual cuan-
do se encuentran en detención 
o cautiverio. La existencia de po-
derosos estigmas culturales y pro-
fesionales hace que no se den a 
conocer muchos de estos aten-
tados. Por lo tanto, al considerar 
medidas para hacer frente a la 
violencia contra los periodistas 
hay que tener en cuenta las cues-
tiones de género.38  

En la investigación realizada, en 
ningún momento se llevó a cabo un 
estudio que permitiera evaluar la si-
tuación de riesgo de las integrantes 
de la organización, ni valorar los da-
ños sufridos como consecuencia del 
delito, teniendo como eje central su 
labor periodística.

37	  Opt. Cit. P.203
38	  Informe Anual de la Relatoría 
Especial de Libertad de Expresión, 2013. 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, OEA /Ser.L/V/II.149 Doc. 50, 31 
diciembre 2013 párrafo 203

2.3 Derechos de las víctimas 
de violencia.

Considerando que La Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAAMVLV), re-
conoce entre otros derechos para las 
mujeres víctimas, que deben:

“II. Contar con protección inme-
diata y efectiva por parte de las  au-
toridades; 

III. Recibir información veraz y sufi-
ciente que les permita decidir sobre 
las opciones de atención;

IV. Contar con asesoría jurídica 
gratuita y expedita;

V. Recibir información médica y 
psicológica;”39

Por ello, en materia de acceso a la 
justicia de las mujeres es fundamen-
tal respetar el derecho a gozar de la 
credibilidad de su dicho y a la pro-
tección inmediata; ambos derechos 
fueron violados no sólo por la autori-
dad investigadora sino por la propia 
Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal (CDHDF) que, al omitir 
la relevancia de la labor periodística y 
lo establecido con toda precisión por 
el perito en criminalística, no se exigió 
que la averiguación incluyera una lí-
nea de investigación relacionada con 
los ataques a otras agencias u orga-
nizaciones de mujeres, y se consideró 
únicamente el dicho de las personas 
detenidas, que dio como resultado 
una investigación sobre un robo simple 
y no como el resultado de una con-
ducta premeditada para intimidar y 
limitar la labor periodística.

2.3 Vinculación con las instan-
cias para la prevención, aten-
ción y sanción de la violencia 
contra las mujeres [mecanismos 
de las mujeres, Comisión Nacio-
nal para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres (Co-
navim), etc.]

39	  Cfr. Art. 52 de la LGAMVLV.

Al carecer de procedimientos y 
mecanismos especializados para 
mujeres periodistas y desdeñar las 
modalidades de las violencias que 
viven al realizar su trabajo periodís-
tico, estas instancias provocan la in-
visibilidad de los actos de violencia 
estructural e institucional en agravio 
de la labor de las periodistas.

Por lo anterior, se considera que 
en los instrumentos de protección e 
investigación de delitos relacionados 
con la libertad de expresión, deberá 
establecerse la obligación de contar 
con opiniones técnicas de los me-
canismos institucionales de las mu-
jeres y la Fiscalía Especializada de 
la Procuraduría General de la Repú-
blica (PGR), instancias que pueden 
aportar un enfoque integral para la 
valoración de riesgo y líneas de in-
vestigación que permitan garanti-
zar la no discriminación por razones  
de género.

Asimismo, estas dependencias de-
berán desarrollar modelos de aten-
ción para las periodistas víctimas de 
la violencia institucional que permi-
tan establecer procedimientos inde-
pendientes e imparciales que garan-
ticen el acceso efectivo a la justicia.

3. Conclusiones

Ante un análisis integral del 
caso, con base en una perspecti-
va de derechos humanos con en-
foque de género, se presentan las  
siguientes conclusiones:

a) Solicitar a la Agencia Espe-
cializada para la atención a deli-
tos cometidos en agravio de las y 
los periodistas en ejercicio de esta 
actividad, de la Fiscalìa Central 
de Investigación para Asuntos Es-
peciales y Electorales de la PGJDF, 
que retome la averiguación y solici-
te una opinión técnica a la Fiscalía 
Especializada en delitos vinculados 
a la violencia contra las mujeres y 

trata de persona (Fevimtra), a efec-
to de emprender una investigación 
con base en los principios de debi-
da diligencia y no discriminación 
para impulsar líneas de investiga-
ción asociadas a su labor perio-
dística y las condiciones de géne-
ro que las colocan en un nivel alto  
de riesgo.

b) Promover ante las instancias 
especializadas en materia de vio-
lencia contra las mujeres la crea-
ción de espacios para la atención 
de mujeres periodistas víctimas de 
la violencia institucional.
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3. Impunidad en 
ataques a mujeres 
periodistas
 
Ana Lilia Pérez 

Resumen ejecutivo

La investigación de corrupción so-
bre las empresas Naviera Oceano-
grafía y la trasnacional gasera Grupo 
Zeta, encabezadas por el empresario 
Jesús Zaragoza, debidamente docu-
mentada por los periodistas Ana Lilia 
Pérez y Miguel Badillo, y que deriva-
ron en cuatro juicios civiles iniciados 
por daño moral y dos procesos pena-
les, es un caso emblemático de vio-
lencia institucional.

El gobierno, implicado en las de-
nuncias de corrupción que involu-
craron a Petróleos Mexicanos (Pemex), 
es el directamente responsable de 
ejercer este tipo de violencia al ca-
recer de mecanismos blindados que 
garanticen el derecho a la informa-
ción y eviten que el aparato de jus-
ticia sea un instrumento que limite la 
labor periodística.

Publicada en la revista Contra Lí-
nea, desde 2007 Pérez y Badillo inda-
garon respecto de supuestos fraudes 
de Oceanografía que comprome-
tían a la paraestatal. El trabajo perio-
dístico que arrojó datos sobre corrup-
ción y lavado de dinero, generó que 
tanto la naviera como la gasera em-
prendieran campañas de desacredi-
tación y juicios por daño moral con-
tra Ana Lilia Pérez, principalmente.    

 Los avances del trabajo de inda-
gación realizado entre 2007 y 2011, se 
publicaron en medios nacionales y 
extranjeros; investigación que  poste-
riormente se tradujo en los libros Cami-
sas azules, manos negras: El saqueo de Pe-
mex desde los Pinos, publicado en 2010; 
y El Cártel Negro (2011), en el que se 

documenta la venta clandestina del 
petróleo donde aparecen envueltos 
funcionarios de PEMEX y cárteles del 
narcotráfico. Como respuesta a estas 
denuncias públicas, Pérez Mendo-
za recibió amenazas que pusieron 
en riesgo su vida. El Estado, por su 
parte, no le ofreció una protección 
adecuada, por lo que debió migrar  
del país.

En ese caso, el sistema de justicia se 
convirtió en un instrumento que limitó 
la libertad de expresión, y se utilizó 
para  restringir la labor periodística, 
acciones que además de afectar la 
vida democrática, fueron violatorias 
de derechos, tal como lo establece 
el principio 10 de la Declaración de 
Principios de la CIDH. 

“Las leyes de privacidad no deben 
inhibir ni restringir la investigación y 
difusión de información de interés pú-
blico. La protección a la reputación 
debe estar garantizada sólo a través 
de sanciones civiles, en los casos en 
que la persona ofendida sea un fun-
cionario público o persona pública o 
particular que se haya involucrado 
voluntariamente en asuntos de inte-
rés público. Además, en estos casos, 
debe probarse que en la difusión de 
las noticias el comunicador tuvo in-
tención de infligir daño o pleno co-
nocimiento de que se estaba difun-
diendo noticias falsas o se condujo 
con manifiesta negligencia en la 
búsqueda de la verdad o falsedad 
de las mismas”.40

Si bien las intimidaciones repercu-
tieron en ambos periodistas, las que 
recibió Ana Lilia Pérez le causaron un 
diferenciado y mayor daño personal, 
a tal grado que debió tomar la deci-
sión de dejar el país para salvaguar-
dar su vida. Esta saña, agravada por 
razones de género, obligaba a de-
mandar procedimientos específicos 
de intervención y atención, tal como 
lo afirmó el Relator Especial de las 
Naciones Unidas sobre la Promoción 
y Protección de la Libertad de Opi-

40	  Declaración de Principios sobre 
la libertad de expresión. Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos, 
OEA. 

nión y Expresión, Frank La Rue, en su 
informe sobre la protección de las y 
los periodistas y la libertad de los me-
dios de prensa.

“Las mujeres periodistas co-
rren peligros adicionales como la 
agresión sexual, la violencia se-
xual de la turba contra periodis-
tas que cubren acontecimientos 
públicos, o el abuso sexual cuan-
do se encuentran en detención 
o cautiverio. La existencia de po-
derosos estigmas culturales y pro-
fesionales hace que no se den a 
conocer muchos de estos aten-
tados. Por lo tanto, al considerar 
medidas para hacer frente a la 
violencia contra los periodistas 
hay que tener en cuenta las cues-
tiones de género”.41

La ausencia de una vinculación 
adecuada entre las instancias de de-
fensa de los derechos humanos y las 
de protección a los derechos de las 
mujeres, provocó la falta de medidas 
diferenciadas frente a daños causa-
dos hacia la y el periodista.

41	  CIDH. Informe No. 80/11. Caso 
12.626. Fondo. Jessica Lenahan (Gon-
záles) y otros. Estados Unidos. 21 de 
julio de 2011. Párrafo 110. Ver también: 
Naciones Unidas. Asamblea General. 
Acelerar los esfuerzos para eliminar 
todas las formas de violencia contra 
la mujer: garantizar la diligencia de-
bida en la prevención. A/HRC/14/L.9/
Rev.1. 16 de junio de 2010. Naciones 
Unidas. Asamblea General. Decla-
ración sobre la eliminación de la 
violencia contra la mujer. Resolución 
48/104 del 20 de diciembre de 1993. 
A/RES/48/104. 23 de febrero de 1994. 
Naciones Unidas. Asamblea General. 
Declaración de Beijing y Plataforma 
de Acción; Cuarta Conferencia Mun-
dial sobre la Mujer. A/CONF.177/20/
Rev.1. 15 de septiembre de 1995. Na-
ciones Unidas. CEDAW. Recomenda-
ción General 19: La violencia contra la 
mujer. ONU Doc.A/47/38.1. 11º Periodo 
de sesiones, 1992.

1. Antecedentes

De noviembre de 2004 a agosto de 
2008, Ana Lilia Pérez Mendoza reali-
zó una profunda investigación para 
documentar las presuntas irregulari-
dades financieras que presentaban 
las empresas Naviera Oceanografía 
y la trasnacional gasera Grupo Zeta, 
encabezadas por el empresario Je-
sús Zaragoza. Entre los hallazgos de la 
periodista, destacaron el contuber-
nio que había entre funcionarios de 
la paraestatal Petróleos Mexicanos y 
empresas contratistas para la venta 
ilegal del crudo, acciones de corrup-
ción en las que también resultaron 
implicados familiares del ex presiden-
te Vicente Fox Quezada. 

El trabajo documental realizado al 
alimón con Miguel Badillo se publicó, 
conforme avanzaron sus indagacio-
nes, a través de la revista Contralínea 
que edita el Corporativo Internacio-
nal de Medios de Comunicación, 
SA de CV, responsable también de 
la publicación Fortuna, Negocios  
y Finanzas.

Como respuesta inmediata, am-
bos periodistas y la revista empeza-
ron a recibir demandas judiciales, 
así como intimidaciones y amenazas 
de muerte y desaparición, por par-
te de los personajes involucrados en  
el caso.

2. Análisis  
documental de 
los juicios

2.1 Juicios civiles iniciados en 
su contra.

1) Expediente 757/07. Juzgado 44 
de lo Civil. Juicio: Grupo Zeta deman-
da por daño moral (2007). Deman-
dante Jesús Alonso Zaragoza López 
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vs. Corporativo Internacional de Me-
dios de Comunicación, Miguel Badi-
llo Cruz y Ana Lilia Pérez Mendoza

a) Sentencia condenatoria dicta-
da el 30 de mayo de 2008

b) Recurso de apelación a sen-
tencia de juez 44 (2008). Toca de 
apelación 1909/08.

c) Resolución condenatoria 

d) Amparo directo a resolución 
de Sexta Sala. Expediente 705/2008

e) Resolución: Se niega la protec-
ción y el amparo de la justicia a los 
codemandados (dictada el 11 de 
diciembre de 2008)

2)  Expediente 393/2008. Juzgado 
13 de lo Civil del Primer Partido Judi-
cial de Guadalajara, Jalisco inicia-
do 21 de abril de 2008.

Juicio Grupo Zeta demanda por 
daño moral: Thermogas, SA de CV vs. 
Corporativo Internacional de Medios 
de Comunicación.

a) Diligencia de emplazamiento 
vía exhorto del 15 de octubre de 
2007, en la que el secretario actua-
rio, adscrito al Juzgado Quincuagé-
simo Tercero de lo Civil del Distrito 
Federal, hizo constar que notificó a 
Agustín Miguel Badillo Cruz. 

b) Escrito de contestación de 
demanda del 8 de noviembre de 
2007. Refirió que sí repartió las revis-
tas Fortuna y Contralínea sin ningún 
costo para las personas que las re-
cibían, por lo que se le pagó la can-
tidad de $1,000.00 diarios, y que el 
señor Agustín Miguel Badillo Cruz 
le comentó que se trataba de una 
campaña en contra de una em-
presa dedicada a la distribución de 
gas LP.

c) Sentencia definitiva de 22 de 
mayo de 2008, dictada por el Juez 
Décimo Tercero de lo Civil de Gua-
dalajara, Jalisco, en cuyo punto re-
solutivo tercero se establece:

“… condena a los demanda-
dos a retirar y bajar las páginas 

de Internet que se describen en 
el escrito inicial de demanda los 
reportajes y texto que dieron ori-
gen a la presente litis …”

d) Acuerdo del 14 de octubre de 
2008, emitido por el Juez de primera 
instancia, en el que apercibió a los 
codemandados que en caso de no 
dar cumplimiento a la sentencia en 
el término de cinco días, serían ob-
jeto de un arresto, notificación per-
sonal que fue hecha al codeman-
dado Miguel Badillo en el juzgado 
y a los codemandados Corporativo 
Internacional de Medios de Comu-
nicación, SA de CV, Agustín Miguel 
Badillo Cruz y Ana Lilia Pérez Men-
doza, a través de boletín judicial del 
16 de octubre de 2008.

e) Amparo Indirecto presentado 
por los periodistas contra accio-
nes del Juzgado 13.42 Resuelve, 
ampara y protege al Corporativo 
Internacional de Medios de Co-
municación, por conducto de su 
representante Miguel Badillo Cruz, 
contra actos del juez 13 de lo Civil 
del Primer Partido Judicial de Gua-
dalajara, Jalisco, del juez y del ac-
tuario adscritos al juzgado 56 de 
lo Civil del TSJDF, y del secretario 
de Seguridad Pública del Distrito 
Federal por el ilegal procedimien-
to de los medios preparatorios a  
juicio ordinario.

3) Queja contra Juez 13 de Guada-
lajara, ante el Consejo de la Judica-
tura del Tribunal Superior de Justicia 
de Guadalajara, Jalisco.

La queja se presentó el 27 de enero 
de 2009 en contra de Miguel Ángel 
Cárdenas Rodríguez, juez 13 de lo Ci-
vil del Primer Partido Judicial de Gua-
dalajara, Jal., y de Héctor Manuel 
Núñez Alfaro, secretario de acuerdos 
del mismo juzgado, por ejercicio in-
debido de su empleo. Se desconoce 
su resolución.

4) Expediente 348/2009. Juzgado 
Tercero de lo Civil en Mazatlán, Sina-
loa. Demanda por daño moral: Mi-

42	  Juzgado Cuarto de lo Civil. Expe-
diente 604/2008. Resuelto el 4 de noviem-
bre de 2008.

guel Zaragoza Fuentes, por conduc-
to de su apoderado Jesús Zaragoza 
Fuentes vs Miguel Badillo, Corporati-
vo Internacional de Medios de Co-
municación y otros.

5) Expediente 492/ 2009. Juzgado 
Quincuagésimo Cuarto de lo Civil en 
el Distrito Federal. Juicio por daño 
moral presentado por Arrendado-
ra Ocean Mexicana, SA de CV, Blue 
Marine Technology, SA de CV, Sub-
tec, SA de CV, Antonio Juan Marcos 
Issa, Alfredo Reynoso Durand y Juan 
Reynoso Durand vs Miguel Badillo, 
Corporativo Internacional de Medios 
de Comunicación y otros.

 2.2 Denuncias penales.

1) Causa penal 41/09 radicada 
ante el Juzgado Trigésimo Segundo 
de Paz en el Distrito Federal, instrui-
da en contra de  Miguel Zaragoza, 
por el delito de amenazas cometido 
en perjuicio de Agustín Miguel Badi-
llo Cruz.

2) Derivado de este juicio, el repre-
sentante legal del señor Zaragoza 
presentó una denuncia ante la Pro-
curaduría General de la República 
(PGR) por la supuesta falsificación 
de una firma en una promoción de 
juicio de amparo presentada ante 
el juez federal. 

La PGR integró, por la denuncia 
presentada, la averiguación previa 
AP.PGR/DDF/SPE-XVI/2117/09-05, que 
radicó en la Subprocuraduría de 
Control Regional, Procedimientos Pe-
nales y Amparo, a la que  la reporte-
ra Ana Lilia Pérez acudió, en calidad 
de “indiciada”, el 2 de julio de 2009. 

El agente del Ministerio Público 
que integró la averiguación previa, 
señaló que preparaba ya el pliego 
de consignación en contra de la pe-
riodista Pérez. Adicionalmente, una 
denuncia idéntica se presentó ante 
la PGR en contra del periodista y di-
rector de la revista Contralínea, Mi-
guel Badillo. Al momento de elaborar 
este informe, la indagatoria estaba 

en proceso de integración y el perio-
dista había acudido a rendir su de-
claración ministerial en calidad de 
“probable responsable”. Se desco-
noce su resolución final.

2.3 Comisión Nacional de De-
rechos Humanos (CNDH).

El 12 de septiembre de 2008, 
Ana Lilia Pérez Mendoza, Mar-
cela Yarce Viveros, Nydia Egre-
my Pinto y Agustín Miguel Badi-
llo Cruz, presentaron una queja 
por presuntas violaciones a de-
rechos humanos cometidas en 
su agravio, escrito en el que 
asentaron las amenazas recibi-
das, así como las irregularida-
des cometidas en los procesos 
judiciales iniciados en su contra 
por parte de los empresarios se-
ñalados en sus investigaciones.

La CNDH emitió la Recomen-
dación 57/2009 dirigida al Ma-
gistrado Celso Rodríguez Gon-
zález, presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado 
de Jalisco y al Dr. Juan José 
Suárez Coppel, director gene-
ral de Petróleos Mexicanos.

A usted, señor Presidente del Su-
premo Tribunal de Justicia del Estado 
de Jalisco y del Consejo de la Judi-
catura: 

Primera. Se sirva girar sus instruc-
ciones a quien corresponda, para 
el efecto de que se dé vista al Con-
sejo de la Judicatura del Poder Ju-
dicial del Estado de Jalisco, con el 
fin de que en ejercicio de las facul-
tades previstas en los artículos 136 y 
148, fracción XXXII de la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial del Estado de 
Jalisco, lleve a cabo una investiga-
ción respecto de la tramitación del 

El 12 de septiembre de 2008, Ana 
Lilia Pérez Mendoza, Marcela Yarce 
Viveros, Nydia Egremy Pinto y Agustín 
Miguel Badillo Cruz, presentaron una 
queja por presuntas violaciones a 
derechos humanos cometidas en su 
agravio, escrito en el que asentaron 
las amenazas recibidas, así como 
las irregularidades cometidas en los 
procesos judiciales iniciados en su 
contra por parte de los empresarios 
señalados en sus investigaciones.

La CNDH emitió la Recomenda-
ción 57/2009 dirigida al Magistrado 
Celso Rodríguez González, presiden-
te del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado de Jalisco y al Dr. Juan 
José Suárez Coppel, director general 
de Petróleos Mexicanos.



Violencia contra mujeres periodistas en México56 Violencia contra mujeres periodistas en México 57

expediente 905/2007, radicado ante 
el Juzgado Décimo Tercero de lo Ci-
vil de Guadalajara, Jalisco, y en su 
caso, se emitan las medidas discipli-
narias correspondientes. 

Segunda. Se sirva girar sus instruc-
ciones a quien corresponda, a efec-
to de que se dé vista al Consejo de 
la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado de Jalisco, con el fin de que 
implemente las medidas pertinentes 
para evitar que en el ejercicio de un 
derecho pueda generarse un medio 
indirecto, como podría ser el acoso 
judicial, para atentar contra la liber-
tad de expresión, lo anterior en térmi-
nos del artículo 148 Bis, fracción XVI, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Jalisco. 

A usted, señor Director General de 
Petróleos Mexicanos: 

Única. Se sirva girar sus instruccio-
nes a quien corresponda, para que 
Petróleos Mexicanos cuente con pro-
cedimientos y criterios objetivos, cla-
ros, transparentes y no discriminato-
rios, en el otorgamiento y distribución 
de publicidad oficial a favor de los 
distintos medios de comunicación, 
tanto electrónicos como impresos.

3.Medidas de  
protección.

Junio de 2012. Ana Lilia Pérez ob-
tuvo el apoyo del Centro Knight, de 
la Universidad de Texas, para salir de 
México como medida de protección 
ante las amenazas recibidas, lo que 
no evitó tener que realizar algunas 
diligencias judiciales en el extranjero, 
situación que ha dificultado su de-
fensa jurídica.

En ese momento, no estaba vigen-
te el Mecanismo de Protección para 
Periodistas de la Secretaria de Go-
bernación; sin embargo, hasta el mo-
mento no se ha iniciado ninguna ges-
tión que permita su regreso al país.

4. Análisis de 
acuerdo a los indi-
cadores de debi-
do proceso legal 
y perspectiva de 
género en el ac-
ceso a la justicia.

4.1  Las violaciones a los dere-
chos humanos de la periodista 
Ana Lilia Pérez, en materia de 
acceso a la justicia se analizan 
desde un enfoque de género y 
el derecho al debido proceso le-
gal, considerando los estándares 
internacionales que se han desa-
rrollado al respecto.  

En materia del debido proce-
so legal destaca lo siguiente:

 1) Tribunal imparcial  
e independiente.

Entre las principales reglas del 
debido proceso legal se determina 
que: el Poder Judicial debe ser un ór-
gano de control, garantía y protec-
ción de los derechos humanos; que 
los recursos judiciales sean efectivos, 
y que las instancias encargadas de 
aplicar la ley, sean independientes  
e imparciales.

En el caso de la periodista, que-
da claro que el principio del debido 
proceso legal no fue respetado, tal 
como lo documentó la CNDH, toda 
vez que el Consejo de la Judicatura 
del Poder Judicial del Estado de Ja-
lisco, lugar en donde se promovie-
ron los primeros juicios en contra de 
ambos comunicadores, no sancio-
nó la conducta parcial del juzgador. 

Estas circunstancias permiten afir-
mar que la libertad de expresión se 
vio violentada por el propio tribunal 
y propició la corrupción al aplicar 
instrumentos legales en forma par-
cial en perjuicio de los periodistas 
para impedir y controlar el ejercicio 
de su derecho a informar.

2) Principio de legalidad.

Implica que los procesos judicia-
les que inicien las autoridades de-
ben ser conducidos de acuerdo 
con pruebas objetivas y legalmen-
te producidas, desechar aquellas 
que se obtengan en forma irregular 
y sancionar a las personas que co-
mentan conductas ilícitas como lo 
son la intimidación y amenazas a las 
contrapartes.

En los procesos civiles instru-
mentados en contra de ambos 
periodistas se detectaron diversas 
anomalías que no fueron sancio-
nadas por las autoridades, las que 
motivaron la presentación de la 
queja ante la CNDH, así como las  
denuncias penales.

3) El principio de una adecuada 
protección jurídica.

Consiste en proteger, en mayor 
medida, los intereses de ciertas per-
sonas, grupos discriminados o mar-
ginados a quienes el Estado debe 
otorgar un trato preferente o una pro-
tección especial. 

En el caso que nos ocupa, la des-
igualdad desproporcionada entre los 
actores involucrados en los procesos 
civiles, implicaba la obligación de los 
juzgadores de valorar los derechos 
de cada una de las partes y señalar, 
en forma diferenciada, las medidas 
de protección que garantizaran el 
acceso pleno a la justicia.

En ese sentido la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos (Corte 
IDH),  señala que:

“Para alcanzar sus objetivos, el 
proceso debe tener en cuenta 
los factores de desigualdad real 
de quienes son llevados ante la 
justicia. Es así como se atiende 

el principio de igualdad ante la 
ley y los tribunales y la correlati-
va prohibición de discriminación. 
La presencia de condiciones de 
desigualdad real obliga a adop-
tar medidas de compensación 
que contribuyan a reducir o eli-
minar los obstáculos y deficien-
cias que impidan o reduzcan la 
defensa eficaz de los propios inte-
reses. Si no existieran esos medios 
de compensación, ampliamente 
reconocidos de diversas vertien-
tes del procedimiento, difícilmen-
te se podría decir que quienes se 
encuentran en condiciones de 
desventaja disfrutan de un ver-
dadero acceso a la justicia y se 
benefician de un debido proceso 
legal en condiciones de igualdad 
con quienes no afrontan esas 
desventajas”43.

 
En el caso de Pérez y Badillo, a pe-
sar de existir esta desproporción en 
la situación de las partes del juicio, 
ninguno de los juzgadores estable-
ció medidas que propiciaran que los 
procesos se llevarían en condiciones 
de igualdad.

4.2  En materia de género, la 
Suprema Corte de Justicia ha se-
ñalado que juzgar con perspec-
tiva de género implica:

“una obligación constitucio-
nal y convencional de combatir 
la discriminación por medio del 
quehacer jurisdiccional para ga-
rantizar el acceso a la justicia y 
remediar, en un caso concreto, 
situaciones asimétricas de poder. 
Así, el Derecho y sus instituciones 
constituyen herramientas eman-
cipadoras que hacen posible 
que las personas diseñen y eje-
cuten un proyecto de vida digna 
en condiciones de autonomía e 
igualdad”.44

43	  Corte IDH. Caso Baldeón García 
vs Perú. Sentencia de 6 de abril de 2006, 
párrafo 202.
44	  Protocolo para juzgar con perspec-
tiva de género. México: Suprema Justicia 
Corte de Justicia, pág.73
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En ese sentido, es de considerar 
como un principio rector de este aná-
lisis, las obligaciones derivadas de la 
protección a la no discriminación; 
donde las personas encargadas de 
administrar justicia deben establecer 
medidas para atender en forma di-
ferenciada las situaciones de poder 
entre las partes. En los procesos judi-
ciales, no se aplicó una perspectiva 
de género, debido a que se invisibi-
lizó la diferencia en los daños causa-
dos a la y el demandados. 

Las acciones que debieron desa-
rrollarse en el presente caso son: 

1) Determinación de los hechos e 
interpretación de la prueba.

Establecer el contexto en el que 
se desarrollaron los hechos,  toman-
do en consideración que se trata-
ron de situaciones las denuncias 
públicas de corrupción, los jueces 
debieron de solicitar información a 
la instancias vinculadas a las contra-
lorías internas u órganos internos de 
control obligados a vigilar a todas 
las autoridades involucradas en los 
actos de corrupción, como parte 
de las diligencias para mejor pro-
veer qué debe realizar un juzgador 
o juzgadora.

2) Aplicación de estándares inter-
nacionales en materia de igualdad 
y no discriminación.

Los juzgadores responsables de-
bieron incorporar en sus resoluciones 
las disposiciones de los convenios 
en materia de Derechos Humanos, 
especialmente las vinculadas a la 
igualdad, donde les ordenan aten-
der las afectaciones en forma dife-
renciada entre las partes.

4.3 Derechos de las mujeres 
víctimas de violencia.

Según lo establece la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una 
Vida libre de Violencia, la violencia 
institucional45 son los actos u omisio-
nes de las y los servidores públicos de 

45	  Artículo 18. LGAMVLV.

cualquier orden de gobierno que dis-
criminen o tengan como fin dilatar, 
obstaculizar o impedir el goce y ejer-
cicio de los derechos humanos de las 
mujeres así como su acceso al disfru-
te de políticas públicas destinadas 
a prevenir, atender, investigar, san-
cionar y erradicar los diferentes tipos  
de violencia.

Aunado a las violaciones a los de-
rechos humanos aquí documenta-
das y a los actos de violencia institu-
cional que afectaron la vida de Ana 
Lilia Pérez, conforme a la LGAMVLV, 
también infringieron sus derechos a:

“II. Contar con protección inme-
diata y efectiva por parte de las au-
toridades;

V. Recibir información médica y 
psicológica;”46

La situación de peligro que hasta 
la fecha vive la periodista, ha sido 
expuesta a través de entrevistas y 
en diversas publicaciones. En su 
testimonio incluido en el libro Ellas 
tecleando su historia,47 refiere a una 
charla sostenida con empresarios 
de Ciudad Juárez, Chihuahua, a 
quienes comentó:

“Yo tenía la instrucción de no 
quedarme ni un día allá; cuando 
un empresario como él no sólo 
confirma información sino que da 
a conocer cómo soborna a los 
alcaldes, crea diputados y hasta 
me entrega documentos que lo 
prueban, sentí que algo no esta-
ba bien. Todo lo que dijo lo grabé 
con su aprobación, fueron casi 
cinco horas de entrevista, regresé 
el mismo día por los medios que la 
revista me proporcionó.”48

Y agrega: “durante mucho 
tiempo estuve recibiendo ame-
nazas de muerte vía telefónica, 
tanto del Grupo Zeta como de 
Oceanografía, me mandaban 

46	  Cfr. Artículo 52. LGAMVLV
47	  García, Elvira. Ellas, tecleando su 
historia, conversando con mujeres perio-
distas. México: Grijalbo, 2012.
48	  Op. Cit. Pág. 32

documentos de prueba para que 
supiera que son ellos los que es-
tán actuando”.49

4.4 Vinculación con las instan-
cias para la prevención, atención 
y sanción de la violencia contra 
las mujeres. 

La invisibilización de los actos de 
violencia institucional en agravio de 
la labor de las periodistas, toda vez 
que el Estado adolece de procedi-
mientos y mecanismos especializa-
dos para la atención de las comu-
nicadoras, se pone de manifiesto 
con la falta de participación de ins-
tancias gubernamentales como la 
Fiscalía especial para los delitos de 
violencia contra las mujeres y trata 
de personas (Fevimtra), de la Procura-
duría General de la República (PGR), 
e incluso en la ausencia del tema so-
bre la protección a la labor que des-
empeñan las periodistas en la agen-
da de trabajo de los programas de 
prevención a la violencia de género.

5. Conclusiones

Con base en un análisis integral del 
caso con una perspectiva de dere-
chos humanos y enfoque de género, 
se presentan las siguientes conclusio-
nes:

1) Debido a las irregularidades 
que se observaron en los procesos 
civiles establecidos en contra de 
Ana Lilia Pérez Maldonado, se de-
muestra que los daños sufridos en su 
integridad, a su vida privada y en su  
labor periodística fueron diferentes 
a las sufridas por el periodistas Mi-
guel Badillo, pues al tratarse de su 
condición de género, se violaron los 
derechos reconocidos en las con-
venciones internacionales como 
leyes nacionales que establecen la 

49	  Op. Cit. Pág. 35

obligación de contar con medidas 
de protección especiales que atien-
dan a las condiciones singulares 
derivadas de la discriminación es-
tructural que existen en los casos de 
violencia de género.

Esta situación se hizo evidente por 
la condición de riesgo que la llevó a 
salir de país como última medida de 
protección efectiva, a diferencia de 
los peligros que se presentaron con su 
compañero periodista.

2) Si bien en la actualidad existen 
mecanismos de protección a perio-
distas que no habían cuando Pérez 
Maldonado tuvo que dejar México, 
hoy en día tampoco se han desa-
rrollado medidas para garantizar el 
retorno de las y los periodistas que 
hubieron de migrar por motivos de 
seguridad. 

Por lo anterior, es indispensable 
que los programas de protección 
incluyan medidas concretas y atien-
dan las necesidades específicas que 
permitan a mujeres periodistas un re-
torno seguro a su vida personal, fami-
liar y laboral.
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4. Feminicidio:  
Regina Martínez 
Pérez

 

Resumen ejecutivo

Regina Martínez Pérez era corres-
ponsal en Xalapa, Veracruz, de la re-
vista Proceso. Su labor periodística la 
enfocó a cubrir temas vinculados con 
seguridad y política. En múltiples oca-
siones realizó trabajos especiales sobre 
la presencia de grupos de la delin-
cuencia organizada relacionados con 
el narcotráfico, y en una de sus últimas 
entregas informativas, abordó el perfil 
de los políticos Reynaldo Escobar, ex-
procurador de Justicia del estado y de 
Alejandro Montano, ambos candida-
tos a diputados federales del Partido 
Revolucionario Institucional (PRI), para 
las elecciones de 2012. 

Ya en 2001, Martínez Pérez se había 
distinguido por ser una de las dos úni-
cas periodistas que publicaban sus re-
portajes en la primera plana del Diario 
Política, de circulación local. Su traba-
jo de periodismo de investigación la 
llevó a recorrer casi todo el estado y 
sufrir presiones políticas por los temas 
que indagaba. A pesar del clima de 
hostilidad que tuvo con los nuevos di-
rectivos del diario, ella se mantuvo y 
pronto se colocó como la única repor-
tera que continuó con esa labor. Este 
ambiente de animadversión se reflejó 
en su trabajo que la obligó a interpo-
ner una demanda laboral; los artícu-
los que no eran publicados en el me-
dio impreso, los difundió a través de  
Radio Teocelo.

Entonces también colaboraba para 
la agencia Apro, y en 2002 pasó a for-
mar parte de la red de corresponsales 
de Proceso a donde enviaba sema-
nalmente sus investigaciones. Se tiene 
conocimiento que las ediciones de la 
revista que incluían sus reportajes, en 
varias ocasiones fueron retiradas de 
los espacios comerciales en Veracruz.

Ante el incremento de casos de 
hostigamiento contra periodistas en 
el estado, el 27 de septiembre de 
2011, Regina Martínez escribió: “Vivo 
el peor clima de terror, cierro con lla-
ve toda la casa, no duermo, salgo a 
la calle viendo a un lado y otro,  para 
ver si no hay peligro”.

En 2008, la Procuraduría de Justi-
cia del estado de Veracruz (PGJV), 
abrió una investigación en su contra 
y de su colega Rodrigo Vera, por una 
fotografía publicada en el semanario 
relacionada con la muerte de la in-
dígena Ernestina Ascencio. Ese año, 
los dos periodistas fueron citados a 
declarar sobre el caso en calidad de 
testigos, según informó Martínez Pé-
rez a la organización civil Reporteros 
Sin Fronteras.

En diciembre de 2011, mientras va-
cacionaba con sus padres, su domi-
cilio fue allanado bajo circunstancias 
peculiares que le hicieron sospechar 
que el asalto lo habían perpetrado 
profesionales. Posteriormente, em-
pezó a tener problemas con sus co-
nexiones a internet y en su teléfono 
particular, herramientas primordiales 
para desarrollar su trabajo que solía 
realizarlo en casa, por lo que se veía 
obligada a acudir a lugares públicos 
para enviar sus reportajes. 

Días antes de su asesinato, por mo-
tivos de seguridad y ante el ambien-
te de peligro que la amenazaba, 
durmió en la casa familiar del com-
pañero reportero con el que recién 
había publicado otro reportaje.

El 27 de abril de 2012, Regina Martí-
nez envió el que sería su último traba-
jo de investigación. El 28 de ese mes, 
la periodista apareció asesinada en 
su domicilio.

El 3 de mayo de 2012, cinco días 
después del homicidio de Regina 
Martínez, se localizaron los cuerpos 
de tres fotoreporteros y una asisten-
te de publicidad, quienes se habían 
marchado de Veracruz tras el asesi-
nato de la periodista Yolanda Ordaz, 
ocurrido en julio de 2007.

1. Antecedentes

En 2008, la PGJV inició una averi-
guación en contra Regina Martínez 
y su colega Rodrigo Vera, con base 
en la publicación de una fotografía 
relacionada con la muerte de la indí-
gena Ernestina Ascencio, en la revis-
ta Proceso. Ambos fueron citados a 
declarar en calidad de testigos. 

2. Análisis  
documental

2.1 Averiguación Previa PGJ/
UAI/260/2012.

El cadáver de Regina Martínez fue 
descubierto tras el reporte de una 
vecina que se sorprendió al perca-
tarse de que la puerta de la casa de 
la periodista tenía varias horas abier-
ta y no había señales de movimiento.

Su cuerpo fue encontrado en el 
cuarto de baño, estaba vestida con 
ropa normal del día y no presentaba 
signos de agresión sexual.

Elementos que integraron la inves-
tigación:

1) El dictamen de la necropsia 
detalló que había muerto entre las 
cuatro y cinco horas del día, que 
presentaba golpes en el rostro y las 
costillas, y que había sido estrangu-
lada hasta su muerte.

2) En el lugar de los hechos se 
identificó la falta del televisor, teléfo-
nos celulares y computadora.

2.2 Se conformó la Comisión 
Especial Investigadora para dar 
seguimiento a las averiguacio-
nes, con la participación de la 
Comisión Nacional de Derechos 
Humanos (CNDH), y su homóloga 
estatal; del periodista Jorge Ca-

rrasco, de la revista Proceso y, en 
representación de la Procuraduría 
General de la República (PGR), el 
Subprocurador de Derechos Hu-
manos, Atención a Víctimas y Ser-
vicio a la Comunidad, Miguel On-
tiveros Alonso.

2.3 Posteriormente, se integró 
la Fiscalía Especial para la Aten-
ción de Delitos cometidos contra 
Periodistas (FEADP), que abrió 
otra averiguación donde se in-
cluyeron los resultados de nue-
vas diligencias:

1) Investigación de la denuncia de 
la tortura por parte del detenido, Jor-
ge Antonio Hernández Silva. Se prac-
ticaron pruebas periciales para deter-
minar si se ejerció o no la tortura.

2) Pruebas periciales sobre las 
evidencias localizadas en el lugar  
del hallazgo.

El 29 de octubre de 2012, el dicta-
men estableció que “los fragmentos 
dactilares latentes (dubitable) y los 
decadactilares del C. Jorge Antonio 
Hernández Silva, alias El Silva (indu-
bitable), no corresponden en ubi-
cación, situación, relación, forma y 
dirección”.

3) Se investigaron los anteceden-
tes penales de Adrián Hernández 
Domínguez, alias El Jarocho, otro 
de los presuntos responsables. Se 
comprobó que tenía antecedentes 
penales y que se contaba con tes-
timonios que lo identificaban como 
informante del gobierno del estado.

2.4 Proceso penal en contra de 
Jorge Antonio Hernández Silva.

1) El 31 de octubre 2012, se consig-
nó a Hernández Silva ante el Juzga-
do Tercero de Primera Instancia del 
distrito judicial de Xalapa, Ver., bajo 
la Causa Penal 358/2012.

2) Las diligencias de la averigua-
ción previa realizadas por la Pro-
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curaduría del estado se remitieron 
a este Juzgado Tercero de Primera 
Instancia, que determinó la libertad 
de Adrián Hernández Domínguez, 
alias El Jarocho, a pesar de haber 
sido señalado como el principal 
autor del asesinato de la periodista  
al asfixiarla.

3) Entre las inconsistencias del pro-
ceso penal, se detectó que:

a) No se realizaron las valoracio-
nes de las huellas ni de los tipos de 
sangre, con las evidencias.

b) Se asentó que los presuntos 
responsables habían estado be-
biendo con la periodista y que fue 
ella quien salió a comprar las bebi-
das. No obstante, el dictamen de 
la necropsia determinó que no se 
detectó la presencia de alcohol 
etílico u otras sustancias de tipo vo-
látil en el cuerpo de la occisa.

c) El 9 de abril de 2013 se dictó la 
sentencia condenatoria de 38 años 
y dos meses de prisión en contra de 
Jorge Hernández Silva, alias El Silva, 
por su coparticipación en la comi-
sión de los delitos de homicidio ca-
lificado y robo agravado cometido 
en perjuicio de la periodista Regina 
Martínez Pérez, se incluyó una san-
ción económica de 17 mil 724 pesos 
y el pago de la reparación del daño 
por 81 mil 473 pesos con 20 centavos, 
por ambos delitos.

2.5 Recursos del proceso contra 
Jorge Antonio Hernández Silva.

1) Toca penal 673-13 del Tribunal 
Superior de Justicia. La defensa de 
Jorge Hernández Silva y el represen-
tante de la Revista Proceso, presen-
taron el recurso de apelación en 
contra de la sentencia, señalando 
las violaciones al debido proceso le-
gal; por lo que el Magistrado revocó 
la sentencia emitida, ordenando al 
Juez,  se dictará  una sentencia ab-
solutoria, en la resolución del toca se 
señaló lo siguiente: 

“No se llevó a cabo un debi-
do proceso, en primer término, 
porque no medió orden de apre-
hensión para la detención del in-
culpado y éste fue detenido seis 
meses después de los hechos, 
trasgrediendo así los artículos 14 y 
16 constitucionales.”

Además, establece que en la sen-
tencia se advierte que Jorge Antonio 
Hernández aceptó su supuesta cul-
pabilidad mediante “tortura”, sien-
do su declaración confesa la única 
prueba válida con que cuenta la 
PGJV para sostener la versión de que 
fue uno de los dos asesinos materia-
les de Regina Martínez. 

“La sentencia de condena que 
se revoca se encuentra sostenida 
únicamente en la confesión del 
propio inculpado, la cual fue lle-
vada a cabo mediante tortura, 
por lo cual no debería otorgárse-
le validez.”

2) Desde agosto de 2013, Ángel 
Alfonso Martínez, hermano de Re-
gina Martínez, interpuso un amparo 
ante el Poder Judicial de la Federa-
ción (PJF), para revertir la liberación 
de Jorge Antonio Hernández Silva, 
acusado por la PGJ veracruzana del 
asesinato de la periodista.

2.6 Líneas de investigación vin-
culadas al trabajo periodístico de 
Regina Martínez.

Ninguna de las autoridades inves-
tigadoras, como fue la PGJV y la Fis-
calía Especial para la investigación 
de delitos cometidos contra periodis-
tas, de la PGR, continuaron las líneas 
de indagación con base en sus últi-
mos trabajos periodísticos entre los  
que destacan: 

1) Investigación sobre las eleccio-
nes. Versó respecto de las candida-
turas del ex procurador de Veracruz, 
Reynaldo Escobar y del ex director 
de Seguridad Pública, Alejandro 
Montano a las diputaciones federa-
les para las elecciones del 1 de julio 
de 2012.

2) El trabajo encomendado sobre 
la supuesta participación del alcal-
de del PAN en Chinameca, Ver., 
Martín Padua, con la delincuencia 
organizada, lo interrumpió el 18 de 
abril, tras un enfrentamiento en el 
lugar entre personas presuntamente 
involucradas con la delincuencia or-
ganizada y militares.

3) La causa del despido de la pe-
riodista del Diario Política fue a con-
secuencia de una publicación sobre 
la muerte de la indígena Ernestina 
Ascencio, en la Sierra de Zongolica, 
en 2007, donde estuvo involucrado 
el ejército.

 3. Otras instancias

3.1  La Comisión Estatal para la 
Atención y Protección de los Pe-
riodistas instruyó a la Secretaría 
Ejecutiva acordar una reunión con 
la PGJV para conocer “el estado” 
y “los avances” de las investiga-
ciones del homicidio de la corres-
ponsal de Proceso, Regina Mar-
tínez Pérez, así como el de otras 
agresiones hacia periodistas en  
la entidad.

 1) Amenazas contra el periodista 
coadyuvante.

Durante los últimos cinco días 
previos a la sentencia, según el co-
municado emitido50 por la revista 
Proceso, Carrasco recibió informa-
ción sobre un plan para agredirlo 

50	  Revista Proceso, del 28 de abril del 
2013.”Regina Martínez , “sé que me van a 
matar…” pág. 6 a 13. 

físicamente. El complot, abunda el 
boletín, fue fraguado con la partici-
pación de agentes del gobierno de 
Veracruz. Tanto la CNDH, como el 
mecanismo de Protección a Perio-
distas a nivel federal, fueron notifica-
dos y ofrecieron medidas de protec-
ción de acuerdo con lo establecido 
en el marco legal correspondiente.

3.2 Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH). 

En el Informe Anual de la Relatora 
Especial de la Libertad de Expresión 
2013, se señaló que:

“Según informó el medio, ha-
brían recibido información acer-
ca de reuniones mantenidas entre 
exfuncionarios y funcionarios del 
estado de Veracruz cuyo propó-
sito habría sido acordar acciones 
hostiles en contra del reportero, 
en respuesta a sus publicaciones 
en torno al caso de Regina Mar-
tínez. El semanario indicó que 
había informado a la Comisión 
Nacional de los Derechos Huma-
nos, a la Procuraduría General de 
la República y a la Secretaría de 
Gobernación sobre los detalles 
relativos a esas reuniones y sus su-
puestos participantes. Las autori-
dades habrían activado el meca-
nismo de protección a periodistas 
en favor del reportero.”51

51	  Informe Anual de la Relatoría Espe-
cial de Libertad de Expresión, Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 
2013, párr. 213.
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4. Análisis del caso 
sobre la aplicación 
de la debida dili-
gencia y perspecti-
va de género en el 
acceso a la justicia

El análisis relacionado con las ac-
tuaciones de las procuradurías ten-
dría que ajustarse a los principios de 
la debida diligencia para garantizar 
el acceso a la justicia.

En ese sentido, la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (Corte 
IDH) señaló que: 

“Las autoridades estatales que 
conducen una investigación de-
ben intentar como mínimo inter 
alia: a) identificar a la víctima; b) 
recuperar y preservar el mate-
rial probatorio relacionado con 
la muerte, con el fin de ayudar 
en cualquier potencial investiga-
ción penal de los responsables; c) 
identificar posibles testigos y obte-
ner sus declaraciones en relación 
con la muerte que se investiga; 
d) determinar la causa, forma, lu-
gar y momento de la muerte, así 
como cualquier patrón o prácti-
ca que pueda haber causado la 
muerte; y e) distinguir entre muer-
te natural, muerte accidental, 
suicidio y homicidio. Además, la 
Corte hace notar que: a) se debe 
investigar exhaustivamente la 
escena del crimen, y b) profesio-
nales competentes deben llevar 
a cabo autopsias rigurosamente, 
así como análisis de restos huma-
nos, empleando los procedimien-
tos más apropiados.”52

52	  Corte IDH, inter alia, Caso del Penal 
Miguel Castro Castro, supra nota 33, párr. 
383. Caso Vargas Areco, supra nota 22, 
párr. 91. Caso Servellón García y otros, 
supra nota 44, párr. 120. Caso de las Ma-
sacres de Ituango, supra nota 47, párr. 298. 

Según el Informe Estudio especial 
sobre la situación de las investigacio-
nes sobre el asesinato de periodistas 
por motivos que pudieran estar rela-
cionados con la actividad de perio-
dística,53 se establece que la falta de 
cumplimiento de estas disposiciones 
genera impunidad, por lo que:

”Los Estados están en la obli-
gación de evitar y combatir, por 
todos los medios legales dispo-
nibles, la impunidad, tanto la de 
facto como la de iure. La impuni-
dad no sólo constituye en sí misma 
una infracción de la obligación 
de garantizar el libre y pleno ejer-
cicio de los derechos humanos, 
sino que propicia la repetición 
crónica de las violaciones de los 
mismos y la total indefensión de 
las víctimas y de sus familiares.”54

En la investigación del pre-
sente caso,  los indicadores que 
 se destacan:

4.1 Oficiosidad.55

Este principio señala la obligación 
de la autoridad responsable de es-
tablecer las acciones que permitan 

Caso de la Masacre de Mapiripán, supra 
nota 33, párr. 224. Caso de la Comunidad 
Moiwana, supra nota 45, párr. 149. 
53	  Estudio especial sobre la situación 
de las investigaciones sobre el asesinato 
de periodistas por motivos que pudieran 
estar relacionadoas con la actividad pe-
riodística. Relatoría Especial de Libertad 
de Expresión, Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 2008.
54	  Opt,cit. Párr. 72.
55	  La investigación debe ser realizada 
por todos los medios legales disponibles 
y orientada a la determinación de la 
verdad y a la persecución, captura, enjui-
ciamiento y eventual castigo de todos los 
responsables intelectuales y materiales de 
los hechos, especialmente cuando están 
o puedan estar involucrados agentes es-
tatales. Corte IDH. Caso de la Masacre de 
Pueblo Bello vs. Colombia, supra nota 22, 
párr. 143. Caso de la Masacre de Mapiri-
pán vs. Colombia, supra nota 25, párr. 219 
y 223. Caso de la Comunidad Moiwana vs. 
Suriname, supra nota 1, párr. 145 y Caso 
Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, 
supra nota 1, párr. 132.

identificar líneas de investigación de 
acuerdo con el hecho investigado, 
para lo cual se deben considerar los 
elementos vinculados con su entorno 
personal, laboral, social y comunitario.

En el caso analizado, se determinó 
que las pesquisas realizadas por las 
procuradurías debieron integrarse a 
fin de incorporar las líneas de inves-
tigación vinculadas a las evidencias 
identificadas en el lugar de los he-
chos y con su labor periodística; así 
como aquellas relacionadas con la 
violencia comunitaria, es decir, la si-
tuación de riesgo en la que viven las 
y los periodistas en el estado.

 En ese sentido se observó que:

a) La investigación crimino-
lógica debió centrarse en su  
labor periodística.

b) Se debieron vincular las investi-
gaciones previas, así como los docu-
mentos de análisis de la situación del 
gremio en el estado.

c) Las circunstancias de vulnera-
bilidad, reafirmadas por la discrimi-
nación estructural con base en su 
condición de género, debieron ob-
servarse dado que fueron éstas las 
que se utilizaron para limitar la inves-
tigación y centrar  el supuesto móvil 
en su vida privada.

4.2  Criterio de oportunidad.

Este principio implica la obligación 
de tener una investigación que ga-
rantice el resguardo adecuado de 
las evidencias, preservación y reco-
lección de las pruebas o la identifica-
ción de testigos.56

En el caso de la investigación ana-
lizada, este principio no se atendió, 

56	  Se deben iniciar de manera inme-
diata para impedir la pérdida de pruebas 
que pueden resultar fundamentales en 
la determinación de responsabilidades, 
se deben realizar en un plazo razonable 
y deben ser propositivas. Cfr. Corte IDH. 
Caso Ximenes Lopes vs. Brasil, supra nota 
22, párr. 189.

toda vez que la Procuraduría del es-
tado, responsable de la integración y 
resguardo de las evidencias, no llevó 
a cabo las indagaciones adecuadas 
que permitieran realizar un juicio justo.

4.3  Principio de competencia.

La investigación debe efectuarse 
por profesionales competentes y con 
el uso de los procedimientos apropia-
dos. Este principio también se vincu-
la con la imparcialidad del tribunal, 
que refiere el debido proceso. 

Tampoco se cumplió con este prin-
cipio en tanto que la averiguación 
no fue imparcial; desde el momento 
en que se limitaron las líneas de inves-
tigación, se parcializó el resultado, y 
menos aún se buscó contar con las 
personas adecuadas para levantar 
las pesquisas y realizar el análisis de 
las evidencias.

Para los casos de delitos contra 
periodistas, según los protocolos es-
tablecidos se debieron consultar 
peritos en materia de situaciones de 
riesgos vinculadas con su labor infor-
mativa y su condición de género, así 
como gestionar peritajes en antropo-
logía social que permitieran ubicar el 
móvil del homicidio.

4.3  Exhaustividad.

La investigación debe agotar todos 
los medios para esclarecer la verdad 
de los hechos y proveer el castigo de 
las personas responsables.

Este principio implica que todas las lí-
neas de investigación se hayan cerrado 
en forma congruente y adecuada; que 
las indagatorias estén vinculadas en 
forma pertinente y todos los elementos 
integrados adecuadamente para con-
formar la verdad histórica.

La Relatoría de Libertad de Expresión 
de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH), en su Informe 
Anual advirtió que:

4. Análisis del caso  
sobre la aplicación 
de la debida  
diligencia y  
perspectiva de  
género en el  
acceso a la justicia
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“La obligación de conducir 
la investigación con debida dili-
gencia y agotar todas las líneas 
lógicas de indagación reviste 
especial relevancia en casos 
de violencia contra periodistas, 
dado que una investigación que 
no pondere aspectos vinculados 
con el contexto, como la activi-
dad profesional del periodista, 
tendrá menos posibilidades de 
conseguir resultados y proba-
blemente despertará cuestio-
namientos sobre la voluntad 
de las autoridades de resolver  
el crimen.”57

4.4 Aspectos vinculados a la dis-
criminación de género.

Las periodistas que viven violencia 
requieren que la autoridad reconozca 
el doble riesgo que conlleva ser mujer 
periodista, y les garantice una protec-
ción integral a sus derechos humanos 
con perspectiva de género.

La Relatora Especial de Libertad de 
Expresión de la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos (CIDH), 
expresó, en la presentación de su in-
forme sobre la protección de los pe-
riodistas y la libertad de los medios de 
prensa, que “las mujeres periodistas 
corren peligros adicionales como la 
agresión sexual, la violencia sexual de 
la turba contra periodistas que cubren 
acontecimientos públicos o el abuso 
sexual cuando se encuentran en de-
tención o cautiverio. La existencia de 
poderosos estigmas culturales y profe-
sionales hace que no se den a cono-
cer muchos de estos atentados. Por lo 
tanto, al considerar medidas para ha-
cer frente a la violencia contra los pe-
riodistas, hay que tener en cuenta las 
cuestiones de género”.58  

57	  Informe Anual de la Relatoría  
Especial de Libertad de Expresión, 2013. 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, OEA /Ser.L/V/II.149 Doc. 50, 31 
diciembre, 2013, párrafo 203.
58	  Idem.

Al carecer de perspectiva de gé-
nero la investigación del homicidio 
de Regina Martínez, se impidió la 
posible identificación del caso como 
una forma de feminicidio; y sólo se 
le puede relacionar con la violencia 
institucional, pues la falta de protec-
ción integral que debió tener la pe-
riodista por la situación de riesgo que 
vivía, derivó en su asesinato.

La Suprema Corte de Justicia de-
terminó que juzgar con perspectiva 
de género:

“Responde a una obligación 
constitucional y convencional de 
combatir la discriminación por 
medio del quehacer jurisdiccio-
nal para garantizar el acceso a 
la justicia y remediar, en un caso 
concreto, situaciones asimétricas 
de poder. Así, el Derecho y sus ins-
tituciones constituyen herramien-
tas emancipadoras que hacen 
posible que las personas diseñen 
y ejecuten un proyecto de vida 
digna en condiciones de autono-
mía e igualdad.”59

Con base en esta premisa, las ac-
ciones que debieron desarrollarse en 
este caso son: 

1) Determinación de los hechos e 
interpretación de la prueba.

Establecer el contexto en que se 
llevaron a cabo los hechos, iden-
tificar las acciones de corrupción 
solicitando a las instancias pertinen-
tes los informes correspondientes y 
entregar las condiciones obligadas 
como diligencias para que el juz-
gador cuente con los mejores ele-
mentos para realizar su trabajo con 
justicia. 

2) Aplicación de estándares inter-
nacionales en materia de igualdad 
y no discriminación.

59	  Protocolo para juzgar con perspec-
tiva de género editado  por la  Suprema 
Justicia Corte de Justicia, pág.73.

Los juzgadores responsables de-
bieron observar en sus resolucio-
nes las disposiciones de los con-
venios en materia de derechos 
humanos, con especial atención 
a las vinculadas con la igualdad, 
donde se ordena atender las 
afectaciones en forma diferencia-
da entre las partes.

4.6 Derechos de las mujeres víc-
timas  de violencia.

Según establece la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida 
libre de Violencia (LGAMVLV), se en-
tiende por violencia institucional:60

“Los actos u omisiones de las y 
los servidores públicos de cual-
quier orden de gobierno que 
discriminen o tengan como fin 
dilatar, obstaculizar o impedir 
el goce y ejercicio de los dere-
chos humanos de las mujeres 
así como su acceso al disfrute 
de políticas públicas destinadas 
a prevenir, atender, investigar, 
sancionar y erradicar los diferen-
tes tipos de violencia.”

Las violaciones a los derechos hu-
manos que se documenton en el caso 
de Regina Martínez, se pueden consi-
derar actos de violencia institucional, 
pues fueron los propios juzgadores 
quienes generaron acciones de discri-
minación al no considerar los daños in-
fringidos en forma diferenciadas entre 
la y los involucrados, y con base en ello, 
establecer las medidas de protección 
especiales que requería la periodista.

Así como tampoco consideraron 
otros derechos para las mujeres vícti-
mas, asentados en la LGAMVLV:

“II. Contar con protección in-
mediata y efectiva por parte de  
las autoridades;
60	  Artículo 18 de Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia (LGAMVLV).

V. Recibir información médica y 
psicológica;”61

De acuerdo con lo establecido en 
la LGAMVLV, la violencia feminicida es:

“La forma extrema de violen-
cia de género contra las mujeres, 
producto de la violación de sus 
derechos humanos, en los ámbi-
tos público y privado, conforma-
da por el conjunto de conductas 
misóginas que pueden conllevar 
impunidad social y del Estado y 
puede culminar en homicidio y 
otras formas de muerte violenta 
de mujeres.”62

La violencia que viven las mujeres 
periodistas debe ser investigada con 
perspectiva de género para identifi-
car las diversas violaciones a sus de-
rechos humanos tanto en el ámbito 
público como en el privado. Contrario 
a los feminicidios reconocidos en los 
códigos penales vigentes, donde se 
ha vinculado la conducta feminicida 
a la cometida en casos de violencia 
de pareja, la institucional no reconoce 
la situación de riesgo que enfrentan las 
periodistas en su ambiente de trabajo, 
donde a diferencia de los periodistas, 
en el caso de ellas se presentan as-
pectos vinculados a la discriminación 
estructural.

Por primera vez en 2013, el Informe 
de la Relatora Especial de Libertad de 
Expresión dedica un apartado para vi-
sibilizar la situación especial por la que 
atraviesan las periodistas, y recomien-
da el involucramiento de instancias es-
pecializadas en materia de violencia 
de género además de que se creen 
protocolos específicos.

“En suma, la Relatoría mani-
fiesta su preocupación ante la 
situación de las mujeres perio-
distas y los riesgos diferenciados 
que enfrentan por el ejercicio de 
la profesión en las Américas. Pre-
ocupa de manera particular la 
poca atención dada hasta aho-
ra al fenómeno y los obstáculos 

61	  Cfr. Artículo 52 de LGAMVLV.
62	  Artículo 21 de la LGAMVLV.
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evidenciados para su denuncia y 
comprensión. Por este motivo, rei-
tera a los Estados la necesidad de 
mejorar los mecanismos de pre-
vención, protección y respuesta 
judicial para cumplir plenamente 
con las obligaciones descritas en 
este informe y garantizar a las mu-
jeres el pleno ejercicio a la liber-
tad de expresión.”63

4.7 Vinculación con las instan-
cias para la prevención, atención 
y sanción de la violencia contra 
las mujeres.

La invisibilización de los actos de 
violencia institucional en agravio de 
la labor de las periodistas, toda vez 
que el Estado adolece de procedi-
mientos y mecanismos especializa-
dos para la atención de las comuni-
cadoras, quedó manifestada ante la 
falta de participación de instancias 
gubernamentales como la Fiscalía 
Especial para los delitos de violencia 
contra las mujeres y trata de perso-
nas (Fevimtra), de la PGR; e incluso en 
la ausencia del tema sobre la protec-
ción a la labor que desempeñan las 
periodistas en la agenda de trabajo 
de los programas de prevención a la 
violencia de género.

Conclusiones

Con base en un análisis integral del 
caso, con una perspectiva de derechos 
humanos y enfoque de género, se pre-
sentan las siguientes conclusiones:

1) El caso debe ser identificado 
como una forma de feminicidio 
donde la conducta de violencia se 
presentó en el ámbito público, ge-
nerado por la falta de elementos de 
protección que no garantizaron el 
desarrollo de la labor periodística de 
Regina Martínez.

63	  Opt. Cit. Párrafo 269.

2) Como consecuencia, es me-
nester emprender una investigación 
bajo los principios de debida diligen-
cia y no discriminación a efecto de 
impulsar líneas de indagación vin-
culadas a su labor periodística y las 
condiciones de género que la colo-
caron en un nivel de alto riesgo.

3) Es prioritario mejorar los meca-
nismos de protección a periodistas y 
diseñar un protocolo especializado 
para la atención de casos de mu-
jeres periodistas, en el que se esta-
blezca con claridad la forma en que 
deben integrarse las investigaciones 
vinculadas al trabajo periodístico y 
la perspectiva de género.

4) Impulsar, con las instancias 
especializadas en materia de vio-
lencia contra las mujeres, la crea-
ción de espacios de atención 
para las periodistas víctimas de  
violencia institucional.

 Conclusiones  
generales del  
análisis legal de los 
casos emblemáticos

Los casos analizados representan 
una muestra emblemática de los ti-
pos de violencia que viven las mujeres 
periodistas, a través de ellos se identifi-
caron con claridad los obstáculos que 
se presentan para hacer efectivo el 
acceso a la justicia en donde las diver-
sas formas en que el aparato judicial o 
de procuración de justicia provocaron 
violencia institucional de género en 
agravio de las periodistas, que se ini-
ciaron por la discriminación estructural 
que existe, invisibilizaron su labor perio-
dística, e impidieron una protección 
efectiva, lo que dio como resultado  
la impunidad.

En el estudio se entrecuzaron el de-
recho a una vida libre de violencia y el 
derecho a la libertad de expresión. La 
defensa de estos derechos se realiza-
ron con estrategias de defensa diferen-
ciada que no han permitido impulsar 
que el Estado mexicano incorpore me-
didas integrales para garantizar el de-
recho de las mujeres periodistas a una 
vida libre de violencia y proteja sus de-
rechos en todos los ámbitos de la pro-
curación y administración de justicia.

En los cuatro casos analizados se 
identificaron que las investigaciones 
padecen serias deficiencias que no 
han posibilitado ni el esclarecimiento 
de los hechos ni arribar a sentencias 
condenatorias. En los casos del femi-
nicidio de Regina Martínez y la inves-
tigación del allanamiento y robo a la 
Agencia de Noticias CIMAC, así como 
en la denuncia por los actos de tortura 
y violencia sexual en agravio de Lydia 
Cacho, no se adoptaron oportuna-
mente líneas lógicas de investigación, 
tendientes a la identificación no sólo 
de los autores materiales de los hechos 
sino, de modo prioritario, de los auto-

res intelectuales de los mismos. En el 
logro de esta identificación, la prácti-
ca oportuna y adecuada de todas las 
pruebas necesarias y relevantes resulta 
esencial, así como la incorporación de 
análisis de la situación de riesgo por el 
desempeño de su labor periodística.

En ese sentido, la Relatora Espe-
cial de Libertad de Expresión, quien 
incluyó en su Informe un apartado 
sobre la violencia que viven las mu-
jeres periodistas, señala: 

“Los estándares interameri-
canos y las prácticas naciona-
les en materia de prevención, 
protección e investigación de la 
violencia contra periodistas an-
teriormente expuestos, ponen de 
presente la necesidad de contar 
con una política estatal diseñada 
en atención a los factores que ge-
neran esta violencia según cada 
contexto social y sus consecuen-
cias en la vida de las personas 
afectadas. Un aspecto relevante 
de este trabajo es indagar sobre 
la situación de las mujeres que 
ejercen el periodismo en nuestra 
región y los múltiples y específicos 
riesgos que enfrentan por el uso 
de su derecho a la libertad de ex-
presión. Esto implica comprender 
cómo operan las desigualdades 
de género y las prácticas sexistas 
en el fenómeno de la violencia 
contra periodistas y con ello favo-
recer la definición de medidas de 
prevención, protección y procu-
ración de justicia adecuadas.”64

La violencia institucional se presen-
ta en la falta de mecanismos para 
identificar las desigualdades de gé-
nero y de las prácticas sexistas, como 
lo señala la Relatora Especial, misma 
que se vuelve más evidente en ca-
sos como el de Ana Lilia Pérez y el 
proceso iniciado en contra de Lydia 
Cacho, donde es el propio aparato 
judicial el que es utilizado para gene-

64	  Informe de la Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión. Comi-
sión Interamericana, OEA, párrafo 250.
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rar actos de violencia contra la labor 
de las periodistas que, si bien es una 
grave situación la que este gremio 
vive, tienen afectaciones diferencias 
por las desigualdades de género, las 
que obligan a aplicar medidas espe-
cíficas que garanticen los derechos 
reconocidos en esta materia.

Por ello, el Estado está comprome-
tido a mejorar la respuesta judicial 
para cumplir plenamente con su res-
ponsabilidad de debida diligencia, 
para que todos los casos de violen-
cia por razón de género sean objeto 
de una investigación oportuna, com-
pleta e imparcial, así como a aplicar 
una adecuada sanción de los res-
ponsables y la reparación del daño 
hacia las víctimas.

Entre tales medidas, se considera 
de gran importancia que la Fiscalía 
Especial para la atención de delitos 
cometidos contra la libertad de expre-
sión (FEADLE), de la Procuraduría Ge-
neral de la República (PGR), y sus ho-
mólogas en las entidades federativas, 
incorporen protocolos especializados 
con base en los Mecanismos de Pro-
tección para personas defensoras de 
derechos humanos y periodistas; así 
como aquellos que faciliten y fomen-
ten la efectiva, uniforme y transparen-
te investigación de actos de violencia 
física, sexual y psicológica contra pe-
riodistas, que incluya descripciones 
detalladas de la complejidad en las 
pruebas científicas, psicológicas, fí-
sicas y testimoniales que son impres-
cindibles de recopilar para proporcio-
nar una fundamentación probatoria 
adecuada. De allí la trascendencia y 
prioridad de incentivar la investigación 
multidisciplinaria de estos delitos. 

Además de garantizar que las vícti-
mas de violencia y sus familiares pue-
dan obtener información completa 
y veraz, de manera pronta y digna, 
sobre el proceso judicial relacionado 
con los hechos denunciados.

La aplicación de protocolos espe-
cializados es una de las medidas que 
permitirá atender, con perspectiva 
de género, la violencia cometida 
contra las y los periodistas. Sobre este 
punto, Alda Facio ha señalado:

“Por ello es importante que las 
leyes, los mecanismos y las insti-
tuciones que sean creadas para 
alcanzar la igualdad de opor-
tunidades entre hombres y mu-
jeres consideren no sólo las di-
versas formas en que las mujeres 
somos discriminadas, sino tam-
bién aborden las diferencias eri-
gidas culturalmente entre hom-
bres y mujeres y partan de que 
la mayoría de las políticas, leyes, 
mecanismos, procedimientos e 
instituciones ya existentes no son 
neutrales debido a que se ba-
san en el modelo masculino.”65

En ese sentido, es prioritario revisar 
los programas nacionales en materia 
de Igualdad y el Programa Integral 
para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mu-
jeres que ocultan a las mujeres perio-
distas en sus líneas de acción, pues 
si bien establecen acciones especí-
ficas para garantizar su protección 
y garantizar el acceso a la justicia, 
éstas adolecen de visión de géne-
ro, con lo que es un reto que las ins-
tancias encargadas de investigar los 
actos de violencia contra las mujeres 
cuenten con mecanismos de vincu-
lación eficaces para que las fiscalías 
o agencias especializadas en delitos 
contra periodistas incorporen investi-
gaciones con esta perspectiva.

El Estado mexicano debe realizar un 
esfuerzo permanente para garantizar 
integralmente los derechos humanos 
de las mujeres periodistas, especial-
mente al acceso a la justicia, dando 
así cumplimiento a los derechos reco-
nocidos en los convenios internaciona-
les y las leyes federales en la materia.

65	  Facio, Alda. La responsabilidad 
estatal frente al derecho humano a 
la Igualdad. Editorial Colección de 
Ediciones Contemporáneas, P. 64.
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Comunicación e Información 
de la Mujer, AC (CIMAC), a tra-

vés de su Observatorio de Medios, dio 
seguimiento a las publicaciones de 
medios de comunicación digitales 
sobre cuatro casos de violencia con-
tra mujeres periodistas: Lydia Cacho 
Ribeiro, Regina Martínez Pérez, Ana 
Lilia Pérez Mendoza y los allanamien-
tos a las instalaciones de CIMAC.

Identificar el tratamiento periodís-
tico sexista fue el objetivo del Obser-
vatorio realizado a 340 textos perio-
dísticos. Se buscó identificar si, en el 
seguimiento que dieron los medios a 
estos casos, fue tomando en cuenta 
como eje central el trabajo periodís-
tico y la violencia como un atentado 
a la libertad de expresión o la aten-
ción se desvió a la vida personal de 
las periodistas violentadas.

A lo largo de esta investigación, 
el Observatorio de Medios identificó 
cómo fue proyectada la imagen de 
las tres periodistas y la organización 
civil. Cada uno de los casos tiene sus 

propias especificidades y se dio en 
momentos diferentes; sin embargo, 
en los cuatro prevalece un mismo pa-
trón: la impunidad y el sexismo.

Los hechos elegidos son representa-
tivos porque ejemplifican las violacio-
nes a los derechos humanos de las pe-
riodistas, y son clara muestra de cómo 
la impunidad genera y maximiza la re-
petición de la violencia contra mujeres 
periodistas y el gremio lo que ocasiona 
un daño en el tejido social.

En nuestro país, desde hace casi 
una década, una oleada de violen-
cia e impunidad ha permitido la viola-
ción sistemática, con especial énfasis 
hacia la población en situación de 
mayor vulnerabilidad y para quienes 
su profesión es de mayor riesgo: las  
mujeres periodistas.66 

66	  CIMAC, Informe-Diagnóstico 
Violencia Contra Mujeres Periodistas 
2010-2011. Fundación Heinrich Bôll. 
México 2012, pág. 50

De acuerdo con el Comité para la 
Protección de Periodistas (CPJ, por sus 
siglas en inglés) a nivel mundial, en 
2011 México se ubicó en el lugar núme-
ro ocho con un índice de impunidad 
de 121 casos y al menos 13 asesinatos 
no resueltos, todos ellos cometidos en 
medio de un clima de corrupción en 
todos los niveles de gobierno.

Ante este panorama, el Observa-
torio elaboró una metodología con 
el fin de obtener una radiografía de-
tallada del comportamiento edito-
rial de los medios de comunicación 
frente a los cuatro casos escogidos, 
en los que las mujeres no han tenido 
acceso a la justicia o, dicho de otra 
manera, permanecen en la impuni-
dad, entendida ésta como la falta de 
castigo de un delito que impacta la 
integridad de las periodistas y niega 
su posibilidad de acceso a la justicia.

Justicia sexista

En el caso de Lydia Cacho Ribei-
ro, a raíz de la publicación de su libro 
Los demonios en el Edén, el poder 
que protege la pornografía infan-
til, en el que revela la existencia de 
una red de pederastia y prostitución 
infantil, el 16 de diciembre de 2005 
fue detenida por la policía judicial 
de Puebla en Cancún, Quintana Roo, 
acusada de difamación y calumnias 
contra Kamel Nacif, uno de los per-
sonajes mencionados en esta obra. 
Durante su traslado a la ciudad de 
Puebla, que se llevó más de 20 ho-
ras por la vía terrestre, la periodista y 
defensora de los derechos humanos 
fue incomunicada y torturada psico-
lógicamente por los agentes que la 
aprehendieron. El 23 de diciembre 
le dictaron auto de formal prisión; sin 
embargo, alcanzó una fianza que le 
permitió seguir el proceso en libertad. 

A raíz de esto, las amenazas de 
muerte y agresiones contra la pe-
riodista continuaron sin recibir aten-

ción adecuada por parte de las 
autoridades judiciales. Ejemplo de 
ello es el hostigamiento que ocho 
años después sufrió Lydia Cacho a 
través de las redes sociales y medios 
locales que utilizó el entonces go-
bernador de Quintana Roo, Roberto 
Borge Angulo, para descalificar su  
trabajo periodístico.67 

En el caso de Ana Lilia Pérez Men-
doza, vuelve a quedar en evidencia 
que el acceso a la justicia es desigual 
para las mujeres periodistas. Esta pe-
riodista fue acusada de daño moral 
por el ex director de Refinación de 
Pemex y ex diputado federal, Juan 
Bueno Torio debido a la publicación 
del libro Camisas azules, manos ne-
gras, que desentraña la corrupción 
dentro de la paraestatal mexicana. 
A pesar de que la investigación pe-
riodística la realizó en coordinación 
con Miguel Badillo, las agresiones y la 
persecución judicial sólo se concen-
traron en ella. 

En un primer momento, el ex direc-
tivo levantó una denuncia por daño 
moral contra ambos periodistas, pero 
Pérez Mendoza responde con una 
contradenuncia que le provocan ser 
el blanco único de agresiones siste-
máticas e institucionales, las que la 
obligan a asilarse en Alemania. Hasta 
el cierre de este Observatorio, el pro-
ceso continúa abierto, de tal manera 
que la periodista está obligada al si-
lencio pues tiene prohibido publicar 
cualquier información que involucre 
a Juan Buen Torio, de lo contrario se-
ría sancionado judicialmente.

Durante los últimos diez años, en 
México ha habido un aumento sig-
nificativo de casos de violencia con-
tra mujeres periodistas, índice que se 
agudiza sobre todo en 2009 y 2011 
según refiere el Informe Diagnóstico 
“Violencia contra Mujeres Periodistas. 
México 2010-2011” Un caso particular 
en el que la violencia se expresó de 
manera extrema fue el asesinato de 
la periodista y corresponsal de Pro-
ceso, Regina Martínez Pérez.

67	  Libertad o libertinaje periodísti-
co <http://www.el-periodico.com.mx/
noticias/libertad-o-libertinaje-perio-
distico/> 
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El 28 de abril de 2012, en su depar-
tamento de Xalapa, capital veracru-
zana, la comunicadora fue hallada 
muerta. Inmediamente el gremio 
periodístico, organizaciones civiles e 
internacionales, así como integrantes 
del poder legislativo  federal manifes-
taron su repudio al hecho. Ante esta 
presión, el gobierno de Veracruz  se 
reunió con directivos del semanario. 
De dicho encuentro resultó una co-
misión especial de investigación para 
colocar su oficio periodístico como lí-
nea principal en la averiguación.

 Sin embargo, lejos de atender esta 
demanda, las autoridades estatales 
criminalizaron a la periodista y a sus 
colegas al ser llamados a declarar y 
tomarles placas dentales. El gobierno 
local, encabezado por la PGJ, se en-
focó más en averiguar quiénes eran 
las amistades de la reportera, que en 
indagar sobre el trabajo periodístico 
que realizaba.

Se difundió la versión de que las 
autoridades filtraron peritajes judi-
ciales que apuntaban a supuestas 
“motivaciones pasionales” como las 
causas del asesinato debido a que 
presentaba una mordida en su cue-
llo y encontraron objetos de cuidado 
personal en su casa. Este hecho no 
sólo la revictimizó, sino también la cri-
minalizó al destacar la sospecha de 
que los agresores eran sus conocidos 
y ella misma les permitió la entrada.

En octubre de 2012, la PGJ pre-
sentó al presunto autor material del 
crimen, y se asentó que el móvil del 
asesinato fue el robo. Diez meses des-
pués, el indiciado fue exonerado de-
bido a que, según el Tribunal Superior 
de Justicia de Veracruz, afirmó que la 
declaración la obtuvieron mediante 
tortura y en un proceso plagado de 
irregularidades, que hasta la fecha 
de corte del Observatorio no había 
concluido.

A casos como estos, de violencia 
contra mujeres periodistas, Comu-
nicación e Información de la Mujer, 
AC (CIMAC), ha dado seguimiento 
desde hace nueve años. Paradóji-
camente, esta organización no ha 

estado exenta de atentados contra 
la libertad de expresión y a la impu-
nidad de los ataques. En 2008 y 2011, 
las instalaciones de CIMAC fueron 
allanadas. En la primera ocasión, se 
levantó una denuncia ante la PGJ del 
Distrito Federal, de la que los peritajes 
no fueron más allá de los hechos y la 
misma dependencia, tres meses des-
pués, cerró el expediente.

Tres años después, la historia se re-
pitió. En esta ocasión hubo dos dete-
nidos al momento del delito, mismos 
que fueron puestos en libertad sin in-
vestigación previa con el argumento 
de que no se presentó acusación al-
guna. El personal de la organización, 
que en el momento del asalto estaba 
en un taller de capacitación interna 
realizado fuera de sus instalaciones, 
levantó la denuncia en cuanto se 
dieron cuenta del hecho. Nueva-
mente las autoridades menosprecia-
ron las implicaciones que pudo ha-
ber tenido el trabajo profesional de 
la organización enfocado en la de-
fensa de los derechos humanos de 
las mujeres. El delito fue calificado 
como robo común.

Juicio mediático y 
estereotipos de  
género

Actualmente en México, el perio-
dismo crea un juicio paralelo al pro-
ceso judicial, apegado al discurso 
oficial y sin cuestionar si la informa-
ción difundida es verídica o no.

Es habitual que los periodistas 
avalados –o azuzados–  por nues-
tros medios, desarrollemos en las 
noticias sobre el delito una idea 
preconcebida acerca de las per-
sonas imputadas, y hasta de las 
víctimas, tantas veces basados 
en información parcial, ignoran-
cia de las etapas y garantías pro-
cesales y prejuicios –incluidos los 
machistas, racistas, clasistas y cri-

minalizantes. Llegamos a erigirnos 
en “tribunales paralelos”, consu-
mando de este modo “juicios me-
diáticos” inapelables.68  

Los cuatro casos que forman par-
te de este Informe Diagnóstico fue-
ron retomados por medios naciona-
les e internacionales debido a que 
son representativos del contexto de 
violencia contra periodistas que se 
vive en México.

De acuerdo con el Observatorio 
de Medios de CIMAC, la versión de 
las autoridades siempre se mantu-
vo distante del oficio periodístico 
como línea de investigación. Esas 
mismas afirmaciones fueron repro-
ducidas por los medios sin cuestio-
namientos, lo que en el imaginario 
social construye un juicio erróneo y 
sexista de las mujeres.

Si bien las ideas sexistas se presen-
tan en los textos periodísticos publi-
cados por los medios, este sexismo 
no es construido propiamente por 
ellos, sino que surge de la reproduc-
ción constante del discurso oficial; 

68	  LARA Klahr, No más pagadores. 
Guía de periodismo sobre presunción de 
inocencia. Instituto de Justicia Procesal 
Penal, AC. México 2011. Pág. 17

aunque esto no justifica que la in-
formación pudo haberse elaborado 
con un enfoque de género. 

A través del análisis de las noticias 
publicadas sobre estos cuatro casos, 
el Observatorio encontró que el dis-
curso de las autoridades pesó más 
que el de las propias víctimas.

Para propósitos de este seguimiento, 
como “víctimas” se identificaron a las 
periodistas agredidas y a las personas 
allegadas a ellas, de conformidad con 
la Sentencia de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos (Corte IDH) 
sobre el caso del “Campo Algodone-
ro”, que considera que las personas 
cercanas a las víctimas también se 
ven vulneradas de sus derechos de 
acceso a la justicia y a una protección 
judicial debido a las irregularidades 
en el manejo de evidencias, la fabri-
cación de culpables, el retraso en las 
averiguaciones, la falta de líneas de 
investigación que visibilicen el contex-
to de violencia contra las mujeres en el 
que se llevaron a cabo las agresiones 
y la inexistencia de indagatorias con-
tra funcionarios por sus supuesta ne-
gligencia; sin menospreciar que estos 
hechos violan su derecho a conocer la 
verdad de lo ocurrido. 
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La información retomada de esta 
sentencia de la Corte IDH cuestio-
na el discurso oficial, denuncia las 
irregularidades cometidas por las 
autoridades en los procesos y cuen-
ta la versión de la parte afectada. 
Es así que, sumadas a los dichos de 
las periodistas agredidas (cuando es 
el caso), están las declaraciones de 
personas cercanas a ellas:

Allegados de Lydia Cacho 
confirmaron la noticia a El 
Universal online y se extra-
ñaron de los vicios que se 
presentaron en la detención, 
toda vez que la periodista y 
escritora nunca recibió ci-
tatorios y además, por el 
tipo de delito del que se le 
acusa, pudo haber pagado 
fianza y evitado el operati-
vo de agentes judiciales que 
“curiosamente la detienen 
en viernes, lo que podrá re-
presentar que por lo menos 
pase el fin de semana priva-
da de su libertad”. Detienen 
a la periodista Lydia Cacho. 
El Universal. 16 de diciembre 
de 2005.

(…) representantes de Co-
municación e Información 
de la Mujer, AC (CIMAC), de-
nunciaron que las oficinas 
de esta agrupación fueron 
“allanadas” entre el 26 y 27 
de julio pasado por personas 
que buscaban documenta-
ción específica. Allanan las 
instalaciones de CIMAC. Pro-
ceso. 9 de agosto de 2008.

Asimismo, a las direccio-
nes electrónicas de los prin-
cipales diarios digitales e 
impresos locales llegó una 
carta firmada presuntamen-
te por Ángel Martínez Pérez 
–hermano de la reportera 

masacrada–, quien repudia 
el resolutivo de los magistra-
dos de Veracruz. En la misi-
va, Martínez Pérez expone su 
rechazo a la decisión del Tri-
bunal Superior de Justicia del 
Estado de “dejar en libertad 
al asesino de su hermana Re-
gina”. Repudian hermano de 
Regina y la Procuraduría de 
Veracruz exoneración de “El 
Silva”. Proceso. 8 de agosto 
de 2013. 

Para la categoría de “autorida-
des” se tomó en cuenta a depen-
dencias y personal pertenecientes a 
los tres poderes de la Unión. Por par-
te del Poder Judicial fueron citadas 
fuentes de las procuradurías estata-
les y de la Procuraduría General de la 
República (PGR), como son los titula-
res, subprocuradores y personal judi-
cial; así como magistrados de los tri-
bunales superiores de Justicia de las 
entidades y del Distrito Federal. Por el 
Poder Ejecutivo fueron mencionados 
gobernadores, funcionarios y porta-
voces de los gobiernos estatales y fe-
deral, además de fuentes policiales. 
Legisladores de asambleas locales y 
federales fueron las fuentes citadas 
por el Poder Legislativo.

El discurso de las autoridades des-
mintió las denuncias de las periodis-
tas vulneradas, y justificó su postura 
en cada uno de los casos: 

Si a la periodista Lydia Ca-
cho Ribeiro no se le notificó 
sobre la orden de aprehen-
sión en su contra fue para 
evitar que hiciera “un escán-
dalo”, declaró Blanca Laura 
Villeda Martínez, titular de la 
Procuraduría General de Jus-
ticia del estado de Puebla, 
quien así reconoció que a la 
defensora de los derechos 
humanos no se le advirtió so-
bre la decisión del juez quin-
to de lo penal para detenerla 
por el delito de difamación. 
Admite la procuraduría po-

blana graves anomalías en 
el arresto. La Jornada. 21 de 
diciembre de 2005.

Sin embargo, las autoridades seña-
laron que al no presentarse ninguna 
persona a declarar en su contra, di-
chos sujetos fueron puestos en liber-
tad. Azteca Noticias. 23 de mayo  
de 2011.

La Procuraduría de Veracruz pre-
sentó este martes a Jorge Antonio 
Hernández Silva, El Silva,  como pre-
sunto asesino de Regina Martínez e 
informó que hay un cómplice –José 
Adrián Hernández Domínguez, El Ja-
rocho– quien está prófugo. Según el 
procurador de Veracruz, Amadeo 
Flores Espinoza, los acusados co-
nocían a la periodista y la mataron 
para robarle, según la confesión de 
El Silva. CNN México. 31 de octubre 
de 2012.

El diputado federal, Juan Bueno 
Torio negó las acusaciones de la pe-
riodista Ana Lilia Pérez (…) Además, 
dijo que Ana Lilia Pérez tendrá que 
probar sus dichos publicados en el li-
bro Camisas azules, manos negras, al 
tiempo que rechazó que haya aco-
sado a la periodista o que la haya 
amenazado de muerte. Aristegui No-
ticias. 19 de marzo de 2013.

Expresiones  
Sexistas
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La criminalización 
como factor  
recurrente

La criminalización en sí misma no 
es un hecho delictivo, sino que se en-
tiende como una construcción social 
para etiquetar y generar culpables 
en torno a un acontecimiento. Este 
estereotipo se reproduce sobre todo 
en las mujeres.

En los casos analizados la crimina-
lización mediática se presentó de la 
siguiente manera:

…(Lydia Cacho) habla de de-
rechos humanos porque la detu-
vieron. La detuvieron porque es 
una criminal. Hay criminales con 
la boca y hay criminales con pis-
tolas. Y esta es una criminal con la 
boca. ¿Por qué tiene el derecho? 
¿Por qué es periodista? El que in-
jurie aquí la mano del goberna-
dor, se va a la cárcel. Que diga 
verdades, no mentiras. Porque los 
odia. Vía telefónica, Nacif cele-
bró con su socio Hubert Guez el 
arresto de Cacho. La Jornada. 16 
de febrero de 2006.

 Pues ya ayer le acabé de dar-
le un pinche coscorrón a esta vie-
ja cabrona. Le dije que aquí en 
Puebla se respeta la ley y no hay 
impunidad, y quien comete un 
delito se llama delincuente. Marín 
y el precioso reino de sus presta-
nombres. Reporte Índigo. 08 de 
junio de 2012,

 La funcionaria refirió que El 
Silva dijo que llegó a la casa de 
Regina con El Jarocho, quien era 
amigo de la periodista, y ella les 
permitió la entrada. Robo, causa 
del crimen de la periodista Regi-
na Martínez. Imagen Radio. 01 de 
octubre de 2012. 

Revictimización, la 
réplica de la  
agresión

La revictimización o victimización 
secundaria es aquella “producida 
no como resultado directo del acto 
delictivo, sino por la respuesta de las 
instituciones y personas individuales 
en relación con la víctima”.69 

En los casos analizados, la revicti-
mización se presenta con el uso in-
discriminado de descripciones “mor-
bosas” sobre el caso. Este fenómeno 
parece una apología de la violencia 
que atropella los derechos de las víc-
timas a tener un trato digno, y de nin-
guna manera se justifica:

El asesinato de la periodista de 
esta casa editorial, quien fue ha-
llada estrangulada y con huellas 
de tortura en su casa en Xalapa, 
empezó a comentarse alrededor 
de las 20:00 horas del sábado 28 
y para este domingo ya se encon-
traba entre los Trending Topic de 
esta red social. Indigna a tuiteros 
su muerte y exigen a gobiernos 
esclarecer el crimen. Proceso. 29 
de abril de 2012.

Se supo que el cadáver apare-
ció en el baño con huellas de gol-
pes y estrangulamiento (…) Más 
adelante se corrió la voz de que 
había sido mutilada. Un cadáver 
más en el estado más peligroso 
para los periodistas. Nuestra apa-
rente rendición. 28 de abril de 
2012.

En entrevista telefónica (Kamel 
Nacif), amenaza: “A la mala, yo 
soy muy malo. Esa llorona (Lydia 
Cacho R.) no se va a salvar, ¿eh?” 
Esa llorona no se va a salvar, ad-

69	  “La justicia en asuntos concer-
nientes a menores víctimas y testigos de 
delitos” en SCJN, Protocolo para Juzgar 
con perspectiva de género, México, 2013, 
Pág. 137.

vierte el empresario Kamel Nacif 
a Lydia Cacho. La Jornada. 22 de 
diciembre de 2005

Ya te lo dijimos, pinche puta, no 
te metas con nosotros, se ve que 
no aprendiste con la vueltecita 
que te dieron. La que te va a to-
car va ser en pedacitos, así te va-
mos a mandar a casa, en peda-
citos, pendeja. La periodista Lydia 
Cacho abandona México tras las 
últimas amenazas. El País. 04 de 
agosto de 2012.

Las periodistas  
en duda

De acuerdo con la Sentencia de 
la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (Corte IDH) sobre el 
caso “Campo Algodonero” se es-
tablece que la descalificación de 
la credibilidad de la víctima duran-
te el proceso penal, en situaciones 
de violencia, puede afectar de 
manera negativa la investigación 
de los casos y la valoración de la  
prueba subsiguiente. 

Además, se determina que: “En 
el Derecho, el uso de la palabra y 
su significado es fundamental. Las 
sentencias son el principal medio 
de comunicación entre quien juzga 
y quien ha sido parte de una con-
troversia o víctima de una violación 
a sus derechos humanos. Son una 
manifestación del poder transfor-
mador de la palabra”. 

En este contexto, al poner en 
duda el sistema patriarcal la pala-
bra de las mujeres, el costo social 
se agrava en los casos en que estos 
sospechas son diseminadas entre el 
gremio periodístico o publicados en 
los medios de comunicación, toda 
vez que reduce, genera descon-
fianza, minimiza y hasta pone en 
tela de juicio la declaración de la 
periodista violentada.

Claro ejemplo de esta afirmación 
se encontró en el Observatorio:

 La procuradora general de 
justicia, Blanca Laura Villeda, ma-
nifestó que “por parte de noso-
tros, puedo asegurarle que está 
mintiendo (sobre violaciones a 
sus derechos humanos), ignoro 
cuales sean sus intenciones por-
que únicamente fue consignada, 
hubo un mandato judicial y se 
cumplió”. Dictan formal de prisión 
contra la periodista. El Universal. 
24 de diciembre de 2005.

Además, dijo que Ana Lilia Pé-
rez tendrá que probar sus dichos 
publicados en  el libro  Camisas 
azules, manos negras,  al tiempo 
que rechazó que haya acosa-
do a la periodista o que la haya 
amenazado de muerte. “No es un 
acoso, es una demanda”: Bueno 
Torio a periodista. Aristegui Noti-
cias. 19 de marzo de 2013

(Lucía Lagunes) Comentó que 
cuando se recibieron los resultados 
de la primera averiguación previa, 
las indagatorias se circunscribieron 
al día de los hechos y no hubo más 
investigación. “Como no les dije de 
quién sospechaba, me dijeron que 
no les había dado elementos para 
indagar”, recordó. Allanan las ins-
talaciones de CIMAC. Proceso. 23 
de mayo de 2011

Según el análisis de la víctima, su 
asesino y el entorno, la periodista 
pasó de ser –como lo era–, una per-
sona muy reservada, desconfiada y 
de carácter fuerte que hablaba con 
poca gente fuera del ámbito perio-
dístico, a ser una persona “más ale-
gre y entusiasta”. En el dictamen, di-
rigido a la fiscalía encargada de la 
investigación, el 27 de junio pasado, 
los servicios periciales de la PGJ con-
cluyeron que ese “cambio habitual 
de ánimo” se debió a un agente ex-
terno, “como el inicio de una relación 
o el encuentro con una persona que 
significó algo importante para ella”. 
Caso Regina Martínez: solución in-
verosímil. Proceso. 03 de noviembre  
de 2012.
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La apariencia  
antes que el oficio

La afirmación sexista de que las 
mujeres, antes que inteligencia o ca-
pacidad, son cuerpo, físico y belleza, 
también destacó en la información 
analizada, específicamente en el 
caso de la periodista Regina Martí-
nez Pérez:

Regina era menudita, peque-
ña, pero grande en su labor perio-
dística. Sepultan a Regina; tenues 
lágrimas y… aplausos. Proceso. 
30 de abril de 2012

Incluso, algunos exfuncionarios, 
como un exregidor xalapeño, re-
cordó cuando le invitó a Regina 
un café. Regina, pequeña y me-
nudita de complexión, se le negó. 
El adiós a Regina. Proceso. 30 de 
abril de 2012.  

Morena, bajita, caminaba por 
las calles del centro de Xalapa 
cargando documentos.  Regia 
Regina  —como le decía Fausto 
Fernández—,  hizo de las aspere-
zas su hábitat natural, sacrifican-
do su vida personal. Nunca se 
casó, y con el paso de los años, 
aisló su entorno familiar casi por 
completo”. Regina Martínez, de 
bailar con Miguel Ángel Grana-
dos Chapa a reportear.CNN Mé-
xico. 06 de mayo de 2012.

Se hace referencia a su comple-
xión física y estatura como un defecto 
que, sin embargo, era compensado 
por su impecable trabajo que des-
empeñó como periodista. Las opinio-
nes vertidas nos muestran la imagen 
de una mujer dura para la que su 
profesión fue más importante que su 
vida personal y dejó de lado ciertos 
“compromisos” como por ejemplo: el 
matrimonio.

Finalmente, el Observatorio de Me-
dios monitoreó la mención o referen-
cia que se hace al trabajo periodísti-
co en cada caso de denuncia.

Si bien las citas son numerosas, es 
importante destacar que la alusión en 
muchas ocasiones se refiere al cuestio-
namiento del mismo y a la puesta en 
duda del rigor en la investigación. Tal 
es el caso de Ana Lilia Pérez:

 La periodista agregó que el 
legislador (Juan Buen Torio) tam-
bién ha publicado  mensajes en 
su cuenta de Twitter,  entre ellos, 
uno en el que señala que  Pérez 
Mendoza “no investigó bien  y lo 
que escribió por consigna es fal-
so. La embarcaron”. Cuestionar 
mi trabajo periodístico no es un 
asunto menor: Ana Lilia Pérez. 
Aristegui Noticias. 20 de marzo 
de 2013.

Conclusiones

La Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), define la naturaliza-
ción o normalización de la violencia 
de género como la justificación y 
permisibilidad que ha convertido las 
formas de violencia contra las muje-
res en parte “normal” de sus relacio-
nes públicas y privadas. 

Los hallazgos de este Observatorio 
así lo demostraron debido a que la 
violencia contra las mujeres perio-
distas fue constante y sistemática ya 
que los medios, en el afán de darle 
seguimiento al hecho, reprodujeron 
prácticamente sin mediación algu-
na el discurso oficial, replicando así  
las agresiones.

Se sabe que la dinámica de los 
medios de comunicación es la in-
mediatez, para que la información 
se difunda lo más pronto posible, so-
bre todo en este tipo de hechos. Sin 
embargo, ello no justifica que la in-
vestigación periodística adolezca de 
rigurosidad. La prensa tuvo la posibili-
dad de contrastar el dicho oficialista 
con investigación documental sobre 
tratados y leyes que protegen al gre-
mio periodístico y, específicamente, 
a las mujeres como es la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAMVLV). Esta 
ley nunca fue citada. 

Además, tampoco fueron descri-
tos sus derechos como ciudadanas 
ante una acusación, como lo dicta 
el Artículo 20 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, 
Sección B, donde se plantean los de-
rechos de las personas imputadas. En 
el párrafo I se menciona como uno 
de estos derechos que se presuma su 
inocencia mientras no se declare su 
responsabilidad por parte de un juez. 

En el caso específico de CIMAC, 
los textos periodísticos no presen-
tan un tratamiento sexista, pero fue 
evidente la carencia de cobertura 
mediática. La invisibilización de las 
agresiones contra esta organización, 
dedicada a la defensa de los dere-

chos humanos de las mujeres y las ni-
ñas, no es casual. Según el Monitoreo 
Global de Medios 2010 de la Asocia-
ción Mundial para la Comunicación 
Cristiana (WACC, por sus siglas en in-
glés), la cobertura sobre temas que 
refieren a activistas u organizaciones 
no gubernamentales en México, es 
de cero por ciento. 

En conclusión, el hecho de que el 
tratamiento mediático hacia estos 
cuatro casos haya sido sexista, con-
tribuyó a que estos permanezcan en 
la impunidad, se creó una imagen 
contraria de las agredidas, dejó a los 
verdaderos responsables sin castigo 
y ocasionó, entre las periodistas, un 
sentimiento de culpabilidad por el 
trabajo que desempeñan.

Lydia Cacho 
Ribeiro

Ana Lilia 
Pérez Mendoza

CIMAC

Regina Martínez 
Pérez

Mención a su trabajo 
periodístico
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Mujeres y hombres periodistas,  
dos realidades. 

Fuente

50 % de los periodistas 
violentados tenían como 

fuente asignada la  
POLICIACA

Tipo de medio

62 % de los periodistas 
violentados colaboraban 

en  
PRENSA ESCRITA

Cargo

64 % de los periodistas  
violentados eran  

REPORTEROS

Agresor

45 % de los  
agresores son  

FUNCIONARIOS  
PÚBLICOS  

Principal tipo 
de violencia

50 % de los perio-
distas agredidos pre-

sentaron violencia 
FÍSICA  

Estados más violentos
1) Distrito Federal

2) Veracruz
3) Coahuila

Cargo

56 % de las periodistas 
violentadas eran  

REPORTERAS

Tipo de Medio

60 % de las periodis-
tas violentadas colabo-

raban en  
PRENSA ESCRITA

Fuente

50 % de las periodis-
tas violentadas tenían 
como fuente asignada 

la POLÍTICA

Agresor

64 % de los  
agresores son  

FUNCIONARIOS  
PÚBLICOS  

Principal tipo  
de violencia

100 % de las periodistas 
agredidas presentaron  

violencia 
PSICOLÓGICA  

Estados más violentos*
1) Distrito Federal

2) Veracruz
3) Morelos

*Registran alto índice de  
Feminicidios

La información de violencia contra mujeres 
periodistas  fue obtenida de la investigación 
realizada por CIMAC.
La información de violencia contra hombres 
periodistas  fue obtenida por:
+2012: Informe ¿Por qué tanto silencio? Daño rei-
terado a la Libertad de Expresión 2012, Cencos.
+2013: Informe Disentir en silencio: violencia 
contra la prensa y criminalización de la protes-
ta, Article 19.   
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Metodología

Los datos que aquí se incluyen, refieren a la frecuencia de las respuestas en 
cada una de las preguntas realizadas a las periodistas que experimentaron 
una situación de violencia durante 2012 y 2013.

Los resultados se muestran diferenciando factores de contexto como lugar 
y fecha, datos de perfil, como edad y cargo, y características específicas de 
cada caso como tipo de investigación y agresor, entre otros.

Las baterías que se tomaron en cuenta para este informe son: perfil de las 
periodistas, tipos de violencia, modalidades de violencia sustentadas en la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, mani-
festación de  violencia, tipo de agresor, características del medio, tipo de 
investigación e incidencia de denuncia.

Se realizaron entrevistas de contacto y un análisis basado en la perspectiva 
de género para lo que, además de la descripción de frecuencias, se pre-
sentan en cada una de las baterías algunos cruces significativos que fueron 
hechos con el fin de acompañar los datos estadísticos con información pro-
funda y de contexto particular de las periodistas.

5
TIPO DE 
MEDIO

AGRESOR

INVESTIGACIÓN

6 De cada 10  
periodistas 
violentadas 
colaboran 
en PRENSA 

ESCRITA

56% De las 
periodistas 
violentadas 

estos dos 
años eran 

REPORTERAS

64% de los 
agresores son 

FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS

23% De las 
investigaciones 
que llevaban 

acabo era sobre 
CORRUPCIÓN

2 De cada 10  
periodistas 
violentadas 
colaboran 
en MEDIOS 
DIGITALES

1 De cada 10  
periodistas 
violentadas 

colaboran en 
TELEVISION 

05
Radiografía 

 de dos años violentos  
para las periodistas   

2012 y 2013

86  
CASOS
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2012 y 2013 se convirtieron en 
los años que concentraron mayor 
número de casos según el regis-
tro y documentación que des-
de 2002 elabora CIMAC. Sólo en 
estos dos años se presentaron 86 
casos de violencia contra muje-
res periodistas. 54 por ciento se 
presentaron en 2013 equivalentes 
a 47 asuntos, es decir, casi 10 más 
que los registrados en 2012.

En 2013, el número de casos de 
violencia contra mujeres perio-
distas se incrementó en 25. 5 por 
ciento respecto del 2012. El mo-
mento más álgido del aumento 
se presentó en el último trimestre 
del año.

De estas cifras, resalta particular-
mente octubre de 2013 y como enti-
dad, el Distrito Federal, cuyo contex-
to influyó en el considerable registro 
de sucesos; y en forma consecutiva, 
los meses de junio de 2012 y diciem-
bre de 2013. 

En el Distrito Federal se concen-
tra la mayor cantidad de medios 
de comunicación en el ámbito 
nacional y por ende el mayor nú-
mero de periodistas.

El cambio de gobierno a nivel 
nacional generó una fuerte rispi-
dez entre la población de la ciu-
dad, sobre todo joven, que resultó 
en múltiples manifestaciones.

En ambos años, la marcha con-
memorativa del 2 de octubre se 
conmemoró en medio de un am-
biente de represión y desconten-
to social por el recrudecimiento 
de la violencia y las recientes re-
formas políticas del país.

El cambio de gobierno local 
adoptó una postura represiva 
ante las manifestaciones y la libre 
expresión.

Las periodistas agredidas en 
este contexto son, en su mayoría, 

colaboradoras de medios inde-
pendientes.

En el  Distrito Federal ocurrió 35 
por ciento de los casos, la cantidad 
más grande por entidad federativa, 
seguida de Veracruz, que continúa 
ocupando los primeros lugares de 
violencia contra periodistas con 17.4 
por ciento de sucesos; Morelos, con 
seis por ciento, todos concentrados 
en 2013, lo que convirtió a ese año 
en el más violento en esta entidad 
según nuestros registros, y finalmente 
Chiapas, Puebla y Oaxaca con cin-
co por ciento en cada estado, man-
teniéndose entre los más peligrosos 
para las periodistas.

Índice de violencia contra mujeres  
periodistas por entidad federativa

 Radiografía 
2012-2013 Registros de casos  

de violencia contra  
mujeres periodistas  
en México

Incrementó
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Índice de  
violencia  
contra mujeres 
periodistas  
por entidad  
federativa 

56 por ciento de las periodistas 
agredidas en estos dos años eran 
reporteras cuya edad oscilaba al-
rededor de los 30 años y de las que 
54 por ciento tiene entre uno y tres 
hijas o hijos. 

Desde 2002 existe una recurren-
cia en la totalidad de las cifras que 
se confirma en los últimos cuatro 
años, periodo en que las cifras au-
mentaron considerablemente, lo 

que confirma que, en contextos de 
violencia contra periodistas como 
el que actualmente se enfrenta en 
México, las reporteras son el es-
labón más débil en los medios de 
comunicación. 

Entonces, es necesario considerar 
en este ámbito laboral, las condicio-
nes de desigualdad de género, el 
número de hijas o hijos en relación 
con sus dinámicas en el trabajo y de 
seguridad, la edad que puede ser 
motivo de discriminación por la ex-

periencia, las condiciones del cargo 
de reportera y las características de 
la contratación sean o no indepen-
dientes o freelance, así como las 
particularidades del medio en que 
labora, que pueden aumentar o dis-
minuir su vulnerabilidad y, con ello, la 
violencia y la impunidad.

La carencia de estos datos gene-
ran invisibilidad, la elaboración de 
análisis parciales que no permiten 
conocer las particularidades y vul-
nerabilidades de estas profesiona-
les, y con ello,  identificar las rutas de 

atención adecuada para el acceso 
a la justicia, es decir, abona a la per-
petuación de la impunidad en tanto 
que las reporteras, fotoreporteras y 
periodistas independientes concen-
tran el grupo de comunicadoras con 
más ataques.

Respecto del conjunto de fotore-
porteras, se identificó un aumento en 
las cifras en comparación con años 
anteriores; y son las que adolecen de 
un contrato fijo con un medio de co-
municación, es decir, son indepen-
dientes o freelance.

Otro dato que se confirma en 
este estudio refiere al tipo de in-
formación que sigue generando 
el mayor número de ataques a las 
periodistas. 23 por ciento de las 
investigaciones que abiertas por 
motivos de violencia, correspon-
dieron a reporteras que cubrían los 
temas de corrupción e información 
general, que puede reflejar irre-

gularidades en el actuar del fun-
cionariado público; en tanto que 
22 por ciento de las profesionales 
agredidas tenían asignada de for-
ma permanente la fuente de  movi-
mientos sociales, cabe mencionar 
que en el año  2012 corrupción fue 
el tipo de investigación en el que 
hubo mayor registro de violencia y 
en el año  2013 los casos de violen-
cia que  tuvieron mayor incidencia 
fueron en movimientos sociales. En 
orden descendente, aparecen los 

temas de política con 15 por cien-
to y crimen organizado con nueve 
por ciento, libertad de expresión 
con cuatro por ciento, y por último, 
migración y feminicidio con uno 
por ciento respectivamente. 

Darle voz a las víctimas, que tam-
poco han encontrado justicia por la 
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omisión, acción o aquiescencia del Estado y sacar a la luz mediante la investi-
gación periodística la violación a los derechos humanos y las malas prácticas 
del gobierno, sigue siendo un recurrente para inhibirlas, silenciarlas definitiva-
mente y generar, al mismo tiempo, un entorno de miedo que impacta a otras 
y otros al realizar un trabajo que resulta esencial para la sociedad, sobre todo 
para que su participación sea informada, exija sus derechos, sea escuchada 
e impulse la transparencia de quienes gobiernan.

El tercer tipo de investigación que las 
periodistas realizaban al momento de 
ser agredidas fue la cobertura de mar-
chas, sobre todo en el Distrito Federal, 
que en el periodo que nos ocupa pre-
sentaba un contexto de represión, no 
sólo contra quienes se manifestaban en 
el ejercicio de un derecho, sino también 
contra quienes documentaban los he-
chos para hacer públicas las acciones 
que se ejercieron en torno a estas movili-
zaciones. Es decir, documentar,  visibilizar 
y dar voz a la ciudadanía, se volvió un 
ejercicio de riesgo para las periodistas y 
una sistemática violación a los Derechos 
Humanos de la población defeña. 

Finalmente, el seguimiento a las 
actividades realizadas por los parti-
dos políticos, que en estos dos años 
fue de mucha dinámica debido a las 
elecciones federales y locales convo-
cadas en México y el Distrito Federal, 
significaron un entorno de violencia 
contra las periodistas.

Seis de cada 10 periodistas vio-
lentadas colaboran en la prensa 
escrita, dos de cada 10 en un me-
dio de comunicación por internet 
y una de cada de 10 en televisión.

Estos datos revelan una constan-
cia en los ataques contra la prensa 
y la continuidad de su posiciona-
miento como medios de comunica-
ción por excelencia, y confirma el 
incremento que ya se vislumbraba 
desde 2011. Cabe mencionar que 
los medios tradicionales utilizan el 
internet para reproducir su informa-
ción, pero también para los medios 
independientes esta red ha repre-
sentado una vía de difusión.

Fuente de información de la 
periodista 2012-2013

Tipo de medio 
 2012-2013
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  Sobre los ámbitos en los que se da 
la violencia, definidos en la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia en el aparta-
do de modalidades,  destaca la Vio-
lencia Institucional:

Son los actos u omisiones de las y 
los servidores públicos de cualquier 
órden de gobierno que discriminen 
o tengan como fín dilatar, obstacu-
lizar o impedir el goce de los dere-
chos humanos de las mujeres (entre 
los que se encuentra la libertad de 
expresión), así como su acceso al dis-
frute de políticas públicas destinadas 
a prevenir, atender, investigar, san-
cionar y erradicar los diferentes tipos 
de violencia.

En 75 por ciento de los casos, es de-
cir, casi ocho de cada 10 periodistas 
fueron agredidas directa y personal-
mente por funcionarios públicos, en 
su mayoría, de gobiernos estatales. 
Estas formas de violencia se reflejan, 

El registro que elaboramos desde 
CIMAC muestran que la mayoría de 
las periodistas violentadas trabaja-
ban en medios comerciales; sin em-
bargo, se detectó que aumentó el 
número de colaboradoras de me-
dios independientes.

Las características y particularida-
des de los medios de comunicación 
en los que laboran las periodistas de-
ben ser tomadas en cuenta para el 
análisis e investigación de casos, así 
como sus condiciones en el trabajo, 
aunque el tratamiento y profundidad 
de las investigaciones pueden variar. 
Por otro lado, es menester observar 
también el impacto que un medio 
tiene en la sociedad debido a que 
puede repercutir en la magnitud del 
ataque, tanto como el respaldo con 
el que la periodista cuente al enfren-
tar una agresión. 

Todos los tipos y modalidades de 
violencia registrados y documenta-
dos por CIMAC bajo su metodología 
corresponden a los incluidos en la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia (LGAM-
VLV) vigente en México desde 2007 y 
que son congruentes con instrumentos 
internacionales sobre los derechos hu-
manos de las mujeres y la erradicación 
de la violencia cometida en su contra.

En todos los casos registra-
dos y documentados se encontró  
Violencia Psicológica.

Esta forma de violencia se refleja, 
sobre todo, en las periodistas cer-
canas a un caso y repercute en el 
entorno general, es decir, un ata-
que no sólo impacta a la periodis-
ta que lo recibe, sino que se trata 
de un mensaje que llega a otras 
para generar miedo e inhibir el  
ejercicio periodístico. 

Las formas en que se presenta la 
violencia de género contra las perio-
distas muestran un  proceso que invo-
lucra generalmente más de un modo 
de amedrentamiento, lo mismo que 
las maneras en que las impacta a 
ellas y a las otras.

En 45 de los 86 casos registrados 
hubo violencia verbal en forma de 
amenazas, insultos y/o descalifica-
ciones personales. 

En 38 de los sucesos, la violencia 
se manifestó en forma física con 
golpes de distintas intensidades; 
los más graves, infringidos por po-
licías y, en menor medida, provi-
nieron de escoltas de funcionarios 
públicos y manifestantes. 

20 ataques, cuyo objetivo se 
centró en la extracción y/o des-
trucción de herramientas de tra-
bajo, fueron de manera personal, 
y en cuatro (dos en 2012 y dos en 
2013) a través del allanamiento a 
sus casas.

En estos ataques se extrajeron o 
destruyeron grabadoras, cámaras 
fotográficas y celulares, equipo 
técnico que es utilizado para el 
trabajo y asuntos personales. 

Tipo de medio 
 2012-2013
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además, en la impunidad de los ca-
sos y la falta de resultados para erra-
dicar estas conductas.

La violencia laboral se llevó a cabo 
en nueve por ciento de los casos, es 
decir, la ejecutaron personas con un 
vículo laboral directo con las perio-
distas, a través de actos u omisiones 
amparados en el abuso de poder. 

En 36 por ciento de los casos, la 
violencia comunitaria se ejerció a 
través de actos individuales o colec-
tivos que propiciaron el desprestigio, 
la discriminación, marginación o ex-
clusión de las periodistas, reflejada 
en la exhibición de sus casos en me-
dios de comunciación o redes socia-
les con un tratamiento de injuria que 
involucró lo personal y lo profesional 
de las periodistas.  

Regina Martínez Pérez, 
periodista de Veracruz, se-
gunda entidad con mayor 
índice de violencia, fue la 
única víctima de feminici-
dio en estos dos años, por 
lo que representa un factor 
para considerarlo un caso 
emblemático, además del  
tratamiento misógino de 
su investigación.

Modalidades de la violencia   
2012-2013

Cabe señalar que ninguno de los 
casos registrados de violencia contra 
mujeres periodistas se ha ejercido en 
el ámbito familiar, sino en el público, 
donde ellas se desempeñan profe-
sionalmente.

Casi siete de cada 10 agresiones 
contra mujeres periodistas (64 por 
ciento), proceden de funcionarios 
públicos de todos los niveles de 
gobierno, en su mayoría adminis-
trativos, seguidos de policías fede-
rales, policías estatales y adminis-
trativos de seguridad pública. 

Otros de los sujetos o instituciones 
que recurren a la agresión de las 
periodistas son, de mayor a menor 
medida: medios de comunicación –
empresas–, militantes de partidos po-
líticos e integrantes de movimientos 
sociales –generalmente al momento 
de las coberturas informativas–, civi-
les involucrados en la investigación 
periodística de asuntos particulares 
y/o empresariales, y crimen organiza-
do. Cabe destacar que 15 por ciento 
de los casos no se pudo identificar el 
tipo de agresor. 
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Contexto 2012

2012 fue el último año de gobierno 
de Felipe Calderón Hinojosa (FCH), 
quien en 2007 declaró la guerra con-
tra el crimen organizado, y de la que 
se derivaron más de 121 mil asesina-
tos violentos, según cifras del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI). Fue el segundo presidente de 
la República proveniente del Partido 
Acción Nacional (PAN), organismo 
político que gobernó México duran-
te dos sexenios consecutivos, periodo 
que significó un considerable incre-
mento en el número de periodistas 
víctimas de violencia en el ejercicio 
de su labor.

En los seis años gobernados por 
FCH (2006-2012), ocurrieron 129 ca-
sos de violencia contra mujeres pe-
riodistas entre los que se contaron  
nueve feminicidios.

2012 fue también un año de cam-
pañas federales y locales, además 
de la elección presidencial; y en el 
Distrito Federal, aunado a la contien-
da del cambio de jefe de Gobierno, 
se vivió un periodo de manifestacio-
nes ciudadanas cuyas coberturas 
informativas se centraron en la co-
yuntura electoral. Las y los periodistas 
realizaron su trabajo en medio de un 
ambiente de recrudecida violencia 
y exacerbada criminalización de la 
defensa de los derechos humanos y 
la libertad de expresión.

El rechazo social ante el inminente 
triunfo de Enrique Peña Nieto, candi-
dato presidencial del Partido Revolu-
cionario Institucional (PRI) –institución 
que gobernó México durante 70 años 
consecutivos–, derivó en manifestacio-
nes públicas y mediáticas.

Durante esos siete decenios de pri-
ismo, los avances en el tema de dere-
chos humanos fueron prácticamente 
nulos, y el retorno de ese partido al po-
der, presagiaba malos augurios para 
el ejercicio de un periodismo libre y el 
respeto a las garantías individuales.

En medio de movilizaciones ciuda-
danas en contra de Enrique Peña Nieto, 
el dos de diciembre de 2012 asumió la 
presidencia de México; días después, 
el cinco de ese mes y año, Miguel Án-
gel Mancera Espinosa, candidato del 
Partido de la Revolución Democrática 
(PRD) hizo lo propio ante la Jefatura de 
Gobierno del Distrito Federal, ciudad 
en la que efectuaron muchas de estas 
movilizaciones ciudadanas. Como res-
puesta, la población inconforme fue 
reprimida en toda ocasión, según los 
datos levantados y documentados por 
CIMAC, en este año ocurrieron 39 ca-
sos de violencia contra mujeres perio-
distas, superando los años anteriores. 

    En 2012, CIMAC registró y docu-
mentó 39 casos de violencia contra 
mujeres periodistas –uno más que 
en 2010, hasta entonces, el año con 
más sucesos de este tipo–, de los 
que  75 por ciento fueron denuncia-
dos, pero ninguno se ha resuelto.

506
Radiografía  

2012
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Radiografía de las entidades  
más violentas.

Veracruz se posicionó como el estado con más casos de violencia contra 
mujeres periodistas al sumar 20.5 por ciento del total registrado, entre los que 
se incluye el feminicidio de Regina Martínez Pérez, corresponsal de la revista 
política Proceso; en segundo lugar se colocó el Distrito federal con 18 por 
ciento de la estadística y Morelos, con 13 por ciento. 

Datos por mes y 
entidad federativa

Veracruz. Junio fue uno de los meses 
que más violencia registró en todo el 
país, tan sólo Veracruz concentró el 
44 por ciento de las agresiones co-
metidas durante ese mes.

Al finalizar el mes de abril, Regina 
Martínez Pérez, corresponsal de la 
revista política Proceso, había sido 
asesinada. Por este hecho, las y los 
periodistas locales tomaron las calles 
para demandar al gobierno mayores 
garantías y respeto al ejercicio de su 
profesión. Al conmemorar el Día de 
la Libertad de Expresión, el 7 de ju-
nio se le rindió homenaje a la perio-
dista, frente al Palacio de Gobierno 
se montó una lona con su imagen y 
la palabra “justicia” cuatro veces re-
petida, justicia que exigieron a través 
de lemas como: “No se asesina la 
verdad matando periodistas y lucha-

dores sociales”, “no les creemos” y 
“basta ya de violencia en Veracruz”.

Once días después, Claribel Gue-
vara, abogada del caso Regina Martí-
nez, denunció que la Procuraduría Ge-
neral de Justicia de la entidad centró 
las investigaciones en torno al círculo 
cercano de la periodista, entre los que 
había reporteras y reporteros a quie-
nes se citó a declarar.

Distrito Federal. El 43 por ciento de 
los casos totales sucedidos en el Distri-
to Federal se concentraron en el mes 
de diciembre. Fue el mes en que se 
vivieron múltiples protestas y manifes-
taciones de rechazo ante la toma de 
poder de Enrique Peña Nieto como 
presidente y, con su triunfo, el regreso 
del PRI al poder. 

El resto de los meses presentaron 
uno o dos casos de agresión a perio-
distas, lo que permite afirmar que 2012 
fue el año que más violencia se ejerció 
contra profesionales del gremio.

Índice de violencia contra mujeres 
 periodistas por entidad federativa

2012 
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Cargo y perfil de 
las periodistas  
violentadas

61. 5 por ciento de las perio-
distas violentadas en 2012 eran 
reporteras de entre 30 y 50 años 
de edad.

71. 4 por ciento son madres; de 
ellas, 53 por ciento tienen una 
hija o hijo; 27 por ciento tienen 
dos y 20 por ciento tres o más.

Entre las agresiones más frecuentes 
que experimentaron las periodistas 
que tienen hijas o hijos fue el allana-
miento de sus hogares y las amenazas.

Cargo y perfil de las periodistas 

Como ha ocurrido en años an-
teriores, las cifras reflejan como las 
reporteras son quienes registran el 
mayor número de ataques, con re-
ferencia a otras colaboradoras de 
los medios de comunicación, son 
quienes cubren la nota, se entrevis-
tan con las fuentes de la informa-
ción, quienes cara a cara pueden 
hacen preguntas que resultan incó-
modas para quienes deben respon-
derlas (por ejemplo funcionarios) y 
finalmente quienes escriben y publi-
can la información con su nombre. 

En segundo lugar, fotoreporteras y corresponsales de medios nacionales 
en los estados, fueron quienes más agresiones sufrieron, derivado princi-
palmente por su presencia para la cobertura informativa de las marchas 
y manifestaciones ciudadanas realizadas en el contexto de la coyuntura 
electoral. La violencia psicológica, verbal y física fue la que más se infrin-
gió a estas periodistas. 

Fuente Periodística asignada a  
la periodista.

La Fuente Periodística se refiere a la asignación, por parte del medio de 
comunicación, de temas específicos para que la reportera identifique y de 
seguimiento a las posibles fuentes de información concernientes a los temas 
asignados, personas, acontecimientos, documentos, entre otros, para su jerar-
quización y elaboración de productos informativos.

Cargo de la periodista 
2012

Cargo de la periodista
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Casi  la mitad (49 por ciento) de 
las periodistas violentadas este 
año tenían asignada, por su me-
dio de comunicación la fuente de 
política, es decir que daban segui-
miento a las campañas políticas, 
propuestas de candidatas y can-
didatos y todo lo referente al tema 
que en ese año fue coyuntural por 
las elecciones.

La fuente general también fue una 
de las más mencionados con 28% de 
los casos, aunque cada medio de 
comunicación establece sus fuentes 
primordiales, comúnmente la fuente 
general está destinada a la búsque-
da de noticias que no necesaria-
mente requieren de un seguimiento 
permanente o que son coyunturales,  
por lo que cualquier tema puede en-
trar en ellos, por ejemplo, universida-
des, denuncias ciudadanas, conflic-
tos momentáneos. 

No obstante, es importante men-
cionar que el tema de la investiga-
ción, independiente a la fuente, está 
vinculado con el tipo de agresión 
que reciben las periodistas. 

Tipo de  
investigación

El tipo de investigación, referen-
te a su fuente asignada, se refiere 
al tema específico que la periodis-
ta documentaba al momento de 
ser violentada.

Poco más de la mitad de las perio-
distas que sufrieron violencia entorno 
a su labor periodística durante este 
año, llevaban a cabo investigacio-
nes sobre corrupción (28 por ciento) 
o seguimientos sobre la política en 

torno a las elecciones presidenciales 
y del Distrito Federal (28 por ciento). 
Cabe resaltar que debido al momen-
to electoral que se vivía en todo el 
país, aunque en menor medida, la 
violencia se ejerció en medio de las 
coberturas de tomas de protesta de 
candidatas y candidatos.

Casi 18 por ciento de las comuni-
cadoras violentadas cubrían la te-
mática de información general, cifra 
que superó los puntos porcentuales 
respecto de años anteriores; en tan-
to que quienes daban seguimiento 
a temas vinculados con el crimen or-
ganizado, representaron 10 por cien-
to del total registrado en 2012. 

El tema de la libertad de expre-
sión, que comprende el seguimien-
to periodístico de los ataques hacia 
las y los periodistas, se mantuvo en 5 
por ciento, índice que también pre-

sentó el rubro de comunicadoras 
que atendían los asuntos de los m 
ovimientos sociales.   

En tanto, migración y feminicidio 
alcanzaron 2.5 por ciento de los ca-
sos totales.

Tipo de medio

Siete de cada 10 periodistas 
violentadas en 2012 colaboraban 
para la prensa escrita siendo este 
medio, aún, el que presenta las 
más altas cifras de ataques, 16 por 
ciento para televisión, 10.5 para in-
ternet y 5  para radio.

Tipo de investigación 
2012

Tipo de medio 
 2012
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Tipos de violencia

Todos los tipos y modalidades 
de violencia registrados y do-
cumentados por CIMAC bajo su 
metodología corresponden a los 
incluidos en la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAMVLV) vi-
gente en México desde 2007 y que 
son congruentes con instrumentos 
internacionales sobre los derechos 
humanos de las mujeres y la erra-
dicación de la violencia cometida 
en su contra.

La  violencia psicológica fue iden-
tificada en todos los casos, con espe-
cial concentración en las reporteras; 
en más de la mitad de los casos se 
ejerció violencia verbal, en tanto que 
la violencia física se destinó princi-
palmente a conductoras y corres-
ponsales. Cabe mencionar que en 
un caso podemos encontrar varios 
tipos de violencia.

Modalidades de la 
violencia

Al presentarse la violencia ins-
titucional en 69  por ciento de los 
casos, es posible afirmar que los 
funcionarios públicos fueron los 
mayores agresores de las periodis-
tas, toda vez que  la LGAMVLV los 
identifica como los responsables 
de sus acciones u omisiones.  

La violencia institucional fue re-
currente en el Distrito Federal, sien-
do funcionarios públicos quienes 
la ejercieron en acción, omisión o 
aquiescencia según la LGAMVLV, 
en Chiapas registramos casos de 
violencia comunitaria en la que se 
expone, cuestiona y/o difama pú-
blicamente a las periodistas en tor-
no a un ataque generalmente para  
restarle importancia.

Frecuencia de la modalidad de la 
violencia por entidad federativa
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Violencia  
traducida en actos 

durante 2012

Los actos de violencia cometidos 
contra las periodistas en México, que 
como hemos dicho se basan en la 
LGAMVLV, encuentran una traduc-
ción en actos específicos en la tabla 
que se detalla a continuación y en la 
que se incluye generalmente más de 
una forma de violencia.

En  casi 8 de cada 10 casos la 
violencia psicológica se ejerció a 
través de intimidaciones y hostiga-
miento, en 5 de cada diez hubo 
violencia física a través de empujo-
nes, jaloneos y golpes, en cuatro de 
cada 10 hubo insultos y descalifica-
ciones directas y en el cuatro4 por 
ciento violencia sexual.

Agresores

54 por ciento de quienes agre-
dieron a mujeres periodistas fue-
ron funcionarios públicos entre los 
que sobresalen por la recurrencia 
de ataques,  los funcionarios admi-
nistrativos y los policías estatales.

Esto se reflejó de manera auto-
mática en la perpetuación de la 
impunidad.

En 20 por ciento de los casos no 
fue posible señalar a un actor es-
pecífico por falta de identificación 
por parte de la periodista o por 
miedo a represalias.

Traducción  
de la violencia 
en actos 2012

Tipos de agresor 
 2012

30.8%

20.5%15.4%

10.3%

5.1%

2.6%
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Agresor y manifestación de la violencia.

Los insultos y descalificaciones, la intimidación, el hostigamiento y las amena-
zas, así como los golpes, empujones o jaloneos son las manifestaciones de violen-
cia a la que más recurren los funcionarios administrativos y la policía estatal, aun-
que un 18 por ciento de los agresores no está identificado; sin embargo, como se 
muestra en la siguiente tabla, en un mismo acto violento puede haber diferentes 
manifestaciones de la violencia, así como diferentes tipos de agresor.

Manifestación  
de la violencia

Intimidación/ 
Hostigamiento

Amenazas

Despojo del 
material de trabajo

Allanamiento

Ataques con 
armas de fuego

Golpes, empujones 
o jaloneos

Insultos o  
descalificaciones

Detención 
arbitraria

Despido 
injustificado

Difamación

Desaparición (forzada 
o secuestro)

Agresiones 
sexuales

Desplazamiento 
forzado

Obstrucción de 
publicaciones

Funcionario 
Administrativo

15.3%

15.3%

7.6%

5.1%

0

12.8%

17.9%

7.6%

2.5%

7.6%

0

2.5%

7.6%

7.6%

Medio de
Comunicación

0

2.5%

0

0

0

0

0

0

5.1%

0

0

0

0

2.5%

Militante de 
Partido Político

5.1%

7.6%

2.5%

0

0

5.1%

7.6%

2.5%

0

0

0

0

0

7.6%

Civil

0

0

0

0

0

2.5%

2.5%

2.5%

0

0

2.5%

0

0

0

Policía 
Federal

0

0

0

0

2.5%

0

0

2.5%

0

0

0

0

0

0

Policía 
Estatal

0

15.3%

2.50%

0

0

15.3%

15.3%

0

0

0

0

0

0

0

Movimiento 
Social

5.1%

2.5%

0

2.5%

0

0

2.5%

0

0

0

0

0

0

0

No
Identificado

12.8%

12.8%

0

5.1%

2.5%

7.6%

12.8%

2.5%

0

2.5%

5.1%

0

2.5%

10.2%

Administrativo
de Seguridad 

Pública

2.5%

2.5%

0

0

0

0

2.5%

0

2.5%

2.5%

0

0

2.5%

2.5%
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Contexto 2013

2013 fue un año con diversos cam-
bios en México derivados de las ini-
ciativas del nuevo gobierno, desde 
las reformas estructurales impulsadas 
por la presidencia como la laboral, 
energética, educativa y el rechazo de 
la sociedad ante estos cambios, esta 
última reforma sacó al magisterio (Sin-
dicato más grande de América Latina 
integrado en su mayoría por mujeres) 
a las calles de la ciudad de México 
y con ello el gobierno local encontró 
una excusa para la aplicación de un 
uso desmedido de la fuerza policiaca 
que desde luego afecto a personas 
defensoras de derechos humanos y 
periodistas que cubrieron el tema du-
rante este periodo, sin el respeto de 
funcionarios públicos que les agredie-
ron debilitando con ello la libertad de 
expresión y prensa, estableciendo esta 
postura como nuevo gobierno. 

El descontento social se mantuvo 
reflejado en las marchas y moviliza-
ciones, situaciones que conllevaron a 
que la violencia permeara y aumenta-
ra ante la postura antes señalada del 
gobierno del Distrito Federal de crimi-
nalizar las protestas. 

Durante el periodo 2012-2013, la vio-
lencia contra la libertad de expresión 
y la defensa de los derechos humanos 
aumentaron, las denuncias no pros-
peraron y los actos siguieron impunes. 
En particular, las agresiones contra las 
mujeres periodistas se incrementaron, 
ejerciendo contra ellas violencia física, 
psicológica e institucional. Las mar-
chas fueron uno de los  principales es-
cenarios de esta dureza. 

En este primer año de gobierno de 
Enrique Peña Nieto (2012-2018) el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública in-
formó en su página70 oficial que ocu-
rrieron 18 mil 147 homicidios dolosos.

Aunque estas cifras, como muchas 
oficiales, no están desagregadas por 

70	  Se puede consultar en: http://www.
secretariadoejecutivosnsp.gob.mx/es/Se-
cretariadoEjecutivo/09082013

sexo, el Observatorio Nacional de Fe-
minicidio en México informó que entre 
2012 y 2013, unas dos mil 300 mujeres 
fueron víctimas de feminicidio.

A este entorno se añade el incre-
mento de casos de violencia contra 
el gremio periodístico. No obstante los 
avances normativos para atender esta 
situación, la organización civil interna-
cional Article 19 en México reportó en 
2013, 330 actos violentos contra perio-
distas, entre los que se cuentan cuatro 
asesinatos y una desaparición aún sin 
esclarecer; en tanto que 19.5 por cien-
to de este total corresponde a los 59 
casos de mujeres. 

Tal como se asienta en nuestro Pri-
mer Informe de Violencia contra Mu-
jeres Periodistas. México 2010-2011, 
este ambiente de agresión exacerba-
da contra periodistas está ligado a un 
contexto de invisibilidad en los datos, 
deficiencia en la   atención del Esta-
do e impunidad de estos actos, con 
lo que aumenta la permisibilidad y 
naturalización de la violencia contra 
las mujeres. 2013 se convirtió en el año 
con mayor número de casos registra-
dos desde 2002.

CIMAC registró y documentó 
en este año 47 actos de violencia 
contra mujeres periodistas, la cifra 
más alta registrada hasta ahora y 
que se suma al total de casos sin 
resolver, cabe recordar que existe 
un sub registro derivado de la fal-
ta de condiciones para denunciar, 
narrar los testimonios y acceder a 
la justica. 

507
Radiografía  

2013
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En 2013, Cimac registró y docu-
mentó  47 casos de violencia con-
tra mujeres periodistas en el ejer-
cicio de su labor, una cifra nunca 
antes registrada y un 9 por ciento 
superior con relación al 2012.  

El 52 por ciento de las periodistas vio-
lentadas denunciaron ante una instan-
cia de gobierno, lo que según nuestro 
registro representa un aumento en el 
número de denuncias con referencia 
a 2002 sin que hasta ahora se cuente 
con resultados positivos.

Las entidades  
federativas más 
violentas para  

mujeres periodistas

En el Distrito Federal ocurrieron 
49 por ciento de actos violentos 
contra las periodistas, es decir, 
casi la mitad de los casos, lo que 
convirtió a la ciudad de México en 
la entidad más violenta para ellas 
en este año.

Veracruz, que en 2012 fue la entidad 
con mayor número de casos,  descen-
dió al segundo lugar al alcanzar 15 por 
ciento de los sucesos registrados.

Nayarit, Puebla y Oaxaca apare-
cen este año en tercer lugar con 6 
por ciento de los casos.

47 
 CASOS

TIPO DE 
MEDIO

AGRESOR

INVESTIGACIÓN

52 % de las 
periodistas 
violentadas 
colaboran 
en PRENSA 

ESCRITA

51% De las 
periodistas 
violentadas 

estos dos 
años eran 

REPORTERAS

30 años es 
la edad pro-
medio de las 
periodistas

30.3 tienen 
entre uno y 
tres hijos y/o 

hijas

32% de los 
agresores son 

FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS

17.4% de las 
investigaciones 
que llevaban a 

cabo eran sobre 
CORRUPCIÓN 

26 De Las 
periodistas 
violentadas 
colaboran 
en MEDIOS 
DIGITALES

8.7 De las 
periodistas 
violentadas 

colaboran en 
TELEVISION 
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Tipos de violencia por entidad  
federativa.

Cargo y perfil de 
las periodistas  
violentadas

51 por ciento de las periodistas 
violentadas eran reporteras con un 
promedio de 30 años de edad, 33 
por ciento de ellas reportó tener 
entre una y dos hijas o hijos.

Tipo  
de violencia 

Psicológica

Verbal

Física

Patrimonial

Económica

Sexual

Chiapas

4.2%

4.2%

2.1%

2.1%

0

0

Nayarit

6.3%

4.2%

2.1%

4.2%

0

0

Oaxaca

6.3%

6.3%

0

4.2%

0

0

Puebla

6.3%

6.3%

2.1%

0

2.1%

0

Veracruz

14.8%

6.3%

6.3%

2.1%

0

0

Distrito 
Federal

46.8%

21.2%

13.2%

14.8%

0

2.1%

Frecuencia de la violencia por entidad federativa

Entidad federativa

Datos por mes y 
entidad federativa

Octubre fue el mes que presentó 
el mayor índice de hechos de violen-
cia contra las periodistas, seguido de 
marzo y noviembre; de nueva cuen-
ta, la mayor densidad correspondió 
al Distrito Federal.

Durante octubre se llevaron a 
cabo marchas y protestas conme-
morativas al dos de octubre de 1968, 
las que se caracterizaron por actos 
de represión y ataques constantes a 
la libertad de expresión.

El movimiento magisterial de la 
Coordinadora Nacional de Trabajado-
res de la Educación (CNTE) y el primer 
informe de gobierno de EPN fueron 
los sucesos políticos que, durante sep-
tiembre y diciembre, respectivamente, 
generaron los mayores enfrentamien-
tos violentos entre manifestantes y la 
policía; en medio de este contexto, las 
y los periodistas también fueron víc-
timas de la represión al momento de 
registrar los hechos.

Cargo de la periodista 
2013



Violencia contra mujeres periodistas en México116 Violencia contra mujeres periodistas en México 117

De nueva cuenta, el siguiente gru-
po de periodistas que presentó más 
agresiones fueron las fotoreporteras, 
casi dos de cada 10 actos violentos 
fueron cometidos en su contra.

15 por ciento de los ataques fueron 
perpetrados contra periodistas inde-
pendientes o freelance, es decir, pro-
fesionales que no tienen un contrato 
y/o respaldo de algún medio ni para 
la cobertura, ni frente a un ataque.

Muchas de estas comunicadoras 
pueden no ser consideradas como 
periodistas, condición que las coloca 
en una situación de vulnerabilidad 
acentuada y que deriva de otras ca-
racterísticas como la edad, menor 
número de años de experiencia, me-
nor reconocimiento y poder político. 
Esta posición discriminatoria se suma 
al contexto ya detallado, que obliga 
a registrar y documentar para que, 
en el caso de las mujeres, se evite 
agravar la desigualdad y con ello el 
acceso a la justicia.

Fuente de  
cobertura  

asignada a 
 la periodista.

Más de la mitad de las periodistas 
violentadas en el ejercicio de su la-
bor (51 por ciento) tienen asignada 
la fuente política; en segundo lugar, 
el seguimiento permanente a movi-
mientos sociales (19 por ciento), y la 
cobertura de los temas de seguridad 
e información general, representan 
15 por ciento cada uno. 

Tipo de  
investigación

La mayor cantidad de ataques 
a mujeres periodistas se centró 
este año en la cobertura de la 
marcha conmemorativa del dos 
de octubre en la Ciudad de Mé-
xico, en medio de un contexto 
de rechazo social hacia Enrique 
Peña Nieto. Sobre todo se trató de 
periodistas que registraban y do-
cumentaban los abusos de poder 
que la policía ejercía en contra 
de quienes se manifestaban.

Como lo hemos dicho, a lo largo 
del año –sobre todo en el centro 
del Distrito Federal–, se gestaron y 
mantuvieron los actos violentos co-
metidos, en su mayoría, por policías 
y granaderos, aunque también se 

registraron agresiones provenientes 
de integrantes de los movimientos en 
contra de las periodistas.   

En este contexto, la violencia ge-
neralizada en el país como la que 
derivó de las múltiples protestas so-
ciales centralizadas en el Distrito Fe-
deral, generaron la necesidad de 
reportar las denuncias ciudadanas 
a través de los medios de comuni-
cación, es decir, las periodistas con-
tinuaron dando voz a la ciudadanía 
y bajo esa razón fueron violentadas.

En segundo lugar, la violencia con-
tra periodistas se centró en aquellas 
que llevaban a cabo investigaciones 
periodísticas referentes a informa-
ción general.

En tercer lugar se ubicaron los 
ataques a las comunicadoras que 
cubrían temas ligados con la co-
rrupción, seguidos de las que aten-
dían investigaciones sobre el cri-
men organizado.

Tipo de investigación 
2013

Fuente de la información de 
 la periodista 

2013
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El seguimiento informativo de ata-
ques contra periodistas, que están 
incluidos en nuestros indicadores de 
libertad de expresión y política, si-
gue siendo el tema por antonomasia 
por el que se ataca a las reporteras, 
como un claro mensaje sobre el inte-
rés de ocultar la información.

Tipo de medio

La prensa escrita se mantuvo como 
el tipo de medio en el que trabajan 
quienes más agresiones recibieron.  

Aunque en la mayoría de los casos 
se trató de periodistas vinculadas con 
medios de comunicación comercia-
les, este año los ataques contra quie-
nes colaboraban para medios de 
comunicación  independientes, fue-
ron los más mencionados.

26 por ciento de las periodistas 
violentadas colaboraban para un 
medio difundido por internet, tipo de 
medio que se posicionó en el segun-
do lugar. 

Tipos de violencia

Como ya se menciono, los tipos 
y modalidades de violencia que 
registramos y documentamos es-
tán basados en la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAMVLV) vi-
gente en México desde 2007.   

En todos los actos de agresión hubo 
violencia psicológica, acompañada 
por uno o más tipos de violencia. Du-
rante el proceso, en 53 por ciento de 
los casos se cometió violencia verbal 
a través de insultos, descalificaciones 
a su labor periodística alusivas a su 
vida personal, además de amenazas 
y amedrentamientos.
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Violencia  
traducida en actos durante 2013

Modalidades de la violencia

Como se menciona en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), las modalidades de violencia refieren a 
los ámbitos en los que se manifiesta la agresión: violencia institucional, vio-
lencia comunitaria, violencia laboral y docente, violencia familiar y violencia 
feminicida.

En ocho de cada 10 casos (79  por ciento), se ejerció violencia institu-
cional, índice que superó el porcentaje correspondiente a 2012, es decir, 
se recrudecieron los actos, omisiones y aquiescencia perpetrados por 
funcionarios públicos.  

Modalidades de violencia  
aplicados durante

2013

Tipos de violencia aplicados durante
2013

Violencia traducida en actos durante 
2013
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Tipo de agresor 

Funcionario administrativo

Ejército

Policía federal

Policía estatal

Crimen organizado

Medio de comunicación

Civil

Movimiento social

Empresario

No identificado

Administrativo  
de Seguridad Pública

Chiapas

0

0

0

0

0

0

2.1%

2.1%

0

0

0

Chihuahua

0

0

0

0

0

0

0

0

2.1%

0

0

Distrito  
Federal

6.8%

0

29.7%

2.1%

2.1%

2.1%

0

0

0

4.2%

0

Nayarit

4.2%

0

2.1%

0

0

0

0

0

0

0

0

Oaxaca

4.2%

0

0

0

0

0

2.1%

0

0

0

0

Puebla

4.2%

0

0

0

0

2.1%

0

0

0

0

0

Veracruz

4.2%

0

0

4.2%

0

2.1%

0

0

0

2.1%

2.1%

Agresores

72 por ciento de los agresores 
fueron servidores públicos, índi-
ce con el que cada año se re-
afirma que el principal agresor 
de las periodistas pertenece al 
Estado, representado en primer 
lugar por policías federales y en 
segundo sitio, por funcionarios 
administrativos.  408

Conclusiones generales  
y  

recomendaciones
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A   modo de cierre, desde la ex-
periencia construida hasta 

ahora por CIMAC, es viable asentar 
que en 2012 y 2013 se confirmó la hi-
pótesis con que se inició el registro y 
documentación de casos: la condi-
ción de género es sin duda un ele-
mento fundamental de análisis para 
reconocer, prevenir, atender y erra-
dicar la violencia contra periodistas 
en México, ya que ésta representa 
el primer eslabón de la situación de 
riesgo y desigualdad que enfrentan 
las periodistas, y que mientras no sea 
tomado en cuenta, ningún tipo de 
mecanismo, normatividad o acción 
será eficaz en su aplicación.

En este sentido, hay que insistir en 
la necesidad urgente de reconocer 
el fenómeno de un modo estructural, 
en el que es necesario comprender 
las condiciones sociales que enfren-
tan las mujeres del gremio y como 
éstas impactan en su acceso o no a 
la justicia, toda vez que esta dolencia 
fortalece la impunidad, entendida y 
presentada en este informe como un 
mensaje del Estado mexicano que 
actúa con nula voluntad. 

La exploración, profundización y 
creación de datos concretos sobre 
la falta de castigo, con un enfoque 
de género, es fundamental para 
comprender las complejidades del 
sistema que la perpetúa; y es que 
se trata de uno de los eslabones 
que marcan en forma perniciosa y 
directa el acceso a la justicia inte-
gral para las periodistas, les impi-
de tener garantizada su seguridad 
y bienestar, les coarta el ejercicio 
pleno de su derecho a la libertad 
de expresión y prensa, así como el 
derecho de la sociedad a tener ac-
ceso a esa información.  

Con los resultados de este diag-
nóstico, se ratifica que la impunidad 
prevalece en los ataques contra las 
periodistas y es avalada por las omi-
siones o acciones que manipulan las 
autoridades, instancias desde donde 
son más agredidas porque aplican 
la ley con discriminación, las investi-
gaciones sustentadas en debidas di-
ligencias carecen de perspectiva de 

género y es menospreciada la labor 
que desempeñan.

Además, quedó de manifiesto 
cómo los medios de comunicación 
de poderosos alcances, son parte de 
este sistema perturbado que legitima 
y sostiene un orden social excluyen-
te a través de tratamientos periodís-
ticos sexistas, información que sólo 
da voz al discurso del Estado para 
legitimarlo, por un lado, e invisibiliza 
a las periodistas, por el otro. Estos pro-
cesos faltos de visión de género que 
desdeñan los derechos humanos de 
las víctimas, dan como resultado la 
imposición de amañados juicios me-
diáticos paralelos al proceso judicial 
apegados al discurso oficial. 

Con base en lo anterior, es de 
reiterar la importancia de impulsar 
cambios estructurales y sustantivos 
de igualdad para las periodistas, 
que entrañen una esencial mejora 
de las condiciones para su empo-
deramiento en todos los sentidos. 
El respeto y libertad plasmadas en 
los marcos normativos, deberán tra-
ducirse en acciones concretas que 
modifiquen el sistema en el que pre-
valecen conductas misóginas que 
legitiman y normalizan la violencia, 
así como eliminar los obstáculos 
para el acceso a la justicia.

Recomendaciones

Al Estado mexicano:

-Reconocer la condición particu-
lar que enfrentan hoy en día las pe-
riodistas en México y actuar en con-
secuencia con el discurso de Estado 
que avala el respeto irrestricto a los 
derechos humanos, a eliminar la dis-
criminación, a hacer transversal en 
su política la perspectiva de género y 
acatar todos los preceptos que con-
tienen los instrumentos internaciona-
les firmados y ratificados por México, 
en especial, sobre la libertad de ex-
presión.  

-Garantizar de forma inmediata a 
las periodistas el acceso a la justicia, 
subsanado las falencias que actual-
mente enfrentan, tomando en cuen-
ta la perspectiva de género y los de-
rechos humanos.

-Incorporar la perspectiva de gé-
nero en pro de la igualdad entre 
mujeres y hombres en las leyes, me-
canismos y acciones que atienden la 
seguridad del gremio periodístico en 
la prevención de la violencia, regis-
tro de documentación y atención de 
casos a través de:

*Voluntad política traducida en 
hechos concretos.

*Asignación de recursos económi-
cos suficientes.

*Incorporación de expertas y ex-
pertos en género en los espacios de 
atención a la violencia contra perio-
distas.

* Capacitación y sensibilización 
a servidoras y servidores públicos en 
derechos humanos y perspectiva de 
género, a nivel federal y local. 

*Impulsar la igualdad sustantiva en-
tre mujeres y hombres a través de la 
participación de las mujeres en políti-
ca y en los medios de comunicación.

*Crear leyes, protocolos de actua-
ción y medidas de seguridad con 
perspectiva de género.

*Armonizar las legislaciones y 
unificar el marco jurídico vigente de 
México conforme a los instrumentos 
internacionales sobre derechos hu-
manos de las mujeres y la libertad 
de expresión.

*Establecer obligaciones y respon-
sabilidades laborales a los medios de 
comunicación en los ataques perpe-
trados contra periodistas.

A los medios de comunicación:

-Dotar de capacitación y profesio-
nalización en materia de seguridad a 
sus colaboradoras periodistas.

-Impulsar su participación y empo-
deramiento dentro del medio.

-Considerar la condición social de 
las mujeres que colaboran en el me-
dio, respecto de las prestaciones y 
condiciones laborales. 

-Profesionalización permanente.

-Creación de códigos de ética 
cuya prioridad sea la seguridad de 
las y los periodistas, el tratamiento 
respetuoso de los ataques que en-
frenten y el compromiso con sus tra-
bajadoras de protegerlas al enfren-
tar algún acto de violencia.

Desde la sociedad civil nacional, de 
donde emana información cuantiosa 
que genera políticas públicas en be-
neficio de la población:

- Continuar el registro, documenta-
ción y atención de la violencia desde 
una mirada de derechos humanos y 
con perspectiva de género, que profun-
dicen en las condiciones que vulneran 
la integridad de las periodistas y reco-
nozcan los marcos internacionales tanto 
de derechos humanos de las mujeres, 
como la libertad de expresión. 

-Continuar el impulso y fortaleci-
miento de redes de periodistas, que 
prioricen la participación de las muje-
res y su liderazgo como forma de em-
poderamiento.

-Proponer políticas públicas enfoca-
das a atender las condiciones labora-
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les y de seguridad para las periodistas 
desde una perspectiva de derechos 
humanos y género.  

-Vigilar y exigir el cumplimiento de 
las recomendaciones que instrumentos 
internacionales han dirigido al estado 
mexicano sobre derechos humanos de 
las mujeres y libertad de expresión.

A la sociedad civil internacional:

-Continuar con la observación y aten-
ción a la situación de violencia que hoy se 
enfrenta en México desde un punto de vis-
ta de derechos humanos y género para 
hacerla visible a nivel internacional.

-Retomar las experiencias sobre 
seguridad, registro, documentación 
y análisis de género producidas en 
México para su aplicación en otros 
países, con énfasis en la región cen-
troamericana.

-Impulsar las redes y articulaciones 
entre periodistas en la región.

Instrumentos internacionales

*Continuar con el acompaña-
miento, observación y señalamien-
tos sobre situación de inseguridad y 
violencia que enfrenta hoy en día el 
gremio periodístico en México y la re-
gión, con base en una visión de dere-
chos humanos y género, para hacer 
las advertencias y recomendaciones 
necesarias al Estado Mexicano en 
pro de la protección e integridad de 
las periodistas.

Glosario de 
 siglas y 
 términos

Siglas nacionales 

CIMAC: Comunicación e Infor-
mación de la Mujer, AC. 

CDHDF: Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal

CNDH: Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos

CNS: Comisión Nacional de  
Seguridad

CNTE: Coordinadora Nacional 
de Trabajadores de la Educación

FEADLE: Fiscalía Especial para 
la Atención de Delitos cometidos 
contra la Libertad de Expresión/ 
FEADP: Fiscalía Especial para la 
Atención de  los Delitos cometi-
dos contra Periodistas 

FEVIMTRA: Fiscalía Especial 
para los Delitos de Violencia con-
tra las Mujeres y Trata de Personas

GDF: Gobierno del Distrito  
Federal

IFAI: Instituto Federal de Acce-
so a la Información y Protección 
de Datos 

INEGI: Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía 

LGAMVLV: Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia

LPPDDHP: Ley para la Protec-
ción de Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas

OCNF: Observatorio Ciudada-
nos Nacional del Feminicidio 

PAN: Partido Acción Nacional 

PGJ: Procuraduría General de 
Justicia 

PRD: Partido de la Revolución 
Democrática 

PGR: Procuraduría General de 
la República

PRI: Partido Revolucionario Ins-
titucional 

SEGOB: Secretaría de  
Gobernación 

SG del GDF: Secretaría de Go-
bierno del Distrito Federal 

SRE: Secretaría de Relaciones 
Exteriores

SSPDF: Secretaría de Seguridad 
Pública del Distrito Federal 

TSJDF: Tribunal Superior de Justi-
cia del Distrito Federal 

Siglas internacionales 

AI: Amnistía Internacional

CEDAW: Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas 
de Discriminación Contra la Mujer

CIDH: Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos

EPU: Examen Periódico  
Universal

OEA: Organizaciones de Esta-
dos Americanos

ONU: Organización de las Na-
ciones Unidas

OSC: Organizaciones de la So-
ciedad Civil

UNESCO: Organización de las 
Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura
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Términos

Accountability o rendición de 
cuentas: La obligación de las y los 
funcionarios de los órganos adminis-
trativos y representativos del Estado 
de explicar periódicamente a las y 
los representados qué van a hacer, 
qué hacen y qué han hecho para 
implementar los compromisos adqui-
ridos respecto a los DH, con cuántos 
recursos y de dónde provienen és-
tos. También incluye la exigencia de 
cuentas por parte de los derechoha-
bientes, porque en la teoría de los DH 
cada derecho genera obligaciones 
para el Estado.

Agresor: La persona que inflige 
cualquier tipo de violencia contra las 
mujeres.

Amenazas: Acciones que emiten 
un mensaje verbal, escrito, etc. Con 
el objetivo de provocar autocensura, 
censura directa o indirecta.

Análisis de riesgo: Lista de necesi-
dades y clasificaciones de tipos de 
riesgo, que en un sistema eficaz para 
analizar el riesgo que de hecho asu-
me la defensora. El riesgo definido 
como la probabilidad objetiva de 
que un peligro contra individuos se 
materialice en daño o agresión.

Asesinato: Cualquier acción que 
prive de la vida a la o el periodista.

Belem Do Pará: Instrumento inter-
nacional básico para la erradica-
ción de la violencia contra las muje-
res, tanto en el ámbito de lo público 
como en el de lo privado.  

Criminalización: Es entendida 
como una construcción social para  
etiquetar y generar culpables en 
torno a un acontecimiento. Esta eti-
queta se reproduce sobre todo en  
las mujeres.

Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos: Máximo cuerpo 
normativo de nuestro sistema jurídico 
del cual emana todo ordenamiento 
legal ya sea federal o local. Contiene 
los principios y objetivos de la nación. 

Establece la existencia de órganos 
de autoridad, sus facultades y limi-
taciones, así como los derechos de 
los individuos y las vías para hacerlos 
efectivos.

Derechos Humanos: Los derechos 
humanos son derechos inherentes a 
todos los seres humanos, sin distinción 
alguna de nacionalidad, lugar de re-
sidencia, sexo, origen nacional o étni-
co, color, religión, lengua, o cualquier 
otra condición. Todos tenemos los 
mismos derechos humanos, sin discri-
minación alguna. Estos derechos son 
interrelacionados, interdependientes 
e indivisibles. Los derechos humanos 
universales están a menudo contem-
plados en la ley y garantizados por 
ella, a través de los tratados, el de-
recho internacional consuetudinario, 
los principios generales y otras fuen-
tes del derecho internacional.

Delitos de difamación, calumnia 
e injuria: Casos en las que se es acu-
sado ante instancias judiciales por el 
contenido de una publicación con 
un fin de auto censura o desacreditar 
su contenido.

Derechos Humanos de las Muje-
res: Refiere a los derechos que son 
parte inalienable, integrante e in-
divisible de los derechos humanos 
universales contenidos en la Con-
vención sobre la Eliminación de To-
dos las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW por sus si-
glas en inglés), la Convención sobre 
los Derechos de la Niñez, la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (Belem Do Pará) y 
demás instrumentos internacionales 
en la materia.

Desapariciones: Acciones que 
provocan que se desconozca el 
paradero sin dejar rastro o dejan-
do huellas de violencia. Otras de-
finiciones: Desaparición forzada  
y secuestro.

Detenciones: Acciones en las que 
la o el periodista es privado de su 
libertad por el ejercicio periodísti-
co –desarrollado, publicado o que 
está por ser publicado.

Detenciones arbitrarias: Casos en 
que la privación de la libertad no 
puede vincularse con una base jurí-
dica –como la detención prolonga-
da después de cumplirse la pena o 
a pesar de una ley de amnistía-. Ca-
sos en los que el motivo del enjuicia-
miento tiene que ver con el ejercicio 
de determinadas libertades funda-
mentales protegidas por la Declara-
ción Universal de los Derechos Hu-
manos y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos –para los 
Estados partes- tales como la Liber-
tad de Expresión. Casos en los que 
la no observancia –total o parcial- 
de las normas internacionales relati-
vas al derecho a un juicio imparcial 
es tal que confiere a la privación de 
la libertad, cualquiera que sea, ca-
rácter arbitrario.

Diario Oficial de la Federación: Es 
el órgano del Gobierno Constitucio-
nal de los Estados Unidos Mexicanos, 
que tiene la función de publicar en el 
territorio nacional: leyes, reglamen-
tos, acuerdos, circulares, órdenes y 
demás actos expedidos por los po-
deres de la Federación, a fin de que 
éstos sean observados y aplicados 
debidamente en sus respectivos ám-
bitos de competencia.

Discriminación contra  la mujer: 
Definido por la Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer, en 
su artículo 1, se denotará toda distin-
ción, exclusión o restricción basada 
en el sexo que tenga por objeto o 
por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente 
de su estado civil, sobre la base de 
la igualdad del hombre y la mujer, 
de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y 
civil o en cualquier otra esfera.

Estado de Derecho: Se refiere a un 
principio de gobierno según el cual 
todas las personas, instituciones y en-
tidades, públicas y privadas, incluido 
el propio Estado, están sometidas a 
unas leyes que se promulgan públi-
camente, se hacen cumplir por igual 

y se aplican con independencia, 
además de ser compatibles con las 
normas y los principios internaciona-
les de derechos humanos. Asimismo, 
exige que se adopten medidas para 
garantizar el respeto de los principios 
de primacía de la ley, igualdad ante 
la ley, rendición de cuentas ante la 
ley, equidad en la aplicación de la 
ley, separación de poderes, partici-
pación en la adopción de decisio-
nes, legalidad, no arbitrariedad, y 
transparencia procesal y legal.

Fuente de información: Se refiere 
a la asignación, por parte del me-
dio de comunicación, de temas 
específicos para que la reportera 
identifique y de seguimiento a las 
posibles fuentes de información 
concernientes a los temas asigna-
dos, personas, acontecimientos, 
documentos, entre otros, para su 
jerarquización y elaboración de  
productos informativos.

Funcionario o servidor público: Son 
personas que prestan servicios al es-
tado como miembros de las corpo-
raciones públicas, como empleados 
o trabajadores del mismo y de sus 
entidades descentralizadas, -sean 
ellas territoriales o especializadas 
(por servicios)-, como miembros de 
la fuerza pública, o en cualquier otra 
condición que ante la ley les dé tal 
carácter. 

Garantías individuales: Son los 
derechos fundamentales de las per-
sonas, cuya finalidad es reducir los 
efectos de las desigualdades en-
tre los individuos, otorga a todos los 
mexicanos el derecho de disfrutar la 
libertad, seguridad, igualdad y pro-
piedad, al señalar los deberes para 
su ejercicio. También se les conoce 
como derechos individuales, funda-
mentales o humanos. Art. 4º: El va-
rón y la mujer son iguales ante la ley. 
Toda persona tiene el derecho a la 
protección de la salud. Toda familia 
tiene derecho a disfrutar de una vi-
vienda digna y decorosa. Es deber 
de los padres preservar el derecho 
de los menores a la satisfacción de 
sus necesidades y a la salud física y 
mental. La composición de México 
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es pluricultural basada en sus pue-
blos indígenas.

Intimidación o presión: Accio-
nes por las que se busca influen-
ciar en el trabajo, sentido editorial 
o línea informativa de la o el pe-
riodista etc. Despido injustificado, 
regularmente debido a una presión 
ejercida por las autoridades o ac-
tores no estatales. Impedimentos 
informativos- la retención u oculta-
miento de información de manera 
deliberada para obstaculizar las 
investigaciones. Como ejemplo: 
impedir el acceso a una rueda de 
prensa, restringir entrevistas, negar 
información entre otras. Presiones 
económicas- estas son cada vez 
más persistentes; la utilización de 
la contratación de publicidad en 
un medio determinado con premio 
o castigo por la línea informativa 
puede inhibir el ejercicio de la liber-
tad de expresión ejerciendo presión  
y condicionamiento.

Impunidad: Constituye una in-
fracción de las obligaciones que 
tienen los Estados de investigar 
las violaciones, adoptar medidas 
apropiadas respecto de sus auto-
res, especialmente en la esfera de 
la justicia, para que las personas 
sospechosas de responsabilidad 
penal sean procesadas, juzgadas y 
condenadas a penas apropiadas, 
de garantizar a las victimas los re-
cursos eficaces y la reparación de 
los perjuicios sufridos de garantizar 
el derecho inalienable a conocer 
la verdad y de tomar todas las 
medidas necesarias para evitar la 
repetición de dichas violaciones.  
(Acosta,2012: 92)

Libertad de expresión: En el artícu-
lo 19 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos es definido 
como todo individuo tiene derecho a 
la libertad de opinión y de expresión; 
este derecho incluye el de no ser mo-
lestado a causa de sus opiniones, el 
de investigar y recibir informaciones 
y opiniones, y el de difundirlas, sin li-
mitación de fronteras, por cualquier 
medio de expresión. 

Mecanismo: Mecanismo de Pro-
tección de personas defensoras de 
derechos humanos y periodistas. 

Modalidades de violencia: Las 
formas, manifestaciones o los ám-
bitos de ocurrencia en que se pre-
senta la violencia contra las muje-
res. Refieren a los ámbitos en los que 
se manifiesta la agresión: violencia 
institucional, violencia comunitaria, 
violencia laboral y docente, violen-
cia familiar y violencia feminicida.

Observatorio Nacional de Femi-
nicidio en México: Es una alianza 
constituida por 49 organizaciones de 
derechos humanos y de mujeres en 
21 estados de la República mexica-
na, y el Distrito Federal. Con el ob-
jetivo central es monitorear y exigir 
rendición de cuentas a las institucio-
nes a cargo de prevenir y sancio-
nar la violencia contra las mujeres y  
el feminicidio.

Órdenes de protección: Son actos 
de protección y de urgente aplica-
ción en función del interés superior 
de la Víctima y son fundamental-
mente precautorias y cautelares. 
Deberán otorgarse por la autoridad 
competente, inmediatamente que 
conozcan de hechos probablemen-
te constitutivos de infracciones o de-
litos que impliquen violencia contra 
las mujeres.

Periodismo: Es una forma de expre-
sión social sin la cual el hombre cono-
cería su realidad únicamente a tra-
vés de versiones orales, resúmenes, 
interpretaciones, relatos históricos y 
anecdóticos. Y responde las pregun-
tas esenciales: qué, quién, cómo, 
cuándo, dónde y por qué. Su función 
es informar y orientar. (Marín, 2005) 

Periodista independiente o free-
lance: Profesionales que no tienen un 
contrato y/o respaldo de algún me-
dio ni para la cobertura, ni frente a 
un ataque.

Perspectiva de género: Es una vi-
sión científica, analítica y política 
sobre las mujeres y los hombres. Se 
propone eliminar las causas de la 
opresión de género como la des-

igualdad, la injusticia y la jerarquiza-
ción de las personas basada en el 
género. Promueve la igualdad entre 
los géneros a través de la equidad, 
el adelanto y el bienestar de las mu-
jeres; contribuye a construir una so-
ciedad en donde las mujeres y los 
hombres tengan el mismo valor, la 
igualdad de derechos y oportunida-
des para acceder a los recursos eco-
nómicos y a la representación polí-
tica y social en los ámbitos de toma  
de decisiones.

Policía Estatal: Es la persona que 
garantiza la seguridad de las perso-
nas y de sus bienes, mediante la pre-
vención del delito y preservación del 
orden público que fundamenta su 
acción en el marco legal, para brin-
dar  certidumbre y tranquilidad a las 
demandas de la sociedad.

Programa Integral: Prevenir, aten-
der, sancionar y erradicar la violen-
cia contra las mujeres 2014-2018. 
Mecanismo que debe dar cumpli-
miento a los preceptos que mandata 
la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y las leyes que de 
ella emanan.

Reparación del daño: La repara-
ción del daño tiene como fin revertir, 
en la medida de lo posible, los efec-
tos de una violación a un derecho 
y/o, en su defecto, asegurar que se 
tomen las medidas necesarias para 
aminorar los resultados de dicha vio-
lación. En ciertos casos, la repara-
ción del daño también tiene como 
fin evitar que se repitan los hechos o 
situaciones que generaron la viola-
ción de derechos. La reparación del 
daño queda a cargo del sujeto que 
cometió la violación y/o de aquel 
que, según el derecho, debe respon-
der ante ella.

Revictimización o Victimización 
secundaria: Es aquella producida 
no como resultado directo del acto 
delictivo sino por la respuesta de las 
instituciones y personas individuales 
en relación con la víctima. Se presen-
ta con el uso indiscriminado de des-
cripciones “morbosas” sobre el caso, 
este fenómeno parece una apología 

de la violencia que violenta los dere-
chos de las víctimas a un trato digno 
y de ninguna manera se justifica.

Tipo de investigación: Se refiere al 
tema específico que la periodista do-
cumentaba al momento de ser vio-
lentada.

Víctima: La mujer de cualquier 
edad a  quien se le inflige cualquier 
tipo de violencia.

Violación de derecho a la liber-
tad de expresión: Es toda acción u 
omisión por parte del estado o actor 
no estatal que interfiere de manera 
directa o indirecta en la libre circula-
ción de ideas, opiniones o informa-
ciones.

Violencia contra mujeres: Cual-
quier acción  u omisión, basada en 
su género, que les cause daño o su-
frimiento psicológico, físico, patrimo-
nial, económico, sexual o la muerte 
tanto en el ámbito privado como en 
el público.

Violencia económica: Es toda ac-
ción u omisión del Agresor que afec-
ta la supervivencia económica de la 
víctima. Se manifiesta a través de li-
mitaciones encaminadas a controlar 
el ingreso de sus percepciones eco-
nómicas, así como la percepción de 
un salario menor por igual trabajo, 
dentro de un mismo centro laboral.

Violencia en la comunidad: Cap. 
III, art. 16: son los actos individuales o 
colectivos que transgreden derechos 
fundamentales de las mujeres y pro-
pician su denigración, discriminación 
o exclusión en el ámbito público.

Violencia familiar: Cap. I,art. 7: Es 
el acto abusivo de poder u omisión 
intencional, dirigido a dominar, so-
meter, controlar, o agredir de ma-
nera física, verbal, psicológica, pa-
trimonial, económica y sexual a las 
mujeres, dentro o fuera del domicilio 
familiar, cuyo agresor tenga o haya 
tenido relación de parentesco por 
consan-guinidad o afinidad, de ma-
trimonio, concubinato o mantengan 
o hayan mantenido una relación de 
hecho.
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Violencia feminicida:  Cap. V, art. 
21: es la forma extrema de violencia 
de género contra las mujeres, pro-
ducto de la violación de sus derechos 
humanos, en los ámbitos público y 
privado, conformada por el conjunto 
de conductas misóginas que pueden 
conllevar impunidad social y del Es-
tado y puede culminar en homicidio 
y otras formas de muerte violenta  
de mujeres.

Violencia física: Es cualquier acto 
que inflige daño no accidental, usan-
do la fuerza física o algún tipo de 
arma u objeto que pueda provocar 
o no lesiones ya sean internas, exter-
nas, o ambas.

Violencia institucional: Cap. IV, art. 
18: son los actos u omisiones de las y 
los servidores públicos de cualquier 
orden de gobierno que discriminen o 
tengan como fin dilatar, obstaculizar 
o impedir el goce y ejercicio de los 
derechos humanos de las mujeres así 
como su acceso al disfrute de políti-
cas públicas destinadas a prevenir, 
atender, investigar, sancionar y erra-
dicar los diferentes tipos de violencia.

Violencia laboral y docente: Cap. 
II, art. 10: se ejerce por las personas 
que tienen un vínculo laboral, do-
cente o análogo con la víctima, in-
dependientemente de la relación 
jerárquica, consistente en un acto o 
una omisión en abuso de poder que 
daña la autoestima, salud, integri-
dad, libertad y seguridad de la víc-
tima, e impide su desarrollo u atenta 
contra la igualdad.

Violencia patrimonial: Es cualquier 
acto u omisión que afecta la super-
vivencia de la víctima. Se manifies-
ta en la transformación, sustracción, 
destrucción, retención o distracción 
de objetos, documentos personales, 
bienes y valores, derechos patrimo-
niales o recursos económicos desti-
nados a satisfacer sus necesidades y 
puede abarcar los daños a los bienes 
comunes o propios de la víctima.

Violencia psicológica: Es cualquier 
acto u omisión que dañe la estabili-
dad psicológica, que puede consistir 
en: negligencia, abandono, descui-

do reiterado, celotipia, insultos, humi-
llaciones, devaluación, marginación, 
indiferencia, infidelidad, compa-
raciones destructivas, rechazo, res-
tricción a la autodeterminación y 
amenazas, las cuales conllevan a la 
víctima a la depresión, al aislamien-
to, a la devaluación de su autoesti-
ma e incluso al suicidio.

Violencia sexual: Es cualquier acto 
que degrada o daña el cuerpo y/o 
la sexualidad de la víctima y que por 
tanto atenta contra su libertad, su 
dignidad e integridad física. Es una 
expresión de abuso de poder que im-
plica la supremacía masculina sobre 
la mujer, al denigrarla y concebirla 
como objeto.
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